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PROLOGO. 

La teleología que persigue el Derecho se constriñe en alcanzar la justicia y la 

seguridad jurídica. Sólo a través de un auténtico Estado de derecho es susceptible 

instituir los mecanismos jurídicos que nos den certeza y seguridad en el goce de nuestros 

derechos. 

Las garantías individuales de certeza y seguridad jurídica fueron contempladas 

desde el Constituyente de 1917 e incursionadas en los artículos 14, 16, 19 y 20 de la 

Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos. La motivación esencial del 

derecho, In razón de ser del mismo, la causa por la que lo elaboran los hombres, estriba 

en la ineluctable urgencia de certeza y seguridad jurídica. El ser humano requiere 

certeza. Saber a que atenerse en relación con sus semejantes. Que es lo que él puede 

hacer frente a ellos, y a su vez. saber que es lo pueden hacer los demás frente a él. Cual 

es In zona limítrofe de su conducta , así como el contorno y distancia de la ajena. F.s 

precisruncntc el derecho quien debe satisfacer la necesidad de certeza en virtud de 

normas jurídicas que instituyen cual es la conducta permitida y In prohibida. 

Sin embargo, la motivación del derecho en comento, no se satisface en In vida 

pragmática, en razón de que en nuestro sistema jurídico, encontramos una serie de 

normas que conculcan lo establecido en nuestra Carta Fundruncntal, en lo atinente a la 

materia que nos ocupa en este trabajo de investigación no es excepción, pues, en el 

proceso penal mexicano tanto federal como común se exteriorizan leyes 

inconstitucionales que infringen las Garantlas del Procesado, en el desarrollo de la 

investigación comentaremos algunas y abordaremos In forma de recurrirlas en el Juicio 

de Garantías; como el caso de la constante transgresión que se perpetra en contra del 

contenido del artlculo 133 Constitucional cuando prescribe que esta Constitución, las 

leyes del congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de 

acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, 

con aprobación del Senado serán.la Ley Suprema de toda la Unión. 
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Nuestro país ha celebrado un número interesante de tratados, donde se remarca 

con profuso peso especifico el principio de "que lodo llombre es illOCeale hasta que se 

le demuestre lo contrario", en ese sentido La Declaración Universal de los Derechos 

Humanos en su articulo 11 indica "que toda persona acusada de delito tiene derecho a 

que se presuma su inocencia, mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la Ley y 

en juicio público en el que se hayan asegurado todas las garantías necesarias para su 

defensa". 

Por su parte la Convención Americana sobre Derechos Humanos en el indicativo 

número 8 establece que "toda persona inculpada de delito, tiene Derecho a que se le 

presuma su inocencia, mientras no se establezca legalmente su culpabilidad". 

De igual modo, El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su 

articulo 14 precisa "Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma 

su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad confonne a la Ley. 

En todos los tratados aludidos con antelación, nuestro país se ha adherido a ellos, 

sin embargo, al hombre que se le detiene, se le humilla, se le presenta en la rejilla de 

prácticas como auténtico delincuente, aún cuando no se ha comprobado su culpabilidad, 

de ahi que considero son inconstitucionales los artículos 298 del Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal, así como el articulo 165 del Código 

Federal de Procedimientos Penales, en virtud que ambos dispositivos ordenan se 

Identifique Administrativamente al Procesado o se someta a la formación de la Ficha 

Signaletica tan sólo después de dictado el auto de formal prisión, provocando al 

procesado daños de dificil reparación puesto que quedan registrados los datos relativos a 

la identificación en los archivos respectivos, sin antes de que exista sentencia ejecutoria 

respecto de su culpabilidad. Es indudable tal inconstitucionalidad, pues los dispositivos 

en cuestión violan lo dispuesto en el articulo 133 de la Carta Fundamental, al manifestar 

éste que los Tratados que celebre el Ejecutivo Federal y ratifique el Senado, serán ley 
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suprema de la Unión y al ser signatario México de Tratados que protegen el principio de 

inocencia, se quebranta esta Garantía. 

De igual modo es Inconstitucional el articulo 133 bis del Código Federal de 

Procedimientos Penales, pues vulnera la multicitada Garantía de presunción inocencia, 

en razón de la reforma que sufriera este articulo publicada en febrero de 1999, donde se 

le permite al Órgano Investigador solicitar al Juez el arraigo domiciliario de un 

indiciado, cuando exista riesgo justificado que se sustraiga de la administración de la 

justicia. La violación en mención estriba, en que se detiene a una persona . ya no 

digamos sin que se le establezca legalmente su culpabilidad, si no lo que es peor, sin que 

se haya acreditado el cuerpo del delito y la probable responsabilidad. Situación análoga 

sucede con el articulo 270 bis del Código de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federal. 

Otra de las tantas violaciones al principio de inocencia la consútuye a raíz de la 

reforma al articulo 19 constitucional, que entró en vigor en marzo de 1999, con la 

teleología de facilitarle al Órgano Investigador, la integración de la averi¡,'\lación y 

ejercitar acción penal, atendiendo solamente a los elementos objetivos del tipo penal, 

pues al cambiar el concepto de "elementos del tipo" por el de "cuerpo del delito" implica 

que se consignen averiguaciones y por consecuencia se gire orden de aprehensión sin 

acreditar los elementos subjetivos y normativos del delito, pues la acepción cuerpo del 

delito, sólo alude a los elementos objetivos del tipo. 

La mengua de requisitos para consignar una averiguación infringe las garantías 

de legalidad y seguridad jurídica establecidas en el Texto Fundamental, ya que pues al 

hacerlo con requisitos exiguos, no aseguran de ningún modo que se garanticen las mas 

esenciales garantías del gobernado. 
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Tal situación se vuelve más compleja si le agregamos que los jueces no cumplen 

con el precepto constitucional relativo que la libertad provisional bajo caución debe ser 

asequible. 

Son bastas las normas penales que conculcando garantías individuales 

substanciales tienen vida jurídica, tanto federales como del fuero común, y lo que resulta 

más preocupante es que, en su gran mayoría se les deja incólumes, de tal suerte, que en 

la presente investigación trataremos la forma de combatirlas ante el Órgano de Control 

Constitucional y de esa manera evitar que leyes que tengan vicios de 

inconstitucionalidad se apliquen a los gobernados. 

Es substancial que cuando una ley penal pretenda aplicarse a los ciudadanos por 

algún Órgano Jurisdiccional, ésta no transgreda principios y Garantías adoptadas por 

nuestra Carta Magna, en función que dada la naturaleza de esta rama del derecho, su 

imposición acarrearía consecuencias de dificil reparación. 

La inquietud por esta investigación estriba, en la observación propia y directa de 

los hechos, es decir, del conjunto de experiencias adoptadas en la praxis del litigio, 

donde he palpado la gran cantidad de normas penales inconstitucionales que se aplican 

violentado los derechos subjetivos de los gobernados y poniendo en constante peligro 

una de las garantías más significativas de los seres humanos, la libertad. 

Atinente a la naturaleza jurídica del derecho penal, se reviste altamente peligroso 

el hecho que el Órgano Jurisdiccional encargado de aplicar las leyes en esta materia, lo 

hagan, aún cuando se desprenda que del contenido intrínseco de alguna de éstas, 

conculquen flagrantemente garantías que se Consagran en la Constitución, porque 

gravita en todo momento la posibilidad de dictar una pena ostentándose en ellas y que el 

indiciado pueda ser privado de su libertad, derecho más valioso, sólo supeditado por el 

de la vida, inherentes a toda persona por el solo hecho de serlo. 
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El objetivo del presente ensayo se singulariza en coadyuvar, esgrimiendo elementos 

técnico-jurídicos, para que aquellos que tenemos por profesión la noble tarea de pedir 

justicia, se cuente con una visión más amplia para concurrir ante el Órgano de Control 

Constitucional mediante el amparo, en virtud de combatir aquellas normas penales que 

sean aplicadas a personas violentando Garantías de Certeza, Seguridad Jurídica, 

Presunción de Inocencia etc., plasmadas en el rango constitucional y en los Tratados 

Internacionales que nuestro país forma parte, y no dejar incólume tal aberración jurídica. 

La intención que incidió en el suscrito para postular este tema de tesis. es imputable 

a la gran incongruencia que existe en algunas leyes penales en relación con la 

Constitución, y son aplicadas a los destinatarios de las mismas, adoleciendo de 

elementos substanciales como son las más elementales garantías contempladas por la 

Norma Fundamental, colocando en constante peligro la posibilidad que pueda restringir 

la libertad de una persona invocando una norma que esta viciada de inconstitucionalidad. 

Lo anterior, de ninguna manera significa que esté apelando para que el derecho penal 

tolere la comisión de algunos delitos y no se sancione al que se le compruebe su 

responsabilidad, o que el Órgano Legislativo sea omiso en su tarea relativa a tipificar 

delitos, al contrario, aquel que sea responsable de cometer un acto ilícito debe 

sancionársele, compurgar una pena y tratar de lograr su readaptación, de igual modo, 

atendiendo a la celeridad con la que evoluciona la ciencia, producto de la dinámica 

social, es posible que surjan prácticas que sean consideradas contrarias a la moral y las 

buenas costumbres, el legislador debe estar presto para tipificar tales actividades como 

delito. Sin embargo, más que una quimera debemos tratar de conformar el derecho 

penal con métodos más tangibles, donde se satisfaga verdaderamente los principios de 

Certidumbre y Seguridad Jurídica, pues basta ver la gran cantidad de personas inocentes 

que indebidamente están compurgando una pena. 

De ahí la importancia que las normas penales no conculquen derechos subjetivos, 

ya que de la aplicación de una Ley mal redactada puede traer consecuencias fatales, si 
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por torpes en la elaboración de la misma, se sanciona a un inocente, quitándole la 

posibilidad de ejercer uno de los derechos más inherentes al hombre su libertad. 

De lo anterior, nace también la necesidad inminente que este tipo de normas sean 

bien recurridas a través del Juicio de Garantíais, en razón que su mal planteamiento en el 

amparo, como se mencionó con antelación, es susceptible que traiga consecuencias 

irreparables para ·las personas que encuadraren en la norma que se impugna de 

inconstitucional. 
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INTRODUCCIÓN 

En el proceso de la investigación de mérito se analiza de manera minuciosa cada 

uno de dispositivos legales contenidos en normas penales que están viciados de 

inconstitucionalidad y la fomia en que pueden recurrirse por medio del Juicio de 

Amparo, atendiendo a que los artículos 103 y 107 de la Ley Fundamental en lo 

conducente precisan que es procedente el juicio de amparo contra leyes o actos de 

autoridad que violen Garantías individuales, institución que es un medio de impugnación 

por vía de acción y que tiene como efectos la invalidez de los actos reclamados y la 

restitución del quejoso en el goce de la garantía violada, con efectos retroactivos al 

momento de su violación. 

En lo relativo a la Autoridad Federal que conocerá del juicio, el artículo 114 de la 

Ley Reglamentaria de los articulo 103 y 107 Cons11tuc1onales establece en lo 

conducente que el Amparo se pedirá ante .Juez de Distrito contra leyes federales o 

locales que con su sola entrada en vigor o con motivo de su primer acto de aplicación, 

causen perjuicios al quejoso. Sin embargo, por e><cepción son competentes los 

Tribunales Colegiados de Circuito cuando el amparo contra sentencia definitiva en el 

que se aduzcan razones de inconstitucionalidad de la ley puede promoverse como 

amparo directo ante un Tribunal Colegiado, según el régimen de competencias 

establecido por la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación en su artículo 7 bis 

fracción l. 

Se indica de manera clara los requisitos de su procedencia, el término para 

interponerlo según se trate de una ley autoaplicativa o heteroaplicativa, la autoridad 

federal que es competente para conocer el amparo, la forma de redargüir los conceptos 

de violación, los efectos de la sentencia que ampara contra una ley, así como el recurso 

procedente cuando el Órgano de Control Constitucional no ampara ni protege. 
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CAPITULO PRIMERO 

.JUSTICIA CONSTITUCIONAL Y ESTADO DE DERECHO 

1.2.- CONCEPTO DE JUSTICIA CONSTITUCIONAL. 

Se ha considerado en los diversos sistemas jurídicos que es substancial que exista 

un órgano que pueda defender su norma fundamental, y que dicho órgano que realice la 

apologla a la constitución, no fuera el mismo que pudiera violarla. En ese orden de 

ideas, se establecieron instrumentos para limitar los excesos del poder, constriñéndose a 

Jos limites fijados en el texto constitucional. Es decir el ámbito de actuación de las 

autoridades está limitada por normas constitucionales debiendo crear procedimientos e 

instituciones para embestir de eficacia las limitaciones en comento. 

Asl In justicia constitucional se exterioriza como la defensa de la Constitución, 

pero sin singularizarse a sólo una "hoja de papel" .como aludía Lnsalle, sino como 

voluntad jurídica de todo un sistema de valores. 

El Dr. José Luis- Soberanes Femández, manifiesta en la presentación de libro 

Justicia Constitucional Comparada que: "cuando las constituciones se convierten en 

meros instrumentos de falsificación de realidad política, por falta de legitimidad o por 

otras causas, dejan sin justificación posible la inclusión dentro de ellas, de ningún 
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sistema de justicia constitucional. Defender Ja 'pura semántica constitucional' sería 

desde el punto de vista histórico y político, una traición a Jos valores y a la significación 

del constitucionalismo, y a nivel científico, Ja negación de la función auténtica de la 

justicia constitucional". 1 

Atinadamente el distinguido jurista, al referirse a la defensa de la constitución, 

recalca con especial peso especifico que ésta, se refiere a la defensa de los valores que 

inspiraron el movimiento constitucionalista. 

El tema de la defensa constitucional se exterioriza cuando la norma fundamental 

está en crisis. Cuando fenecen largos períodos autoritarios, inciden en una revolución 

constitucional. Un sistema benigno de justicia constitucional resulta el mejor aliado para 

extinguir los vicios pretéritos. As! sucedió en Europa y en América Latina cuando 

comenzaron a inmiscuirse en los umbrales de la transición a la democracia. 

"Uno de los temas jurídicos que por lo menos en Latinoamérica resultan de gran 

utilidad es el de la justicia o jurisdicción constitucional, o más bien el del control de la 

constitucionalidad. Ello es obvio si tomamos en consideración que su objeto de estudio 

son los instrumentos jurídicos establecidos en la constitución para mantener su 

supralegalidad, en donde ocupa un sector importante la protección a los derechos 

fundamentales y que representa un tema que ningún Estado democrático de derecho 

que se precise de serlo debe eludir ... ". 2 

En el caso de nuestro país, la Constitución de 1917, ha experimentado con el 

devenir del tiempo una evolución a través de reformas constitucionales, en Jo atinente al 

tema de mérito. 

Desde la Constitución de J 858 como en nuestra contemporánea Carta Magna, 

una gran parte de peso de su control reside en el juicio de amparo, sin embargo en los 

1 UNAM. Instituto de Investigaciones Juridicas. SOBERANES Fcmández. José Luis. '"Justicia 
Constitucional Comparada''. Ed., UNAM., Mexico 1993, pp 7- 8. 
' Ob. Cit., CORZO Sosa, Edgar., pp. 11. 
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últimos años se. ha ·ido adicionando al lado de la institución jurfdica en comento, la 

existencia dCJ Triburial Constitucional, asl como la Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos. 

" ... como ·una idea provisional y aproximada podemos afirmar que la defensa de la 

Constitución se integra por aquellos instrumentos jurfdicos y procesales que se han 

establecido tanto para conservar la normatividad constitucional como para prevenir su 

violación, reprimir su desconocimiento y lo más importante, lograr el desarrollo y la 

evolución de las propias disposiciones en un doble sentido: desde el punto de vista de la 

Constitución formal, lograr su paulatina adaptación a los cambios de la realidad polltico 

social, y desde el ángulo de la constitución material, su transformación de acuerdo con· 

las normas pragmáticas de la propia carta fundamental. Por este motivo, nos atrevemos a 

sostener ·que una verdadera defensa constitucional es la que puede lograr la 

aproximación entre estos dos sectores, que en ocasiones pueden encontrarse muy 

distanciados: la Constitución formal y In Constitución material ,"3 

. El eminente jurista, Héctor Fix Zamudio realiza un distingo que reviste especial 

importancia, en cuanto manifiesta que la defensa de In constitución está integrada por 

aquellos instrumentos establecidos para conservar y prevenir la violación de la norma 

fundamental, a este rubro lo denomina_ como protección de In Constitución; asl como 

para reprimir su desconocimiento, lo que se encuentra comprendido dentro de las 

llamadas garantlas constitucionales. 

"El primer sector, relativo a la protección de la Constitución, está integrado por 

todos aquellos instrumentos políticos, económicos, sociales y de, técnica j uridica que 

han sido canalizados a través de normas de carácter fundamental e incorporados a los 

documentos constitucionales, con el propósito de limitar el poder y lograr que sus 

titulares se sometan a los lineamientos establecidos en la propia Constitución. Es decir, 

3 FIX Zamudio, Héctor. "La Constitución y su defensa".Ed. UNAM, México 1994, pp. 15-16 
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con estos instrumentos se pretende lograr la marcha armónica, equilibrada y normal de 

los poderes públicos y, en general, de todo órgano d,e autoridad. 

En un trabajo anterior utilizamos un .. slmil, de carácter biológico para describir 

gráficamente estas categorlas de instlllmcntos de conservación constitucional, y 

consideramos que se refieren al aspecto fisiológico de la ley suprema, en virtud de que 

Jos citados instrumentos tutelares tienen por objeto lograr el adecuado funcionamiento 

de los órganos del poder. 

La segunda categorla está formada por las llamadas garantías conslitucio11a/cs, 

estimadas en su sentido estricto y no en el tradicional que identificó dichas garantías con 

los derechos de la persona humana consagrados constitucionalmente; es decir, como los 

medios jurldicos, predominantemente de carácter procesal, que están dirigidos a la 

reintegración del orden constitucional cuando el mismo ha sido desconocido o violado 

por los propios órganos de poder, a pesar de los instrumentos protectores que 

mencionamos en el párrafo anterior, los cuales en esta situación han sido insuficientes 

para lograr el respeto de las disposiciones fundamentales. 

Utilizando el mismo símil de carácter médico, este segundo sector se puede 

calificar como el destinado a la corrección de los fenómenos de Ja patología 

constitucional, en virtud de que se utilizan cuando los medios protectores no han podido 

lograr el buen funcionamiento de los órganos del poder, por tanto, la eficacia de las 

disposiciones fundamentales y, por este motivo, las citadas garantlas son necesarias para 

restablecer el orden jurídico supremo. 

Sin embargo, dicho efecto terapéutico, restaurador de los preceptos 

constitucionales que se encomienda a las garantlas constitucionales, no agota todas las 

funciones que desarrollan, en virtud de que del estudio de las mismas en los regímenes 

contemporáneos nos demuestra la existencia de una orientación preventiva de dichos 

instrumentos, que tiende a evitar Ja alteración del orden jurídico constitucional 
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(movimiento que también se observa en las ciencias de la salud, en las cuales se 

manifiesta cada vez más una tendencia preventiva en relación con la terapéutica 

tradicional), y, por otro lado, las mencionadas garantías cumplen de manera creciente 

una actividad evolutiva en cuanto a la aplicación de las disposiciones fundamentales en 

el doble sentido que hemos señalado anteriormente; es decir, por una parte la paulatina 

adaptación de los citados preceptos constitucionales a la realidad polltico-social, y por el 

otro la modificación de Ja propia realidad en el sentido señalado por las normas 

programáticas inscritas en las cartas constitucionales".4 

En Jo que constriñe en nuestro ordenamiento jurídico mexicano, estos dos 

grandes rubros integrantes de la defensa de Ja constitución que atinadamente alude el 

maestro Héctor Fix Zamudio, tienen una aplicación amplia, por lo que nos 

singularizaremos sólo a mencionar algunos elementos de primer sector, es decir, el 

atinente a la protección de la Constitución, en razón que el tema de merito reside en las 

garantía o justicia constitucional, en este sector incidiremos con mayor amplitud. 

"Los instrumentos integrantes de la protección constitucional son de carácter 

polltico, económico, sociales y de técnica juridica, pues bien, en los primeros queda 

comprendida la división clásica del poder legislativo, ejecutivo y judicial (articulo 49 

constitucional) con la prohibición expresa de que se reúnan Jos mismos, salvo Jos casos 

establecidos por la misma Constitución (artículos 29 y 131 constitucionales). Además 

existen controles intra orgánicos en los poderes legislativo y judicial, pues el primero se 

encuentra dividido en dos Cámaras (articulo 50 constitucional) y el segundo cuenta con 

una organización escalonada en sus tribunales, por Jo que cualquier impugnación en un 

tribunal de primera instancia, en una entidad federativa puede llegar hasta la Suprema 

Corte de Justicia 14, 16, 94 y 116-III constitucionales. 

Como controles interorgánicos se encuentra el veto suspensivo del poder ejecutivo 

federal en el procedimiento legislativo (articulo 72 constitucional) así mismo Ja 

• FIX Zamudio, Héctor. "La Constitución ...• ". Ob. Cit., pp.17-18 



6 

obligación por parte del ejecutivo federal de promulgar proyecto de ley cuando éste 

cuente con la aprobación de ambas cámaras. 

En los instrumentos de carácter económico queda ubicada Ja Secretarla de la 

Contraloria General de la Federación con facultades sobre actividades económicas y de 

responsabilidad de los funcionarios públicos. 

En relación con los instrumentos de carácter social, la Constitución mexicana fue la 

primera que los consagró. Así, se encuentran reconocidos los derechos de grupos 

sociales como son Jos campesinos y ,los trabajadores obreros en general (artículos 27 y 

123 constitucionales). Los partidos políticos en este sentido también tienen una 

regulación constitucional, pues son organismos representativos de la comunidad, por Jo 

tanto en el texto constitucional se establecen sus bases (artículos 41 y 54 

constitucionales). 

Los instrumentos de técnica jurídica son la supremacía constitucional por la cual la 

Constitución, las leyes del Congreso de la Unión deriva de la misma y Jos tratados 

celebrados, conforme a ella, son la ley suprema de toda la Unión (articulo 133 

constitucional); y el procedimiento dificultado de reforma en el cual se requieren las dos 

terceras partes del voto de los presentes el Congreso de la Unión y la aprobación 

mayoritaria de las legislaturas de los estados (articulo 135 constitucional), salvo en los 

casos señalados en las fracciones 1 y 111 del artículo 73 constitucional"' 

Como ya nos referimos con antelación el otro rubro que integran la defensa de la 

Constitución, a decir de Héctor Fix Zamudio, es el atinente ni de la garantla o justicia 

constitucional al que debemos inmiscuimos con más detenimiento en el tema siguiente. 

' UNAM, Instituto de Investigaciones Juridicas, CORZO Sosa, Edgar .. "'Justicia Constitucional ... º, Ob. 
Cit., pp.12-13 

-- - -----·- ----~ 
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Empero antes que abordemos el estudio de este sector en comento, necesario es que 

ofrezcamos una definición de la Justicia Constitucional, tomando en consideración las 

apreciaciones citadas que realizan distinguidos juristas respecto al tema en especie. 

En ese orden de ideas, podemos redargüir que, la justicia constitucional es el 

conjunto de elementos jurídico procesales que se insertan en el t,exto fundamental, con la 

teleologla de restablecer el orden constitucional cuando el mismo sea conculcado por un 

órgano de autoridad. 

1.2.- Estructura de la justicia constitucional en México 

En nuestro pals, se han establecido diversos instrumentos jurídicos 

constitucionales que tienen como teleologla la apologla de la misma carta fundamental. 

Es pertinente exteriorizar que la Justicia constitucional incide cuando es 

transgredida la Constitución, implementado diversos instrumentos para subsanar la 

violación a la norma fundamental, es decir, se singulariza por su efecto reparador, más 

no preventivo. 

Como ya hicimos alusión se han venido insertando al rango constitucional, 

además de las ya existentes, garantfas constitucionales e instrumentos procesales 

tendientes a proteger nuestro texto fundamental, en ese sentido, la doctrina se ocupado 

de manera especial por definir la estructura de la justicia constitucional en México. 

1 

.1 
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Hector Fix Zamudio sostiene que " ... la Constitución de 1917, consagra una gnrantla 

constitucional, por órgano polltico, dos por órgano judicial y una última que puede ser 

situada en el campo frontera entre las anteriores cntegorlas. "6 

Más es el caso, que los juristas especialistas en el tema en especie, no coinciden 

respecto al número de garantfas constitucionales, ya que mientras el autor en comento 

concibe cuatro categorfas en las que se estratifica Ja justicia constitucional Octavio A. 

Hernández, incluye una quinta consistente en el " ... proceso suspensivo de garantlas en 

caso de emergencia, regulada por el articulo 29 constitucionnl."7 

Cnbrfn hacer In observación, que el esplritu del articulo en mención es de carácter 

preventivo para hacer-frente a una situación de emergencia, Juego entonces, tomando en 

consideración que las garnntlns constitucionales se singularizan por su efecto reparador y 

no preventivo, desde nuestro' punto de vista este indicativo no constituye una categoría 

del In justicia ~onstituci~iint' 

El constitucionalista Jorge Carpirzo señala que debe darse el calificativo de 

garantla constitucional a tñsf~cultades otorgadas al Senada por las fracciones V y VI del 

articulo 76 constitucional relativo a In desaparición de poderes de un Estado y las 

controversias pollticas que surjan entre los poderes de una entidad federativa, cuando 

alguno de ellos lo plantee o se hubiere interrumpido el orden constitucional, para Jo cual, 

en ambos casos, el Senado de la República resuelve la controversia. 

" ... podemos· considerar que la fracción V del artículo 76 de la Ley Suprema es 

una garantla co.nstitucional al otorgar competencia exclusiva al Senado para declarar que 

ha llegado el. caso': de nombrar un gobernador provisional porque· todos Jos poderes 

constitucionales~. ele, una entidad federativa han desaparecido. Y es una garantía 

6 FIX Zamudi~ Héclo_r. "Las Oorantías Constitucionales en el Derecho Mexicano ... Ed. Ponúa S.A .• 
México 1978, p.69. ' 
' HERNÁNDEz; Octnvio. "Curso de Amparo. Instituciones Fundamentales". Ed. S.A. Porrún 1982, 
pp.19-20 
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constitucional porque: . el Senado en estas situaciones es un órgano imparcial y 

suprapartes que decidirá si ha llegado ese caso de nombrar al gobernador provisional y 

las partes son: Ios poderes~e esa entidad y quien presente la solicitud al Senado que 

frecuentemente es' .la Secretarla de Gobernación; en un sentido amplio existe 

controversia entre dos· ·posturas diversas sobre si ha llegado la ocasión de nombrar a un 

gobernador provisi~~al;.est~ fracdón no debe utilizarse por motivos o razones de lndole 

polltica, ya que '~ri''1a' ~;opia fracción VI del articulo 76 se indica que una ley 

reglamentará. el ejercicio''. dé' esa····· facultad, o sea que se precisarán y detallarán los 

supuestos de declaración para que el Senado no tenga manos libres al respecto y como 

consecuencia no utilice esta fracción por motivos pollticos. 

También se ha considerado que la fracción VI del articulo 76, que otorga al 

Senado la Facultad para "Resolver las cuestiones pollticas que surjan entre los poderes· 

de un Estado cuando alguno de ellos ocurra con ese fin al Senáclo: o cuii~d();: dé dichas· 

cuestiones, se haya interrumpido el orden constitucional mediante uri co'~íliC:ío''c1¿ anlias, 

constituye una garantía constitucional" •8 
,:· 

Al respecto se exteriorizan distintas objeciones. e~ci¿~ll~d~~;;;¿.qu~,-no debe 

incluirse en el contenido de la justicia constitucional las ;;;~~¡~~~~:'~'/vi indlcativo 

aludido, en razón de que el objeto de la controversia como el nusm~-téxtc;' C:onsiitucional 

lo señala, es de carácter político y nojurfdico. " , . ·. . .,., . ., •· 
_.'' .',<':" ':,·::,:_::" 

··-,o .. :;:< ;-
"Debemos examinar con más cuidado está:_fracción: 'de su simple lectura nos 

percatamos que en esos casos el Senádo eÍiun'Órg~~o:stlpriipÍirtes e imparcial y que 

existe una controversia. Donde surge la duda C:S' ~~¡;·~¡,· ~I contenido de esta fracción ya 
' · ...... · -· .. ·."··: '•'',.>', 

que versa sobre c11esli~n<?S políticás,~perc{ésÍ~~ deben ser resueltas, según la propia 

fracción, de acuerdo. c~Íi"~~_Co~~Út~C:jó~ G~~eÜ.ffd~ la República y la del Estado, 

además que para bi 'éj~rclcib 'd~: "'e~ta 'rracéiÓ~; : se exige la ya mencionada ley 

reglamentaria: _o sé~.:~unq\lC'_s~'tr~te dé ciics~i~nes p.,,líticas. se resuelven a través de los 

1 CARPIZO, JC:,rge. "EsÍúdios Co~stituci~nulcs". Ed. uNAM. México 1981, p. 201 
··. ···.···;· -i'' -.. , 
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marcos jurídico-constitucionales, dentro del cuadro del orden jurídico, y esta situación 

no tiene nada de extraña, porque como acertadamente expresa André Hauriou, el 

derecho constitucional es un sistema de encuadramiento jurídico de los fenómenos 

pollticos".9 

El autor de la presente tesis de investigación ha considerado que existen cuatro 

garantías constitucionales que son de carácter substancial en nuestro sistema polltico 

mexicano, que son las que siguen: 

J.- Juicio Polftico 

2.- Controversia Constitucional a que se refiere el articulo JOS de Ja Carta 

Manga. 

3.- Juicio de Amparo que contemplan los nrtlculos 103 y,J07 constitucionales, y 

4.- Procedimientos investigntorios a que se refiere el articulo ·97 constitucional. 

1.2.1 Juicio Político 

La Constitución General de Ja República en sus indicativos 108 a 114, contempla 

una garantla constitucional de carácter represivo en contra de los servidores públicos que 

violen la Constitución en el ejercicio de sus funciones. 

El artículo 11 O de Ja misma Norma Fundamental menciona una gama de 

funcionarios que pueden ,ser sujetos de Juicio Polftico: 

'CARPIZO, Jorge. "Estudios ........ " Ob. Cit pp. 201-202 

----- -------- - - -
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"Podrán ser sujetos de juicio politico los senadores y diputados al Congreso de la 

Unión, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. los Consejeros de la 

Judicatura Federal, los Secretarios de Despacho, los Jefes de Departamento 

Administrativo, los Diputados a la Asamblea del Distrito Federal, el Jefe de Gobierno 

del Distrito Federal, el Procurador General de la República, el Procurador General de 

Justicia del Distrito Federal, los Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito, los 

Magistrados y Jueces del Fuero Común del Distrito Federal, los Consejeros de la 

Judicatura del Distrito Federal, el consejero Presidente, los Consejeros Electorales, y el 

Secretario Ejecutivo del Instituto Federal Electoral, los Magistrados del Tribunal 

Electoral, los Directores Generales y sus equivalentes de los organismos 

descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria, sociedades y 

asociaciones asimiladas a éstas y fideicomisos públicos. 

Los Gobernadores de los Estados, Diputados Locales, Magistrados de los 

Tribunales Superiores de Justicia Locales y, en su caso, los miembros de los Consejos de 

las Judicaturas Locales, sólo podrán ser sujetos de juicio político en los términos de este 

titulo por violaciones graves a esta Constitución y a las leyes federales que de ella 

emanen, asl como por el manejo indebido de fondos y recursos federales, pero en este 

caso la resolución será únicamente declarativa y se comunicará a las Legislaturas 

Locales para que, en ejercicio de sus atribuciones, procedan como corresponda ... " 1º 

Las sanciones estriban en la destitución del cargo de los servidores públicos que 

resulten responsables, así como la inhabilitación para desempeñar funciones, empleos, 

cargos o comisiones de cualquier naturaleza en el servicio público. 

" .. .la Cámara de Diputados procederá a la acusación respectiva ante la Cámara de 

Senadores, previa declaración de la mayoría absoluta del número de los miembros 

1° Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos ... Artículo 110 ... Ed. Porrúa. S.A .• México 
2002. p. 102 
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presentes en sesión de aquella Cámara, después de haber sustanciado el procedimiento 

respectivo y con audiencia del inculpado. 

Conociendo de la acusación la Cámara de Senadores, erigida en Jurado de 

sentencia, aplicará la sanción correspondiente mediante resolución de las dos terceras 

partes de los miembros presentes en sesión, una vez practicadas las diligencias 

correspondientes y con audiencia del acusado. 

Las declaraciones y resoluciones de las Cámaras de Diputados y Senadores son 

inatacables." u 

.como lci prescribe el texto constitucional la Cámara de Disputados del Congreso 

de la Ullión. actú.a como acusadora y la de Senadores como jurado para emitir sentencia. 

En el supuesto que el funcionario goce de inmunidad, y se presuma que ha 

incurrido en la camisón de un delito durante el tiempo de su encargo, la Cámara de 

Diputados dirirllirá si ha lugar para proceder en contra funcionario, y de ser asl, pueda 

ser procesado por el órgano jurisdiccional competente. 

"Para proceder penalmente contra los Diputados y Senadores al Congreso de la 

Unión, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Magistrados de la 

Sala Superior del Tribunal Electoral, los Consejeros de la Judicatura Federal, los 

Secretarios de Despacho, los Jefes de Departamento Administrativo, los Diputados a la 

Asamblea del Distrito Federal, el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, el Procurador 

General de la República y el Procurador General de Justicia del Distrito Federal, asl 

como el Consejero Presidente y los Consejeros Electorales del Consejo General del 

Instituto Federal Electoral, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, la 

11 Constirución ....••. Ob. Cit, p. I 02 
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Cámara de Diputados declarará por mayoría absoluta de sus miembros presentes en 

sesión, si ha o no lugar a proceder contra el inculpado."12 

En la hipótesis de que la resolución de la cámara fuera en sentido negativo, lo 

conducente es suspender todo procedimiento ulterior, no obstante esta situación, la 

imputación por la comisión del delito continúa su curso, luego entonces, surte efectos 

cuando el inculpado haya concluido el ejercicio de su encargo. 

1.2.2. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL A QUE SE 

REFIERE EL ARTÍCULO 105 DE LA CARTA MANGA. 

El articulo 105 de la Norma Suprema reza lo siguiente: 

"La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale 

la ley reglamentaría, de los asuntos siguientes: 

1.- De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se 

refieran a la materia electoral, se susciten entre: 

a).- La Federación y un Estado o el Distrito Federal; 

b).- La Federación y un municipio; 

12 Ob., Cit. p. 103 
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c).- El Poder Ejecutivo y el Congreso de la Unión; aquél y cualquiera de las Cámaras de 

éste o, en su caso, la Comfaión Permanente, sean como órganos federales o del Distrito 

Federal; 

d)." Un Estado y otroi ' ' ' .. ·;.¡:.; '" 

e).- Un Estadriy ~l Distrito Federal; 

' . :: ·; <'::' -.. 

f).- El Distrito.Federal y un municipio; 

g).- Dos municipios de diversos Estados; 

h).- Dos Poderes de un mismo Estado, sobre la constitucionalidad de sus actos o 

disposiciones generales; 

1).- Un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o 

disposiciones generales; 

j).- Un Estado y un municipio de otro Estado, sobre la constitucionalidad de sus actos o 

disposiciones generales; y 

k).- Dos órganos de gobierno del Distrito Federal, sobre la constitucionalidad de sus 

actos o disposiciones generales. 

Siempre que las controversias versen sobre disposiciones generales de los 

Estados o de los municipios impugnadas por la Federación, de los municipios 

impugnadas por los Estados, o en los casos a que se refieren los incisos c), h) y k) 

anteriores, y la resolución de la Suprema Corte de Justicia las declare inválidas, dicha 

resolución tendrá efectos generales cuando hubiera sido aprobada por una mayoría de 

por lo menos ocho votos. 
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En los demás casos, las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia tendrán 

efectos únicamente respecto de las partes en la controversia. 

II.- De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la 

posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución. 

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días 

naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, por: 

a).- El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la Cámara de 

Diputados del Congreso de la Unión, en contra de leyes federales o del Distrito Federal 

expedidas por el Congreso de la Unión; 

b).- El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes del Senado, en 

contra de leyes federales o del Distrito Federal expedidas por el Congreso de la Unión o 

de tratados internacionales celebrados por el Estado Mexicano; 

c).- El Procurador General de la República, en contra de leyes de carácter federal, 

estatal y del Distrito Federal, as! como de tratados internacionales celebrados por el 

Estado Mexicano; 

d).- El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de alguno de los 

órganos legislativos estatales, en contra de leyes expedidas por el propio órgano, y 

e).- El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la Asamblea 

de Repres,entantes del Distrito Federal, en contra de leyes expedidas por la propia 

Asamblea. 
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f) Los partidos políticos con registro ante el Instituto Federal ·Electoral, por 

conducto de sus dirigencias nacionáles, en co~tra ·de leyes ~le~Íorales federales o locales; 

y los partidos polfticos con registro estatal;·~ través 'ae sus di~igenci~s. exclusivamente 

en contra de leyes electorales expedida~ p~r el ÓrgÍmo legislativa' :del Es.t~do. que les 
-;:,.::;. -·: \>,;: 

otorgó el registro. .•,:· ·. · 
-~ ' >' 

La ímica vía para plan~~ IÍÍ:nó é:orifor~iclad de las Íeyes el,~orales a la 
- ,.. ., , ·' - ·,\':. 7.'':- .::;(t/·':'~~ ::~·,;".'!-::,·~~ '-,_':'-~' '. ~-'-· ~>'· :. •-'.~ .'.- -... : i, 

Constitución es la prevista en este artlculoi'.~/,:' .· .. . 
.- .. ·'. :~_:_~::T; ·;'.~~:-\>: .. , ·:;.'./~-~., 

Las rcsoluci;J'~e~ de l~ Supre~a C~rt~ .. de J~~tici~ sólo podrán declarar . la 

invalidez d~')'~~ n~~~s irri~ll~adas,'sie~pre q~e fueren aprobadas por una mayoría de · 

cuando menós ·ocho votos. 

JII.- De oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Unitario de 

Circuito o del Procurador General de la República, podrá conocer de los recursos de 

apelación en contra de sentencias de Jueces de Distrito dictadas en aquellos procesos en 

que la Federación sea parte y que por su interés y trascendencia así lo ameriten. 

La declaración de invalidez de las resoluciones a que se refieren las fracciones 1 

y 11 de este artículo no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que 

regirán los principios generales y disposiciones legales aplicables de esta materia. 



17 

En caso de incumplimiento de las resoluciones a que se refieren las fracciones 1 y 

11 de este articulo se aplicarán, en lo conducente, los procedimientos establecidos en los 

dos primeros párrafos de Ja fracción XVI del artículo 107 de esta Constitución" 13 

Una característica sui-generis de esta garantía, como puede observarse en el 

articulo en cita, reside en que únicamente puede ser solicitada por organismos de 

carácter público y tiene como teleología dirimir un litigio de carácter jurídico y no 

polltico, aquí se esgrime una diferencia marcada con mucho peso especifico con 

respecto la garantla que contempla el juicio de amparo, institución que se abordará en Jo 

subsecuente, por Jo pronto es benigno mencionar que mientras en el amparo para 

solicitar Ja protección de la justicia federal sólo, puede concurrir la persona afectada 

(principio de instancia de parte agraviada), en Ja garantía en estudio, las controversias si 

pueden ser promovidas por la entidad afectada o por la federación que ve conculcada su 

soberanfa. Otro distingo que resulta substancial seilalar es el atinente a que la resolución 

de las controversia a que se refiere el articulo 105 de la Constitución, son erga omnes, es 

decir, tienen efectos generales, por el contrario, en el amparo, sus efectos que inciden 

solamente para la persona que concurrió al juicio en su carácter de quejoso (principio de 

relatividad de sentencias). 

De igual modo, la garantía en especie se puede distinguir de la facultad que tiene 

el Senado en virtud de lo establecido por el artículo 97 Fracción VI de la Norma 

Fundamental, es decir, la de dirimir cuestiones pollticas que surjan entre los poderes de 

un Estado, en que facultad en comento, como el propio texto constitucional lo seilala, es 

de carácter polltica, luego entonces, la diferencia se actualiza, porque la potestad que 

tiene la Corte para conocer las controversias constitucionales contenidas en el 

multicitado articulo 105, versan sobre cuestiones eminentemente jurídicas. 

" Ob. Cit pp.,95·96 
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J.2.3.-.JUICIO DE AMPARO QUE CONTEMPLAN LOS 

ARTÍCULOS 103 Y 107 CONSTITUCIONALES. 

El espíritu de esta institución fue el de protección de los derechos fundamentales 

de las personas, cuando ellos hubieran sido conculcadas por alguna autoridad. En el 

juicio de amparo se deposita más grande expresión de las garantías constitucionales en 

nuestro país. 

La figura jurídico procesal en comento se constriñó en un inicio a la tutela de los 

derechos fundamentales, posteriormente también abarco la constitucionalidad de las 

leyes y el amparo casación, en el cual se analiza la legalidad de los procesos 

jurisdiccionales, en razón de una interpretación de los artículos 14 y 16 Constitucionales, 

previstos desde la Constitución de 1857. 

La composición de esta institución tan fundamental en nuestro sistema jurídico se 

singulariza por su complejidad. Con uno objeto didáctico, Fix Zamudio ha hecho una 

segmentación en cinco partes, a decir: amparo habeas corpus o de libertad, amparo 

contra leyes, amparo casación, amparo contencioso administrativo y amparo social 

agrario. 

"a)En primer término, el amparo mexicano realiza funciones similares al habeas 

corpus de origen inglés, que tomó de la legislación y la jurisprudencia de los Estados 

Unidos, y por ello es que el ordenamiento mexicano se aparta en este aspecto de los 

restantes países latinoamericanos que consagran esta institución independiente ·del 

amparo. 

De acuerdo con la Ley de Amparo vigente, los actos que importen el peligro de 

privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, 

deportación o destierro o alguno de los actos prohibidos por el articulo 22 de la 

Constitución Federal, el Juicio de amparo respectivo puede ser interpuesto por cualquier 
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persona en nombre del afectado que se encuentre imposibilitado para hacerlo, aún 

cuando el promovente sea menor de edad o mujer casada; el juez está provisto de 

amplias facultades de investigación y dirección del proceso, con la facultad de dictar las 

medidas necesarias para lograr la comparecencia del presunto agraviado, después de 

resolver sobre la medida cautelar denominada "suspensión del acto reclamado", la que 

debe otorgarse de oficio -con exclusión de la privación de la libertad, que debe 

solicitarse expresamente- (artlculos 17, 18 y 123, fracción 1, de la Ley de Amparo). 

El ejercicio de la acción procesal no está sujeto a plazo preclusivo, sino que 

puede hacerse .valer en cualquier tiempo (artlculo._22,: fracción 11). e inclÍlsive a 

cualquierhora cÍ~I día o de la noche (articuló '23,'.'s~~riao párrafo de la citada Ley de 
Ampnro). . ;:·;:·~.,'.:·· 

\ (; ~~~> :J:.> 
La demanda puede formularse por: comparecencia, es decir, oralmente, en los 

casos urgentes (artiCulo 117) o incl~~ive p~t-""t~íéw~fo, pero ratificada por escrito dentro 

de los tres dlas siguientes (artículos ÍÍJ )\ft9)~ y para hacer más fácil su interposición, 

es posible presentar la dema_ll?ª." no. sólo "ante el juez Federal de Distrito, quien 

generalmente reside en la capital":de la _Entidad Federativa, sino también ante el juez 

local de primera instancia; o·:en_s'u_ defecto, ante cualquier funcionario judicial del lugar 

en el cual se pretende eiec~tar el acto que se reclama. 

Los _ci,tados:J~~~i/)~cales están facultados para detener provisionalmente la 

ejecucióndelaétci lesl~o-del~ libertad o de la integridad fisica del afectado, remitiendo 

el expedicnt~ ái}u~~ fed~r~l respectivo, quien debe continuar el procedimiento (artículos 

38, 39 y4o): < 

b) El. "séctor preponderante, es el relativo a la impugnación de las leyes 

inconstitÚ~i~nales a través del juicio de amparo y que ha recibido el nombre de amparo 

contra leyes, el cual se inspiró, según se expresó con anterioridad, en la revisión judicial 
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de la inconstitucionalidad de las leyes, consagrada en la legislación de los Estados 

Unidos, pero ha asumido perfiles peculiares ... " 14 

Las singularidades de este sector estriban en que las normas legales pueden 

combatirse cuando se tasen de inconstitucionales en forma directa, o sea, marcando 

como actos reclamados la expedición y promulgación de las leyes y señalando al órgano 

legislativo en su carácter de autoridades demandadas. 

e) El amparo contra sentencias judicia/es ... se impuso desde el siglo anterior por 

requerimientos de carácter social y polltico, es el que constituye el sector de mayor 

trascendencia desde el punto de vista cuantitativo, ya que en la práctica, más de un 

ochenta por ciento de lo's jui'ci~s de amparo que se plantean a los tribunales federales se 

refieren a este sector. · '"'-: · 

... En el amparo judicia1,-·de ~cueiclo- ~on Íós reglas clásicas de la casación, las violaciones 

alegadas. se dividen ~~·":Vi~la~i~~~s c~;,;e;Úas durante la secuela del procedimie11to 

siempre que afecten. las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo 

(errores in procedendo) y violaciones definido efectuadas en las sentencias (errores in 

iudicando), en la inteligencia de que las referidas violaciones procesales sólo pueden 

interponerse con motivo de la sentencia definitiva (artículo 158 de la Lev de Amparo), 

salvo en el supuesto de que de no impugnarse en el momento de' cometerse se consumen 

en forma irreparable o afecten a terceros extraño al juicio, pues en estos casos el amparo 

debe interponerse en doble instancia, la primera ante el juez federal de Distrito y la 

segunda ante los Tribunales Colegiados (artículo 114, fracciones IV y V de la misma 

Ley de Amparo)"15 

14 FIX Zamudio. Héctor. "Breve Introducción al Juicio de Amparo•'. Ed., Colegio Nacional .T. 111, México 
1995, pp-153-154 
"FIX Zamudio, Héctor. Ob. Cit., pp-160-161 
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Resulla substancial señalar que en el tipo de amparo en comento, la evaluación 

que se realice a las resoluciones impugnadas deben singularizarse al estudio de su 

legalidad en forma concatenada al articulo 14 Constitucional, sin que gravite la 

posibilidad de hacer un examen de los hechos, pues estos deben estimarse exactamente 

como aparezcan probados ante los tribunales ordinarios, y menos aún si: admitirán o 

tomarán en cuenta las pruebas que no se hubieran rendido ante dichos tribunales, así lo 

prescribe el articulo 79 de la Ley que rige la Materia. 

"d) Además de las funciones anteriores, el juicio de amparo mexicano, en 

ausencia de tribunales administrativos de carácter general, con una sola reciente, o sen el 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito federal, creado en 1971, ha 

debido absorber la función de medio de impugnación de los actos de la administración, 

tanto federal como de las Entidades federativas ... " 16 

Entre el exiguo número de órganos de justicia administrativa que existen en 

nuestro país, se acotan al Tribunal federal de Justicia fiscal y Administrativa, al 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito federal y determinados 

tribunales locales en los Estados de México, Sinaloa y Veracruz, imbuidos en arquetipo 

del Tribunal federal de Justicia fiscal y Administrativa. 

La Sentencias que emitan los tribunales administrativos en mención, pueden ser 

impugnadas a través del juicio de amparo, con lineamientos análogos al amparo judicial 

o casación, o sea, es de carácter uni-inslancial, ante la Suprema corte o los Tribunales 

Colegiados de Circuito, en virtud de la cuantía económica del negocio 

En la conjetura que los actos administrativos no fueran susceptibles de recurrirse 

ante un Tribunal de Justicia Administrativa, el agraviado debe concurrir directamente al 

16 
FIX Zamudlo, lll!c1or.Ob. CiL,p-l6l 
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amparo indirecto, agotados que hayan sido los medios jurídico de defensa ante la 

administración, en virtud de ser armónicos con el articulo 73 fracción XV, de la Ley de 

Amparo y no conculcar el principio de de!initividad, el trámite es de carácter · bi­

instancial, primero ante el Juez de Distrito y ulteriormente ante Ja Suprema Corte o ante 

Jos Tribunales Colegiados de Circuito, de igual forma en razón de la cuantía económica 

del negocio. 

"e). El quinto y último sector del juicio de amparo mexicano surgió con m~tivo 

de las Reformas de la Ley de Amparo que entraron en vigor el 5 de febrero de 1963 y 

tuvieron por objeto establecer un sistema especial de protección procesal en beneficio de 

Jos caÍnpesi~o~ sujetos al régimen de Ja refonná. agran~·: E~tos prin~ipios culminaron con 
- - - . ' . ·· .. ---. - - . . 

la Reforma a la propia Ley de Amparo, promulgada el 28 de mayo de J 976, por virtud 

de Ía cu.al se cxÍrajeron del texto de Ja mis;na.s la~
0

.disposiciones relativas al amparo en 

materia agraria y con ellas se redactó un Libro Segundo (arts. 212-234). 17 

. -. -_ . -

"Fue precisamente en beneficio de los calllpéslno~.~ueintégran los poblados sujetos 

a la rcfom1a agraria, que se introdujer~n r~fo~a~}1:a iey'de Amparo en 1963, tomando 

en cuenta que . con .. a,nterioriciad, c~a~do ~b'üa1ií'il ~n. amparo contra las autoridades 

agrarias -que p;~íme~e~ ~: la ad~riis&'~~ióii:';i1'blÍca' federal, pues dependen de la 
' . - ' ' ~ . -· ~ ' - /.,_ '~.. - -

Elesplritu d~ la refon~a e1{comento reside en que Jos campesinos se hallab:m en 

considerable. des~•cntaJa<· ¡.;ente a ·los empresarios, luego entonces, se adecuo un 

procedimiénto ~nvÍri~cl d,él cual se les otorgan ventajas procesales frente a éstos, cuya 

11 FIX Zomudio, Héctor. Ob., Cit., p·l64. 
11 FIX Zomudio, Héclor. Ob., Cit., p-165 
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teleologfa reside en conseguir la proporcionalidad e igualdad entre las partes, 

compensando la más frágil, esta corriente incide en el grupo denominado derecho 

procesal social. 

"En las citadas reformas de J 963 y 1976 se establecen disposiciones que otorgan 

beneficios procesales a los referidos campesinos, tales como una representación 

subsidiaria cuando no acudiesen al amparo en un plazo de quince dlas los 

representantes legales, denominados Conúsariados Ejldales o Comunales, puede 

Intervenir Inclusive cualquier integrante de la comunidad respectiva en defensa de los 

derechos colectivos agrarios (art[culo 213, fracción 11) 

Se reducen al mínimo las formalidades de la demanda de amparo ya que bastan 

los datos elementales, pues las omisiones deben ser subsanadas de oficio por el juez 

federal (articulo 221 ); se estableció Ja institución denominada "suplencia de la queja 

deficiente" (art[culo 107, fracción 11, de la Constitución Federal y 227 de la Ley de 

Amparo), que significa que el propio juez federal está obligado a corregir Jos errores y 

deficiencias de la demanda de amparo, pero además debe obtener los medios de prueba 

que no hubiesen aportado los campesinos reclamantes y que también están obligadas a 

presentar las mismas autoridades demandadas (Articulo 223 de Ja Ley de Amparo). 19 

Dentro de la contracción a las formalidades de la demanda se exterioriza la 

eliminación del plazo para interponer el amparo en el supuesto que se reclamen derechos 

colectivos agrarios el amparo, cuyo sustento juridico se encuentra en el articulo 217 de 

Ja Ley de la Materia; as! mismo resalta Ja ampliación del término genérico de quince a 

treinta días, para interponer el amparo para los ejidatarios o comuneros en Jo individual a 

partir de que tiene conocimiento del acto que consideran conculca sus derechos 

subjetivos, de esta forma lo manda el artículo 218 del mismo ordenamiento legal. 

19 FIX Znmudio, Héctor. Ob., Cit., pp-165-166. 
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"Cuando los derechos que se estiman infringidos tienen carácter colectivo, los 

campesinos afectados pueden acudir a los jueces de primera instancia de los Jugares en 

los cuales se pretendan ejecutar los actos impugnados, si en ellos no reside un juez 

federal de Distrito, Y dicho juez local ordenará la suspensión de dichos actos y enviará 

el expediente al propio juez federal (artículos 38, 40 y 220 de la Ley de Amparo); este 

último debe ordenar de oficio la propia suspensión de Jos actos, que se prolongará hasta 

In resolución definitiva del amparo (artículo 233), de la referida Ley de Amparo. 

Dos disposiciones de gran importancia debemos destacar en esta materia; la 

primera establece la prohibición del desistimiento del amparo por parte de los 

campesinos sujetos a In reforma agraria cuando reclamen actos que afecten sus derechos 

colectivos (articulo 231, fracción 1, de In Ley de Amparo), con In única excepción de 

que la renuncia a continuar la tranútación del amparo se acuerde por In Asamblea 

General de los campesinos afectados, con el objeto de evitar que dichos campesinos sean 

engailados por las autoridades agrarias o los propietarios agrfcolas; y en segundo 

término el articulo 78 del mismo ordenamiento determina que el juez del amparo cuando 

otorga la protección solicitada, debe hacerlo respecto de Jos actos reclamados cuya 

existencia efectivamente .. se hubiese demostrado en el expediente, aun cuando hayan sido 

señalados equivocadament_e·'por los campesinos reclamantes, ya que generalmente 

carecen de asesoramiento: Jurfdico" 20 

Por _otro Indo, es elemental hacer alusión a las reformas constitucionales que en 

materia' de amparci se realizaron en los ailos de 1987 y 1988, que incidieron en el más 

alto tribunal de nuestro pals para darle un nuevo rumbo en su ámbito de acción, en razón 

que ante de las innovaciones al texto fundamental la Suprema Corte de Ja Nación 

actuaba como un Tribunal de casación, lo que trascendía en un rezago extraordinario. 

'º FIX Zamudio, Héctor. Ob. Cit., pp-166-167. 
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Antes que se culminara la reforma en especie, hablan existido intentos para que 

Ja Corte se convirtiera.en un intérprete último de la Constitución. En ese orden de ideas, 

en el año. de 1944, precisamente en el sexenio del Lic. Manuel Ávila Camacho, se 

presentó una iniciativa de ley al órgano legislativo para que La Suprema Corte de Ja 

Nación se constriñera para conocer únicamente sobre la constitucionalidad de leyes 

locales y/o federales, sin embargo, dicha reforma no prosperó. Otro intento en este 

mismo sentido se instauró con la iniciativa de ley que enviara al congreso el Senador 

Brena Torres en el año de 1959, para que la Corte con únicamente once ministros tratara 

exclusivamente cuestiones de constitucionalidad, empero este proyecto también feneció. 

"Las reformas constitucionales del .tº. De enero de 1987 se complementaron con 

las correspondientes a la Ley de Amparo y a la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal 

de 5 de enero de 1988 y que entraron en vigor el 5 de enero de ese mismo año. 

En forma general tos cambios consistieron en lo siguiente: en cuanto al amparo 

de dos instancias ta resolución del juez de distrito (en primera Instancia) podrá ser 

revisado por la Suprema Corte ya sea en pleno o en salas, si existe un problema de 

constitucionalidad. As( cuando se impugne en Ja demanda de amparo leyes federales o 

locales, tratados intemacionales,reglamentos expedidos por el Presidente de la República 

y reglamentos expedidos por los gobernadores de los estados, por considerase 

directamente violatorios de la Constitución, y de acuerdo con el articulo 84 de la ley de 

amparo, cuando se establezca en la sentencia impugnada la interpretación directa de un 

precepto de la constitución federal, se podrá promover el recurso de revisión ante la 

Suprema Corte, pero siempre y cuando subsista en el recurso el problema de la 

constitucionalidad (articulo 107, fracción VIII, inciso a. Constitucional). 

La corte conocerá en pleno de estos recursos de revisión cuando se trate de la 

incostitucionalidad de leyes federales o locales o tratados internacionales, as( como de 

aquellos amparos en los que se controvierta la invasión de la esfera federal o local 

respectivamente (artículo 11, fracción V, incisos a y b de la Ley orgánica de poder 
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judicial federal). En cambio, . ·conocerán las salas cuando se trate de la 

inconstitucionalidad de reglamen·i~s, :Yª federales o locales., o bien se establezca la 

interpretación directa de: algúr) precepto constitucional (artfculos 24, 25, 26 y 27 en su 

fracción 1 de la Ley orgáni~~ del pod~;judicial federal) 

Tratándose de ampa~o de una_ sola instancia, las resoluciones de los tribunales 

colegiados de circuito podrán ser objeto de recurso de revisión ante la Suprema Corte de 

Justicia , cuando decidan la inconstitucionalidad de una Ley o interpreten directamente 

un precepto de la Constitución fed.eral ( articulo 107, fracción IX, constitucional y 

artlculos 83, fracción V, y 84, fracción 11, de la Ley de amparo). 

La corte conocerá, en pleno, al igual que en el recurso de revisión en amparo dé dos 

instancias, de la inconstitucionalidad de. leyes fed~rales o .: locales /C:,·:. ~~~·Í~dos . 
internacionales (articulo t t, fracción VI, de la Ley orgá~ica d~I podefjiicticÍnl federÓI). 

En cambio, conocerán las sala; cuando el r~curs~;i:Jy~~~~.&"~~·t;~;·g~o~~~.·.•de 
reglamentos federales, locales o de la interpretación élirecta·d,e'íJn)1~foú!o'co~stitucional 

(artlculos 24, 24, 26 y 27, en su fracción-11, dl'.l,l!'~e)'~.º~~á~i~~-~d~Í~~~erjúdicial 
federal) .. , · •,;c,i··. : -< 

, ,.: >~- .X{-;~~~f',:-~~~~i:.<':··: 

Con estas reformas se puede -vCr que:_lii' SÚp~~m;:;?Órte solamente tendrá 

competéncia en nl~térl~ · Í:onstitucio~á;, ~~l~o.;á1'iiri~';::~~~:~ ~~; por sus características 

especiales asi lo aineiit~n; én' q\Íe'pued~ ejercitar~..; f~cultádde atracción o avocación. 
. . . -. ~·;1:.:, ,( __ '' ,;·.·~~> .. ~ce· :·:;·,·~'~;_:·~--

En efecto; ~I ~rt1~G1~ l'ci7 c(;ú'~tituclon~J.'-en su fracción v. último en relación con 

el ampar~ 'co~t~a:r~soi~'ci~nesjudfolal~s o de una instancia, señala que la Suprema 

Corte, de ofid¿ á petición de!Tribunal Colegiado de Circuito o del procurador general 

de la república; C()rmcerá de' los amparos que por sus caracteristicas asi lo ameriten. Por 

otro lado, el mismo articulo, en su fracción VII, segundo párrafo, señala lo propio para el 

amparo de dos instancias. Esta regulación constitucional se desarrolla en el articulo 182 
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de Ley de amparo, en donde se .detalla el procedimiento a seguir para hacer efectiva esta 

facultad. 

Por su parte, d1 éo~trol d·~. la aplicación de las leyes ordinarias o de legalidad, 

queda en lo~ trib~~l~s c6J~gi~d~~cledrcuito (articulo 107 fracción V, constitucional) y 

la resolución :J~'~;¡~i'irli;~'~al~~:'~~ admitirá recurso alguno, salvo los casos antes 
·. ';"",'.: 

seilalados (arifclJ!o'I07fracciÓn IX; constitucional). 

· Co~ tod~;;;l;o,· v;~os que la Suprema Corte de Justicia de México, se acerca a la 

concep~ió~ ·dd tribunal constitucional en algunos países latinoamericanos y europeos, 

toda vez que le corresponde ser el interprete máximo de nuestra Constitución. 

Sin embargo, conjuntamente con el establecimiento de un tribunal 

constitucional, debe darse a sus resoluciones efectos generales, y cuando se trate del 

control de constitucionalidad, pues vemos que algunos tribunales constitucionales 

conservan la facultad para decidir sobre los derechos fundamentales mediante el recurso 

de amparo en el que la resolución presenta efectos particulares. 

Pues bien, en el caso de nuestra Suprema Corte de Justicia, debido a la tradición 

del amparo y sobre todo del. principio de relatividad de las sentencias de la misma 

institución, en las reforrnas de 1987 y 1988 no pudo introducirse, como debió haber 

sido, el ·principio de generalidad de las resoluciones de amparo tratándose de la 

constitucionalidad de las leyes. 

Respecto de la conveniencia o no de la institucionalización de la declaración 

general se han vertido varias y controvertidas opiniones. Sin embargo, hay que tomar en 

consideración que nuestro sistema cuanta ya con a posibilidad jurídica de emitir una 

declaración general de inconstitucionalidad; recuérdese que ese efecto lo tienen las 
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resoluciones que emita la· Suprema Corte en las controversias constitucionales reguladas 

por el articulo 105 de la Constitución" 21 

·-. . 

Otra situación análoga acontece al promover un amparo contra una ley que ha 

sido declarada i~~~U:~tÍtÜ~Íonal por la jurisprudencia , o contra un acto de autoridad 

fundadó ~n ~~a"i·e;, C:Í juzgador mediante suplencia de la queja, está obligado para 

aplicar este lllis·~ci ;ciit~rÍo, es decir la resolución se erigirá con idéntico razonamiento al 

prescrito ·/por· la ... :·jurisprudencia. " ... en lugar de una declaración general de 

incon:stit~~ionnlidad en. México existe la inaplicabilidad general de inconstitucionalidad 

en; un caso pendiente de resolución". 22 

No abandonaremos este tema sin antes definir a esta elemental institución en 

nuestro si·s.te~ia jurídico. El distinguido jurista, Juventino V. Castro en su magistral obra, 

define al amparo de Ja siguiente forma: 

"El amparo es un proceso encontrado de anulación de naturaleza constitucional­

promovido por vía de acción, reclamados actos de autoridad y que tienen como finalidad 

el proteger exclusivamente a los quejosos contra la expedición o aplicación de leyes 

violatorias de garantías expresamente reconocidas en la Constitución; contra los actos 

conculcatorios de dichas garantías; contra la inexacta y definitiva atribución de dichas 

garantías al caso concreto; o en contra de las invasiones recíprocas de las soberanías ya 

federal, ya estaduales, que agraven directamente a los quejosos, produciendo Ja 

sentencia que conceda Ja protección el efecto de restituir las cosas al estado que tengan 

antes de efectuarse Ja violación reclamada si el acto es de carácter positivo, o de obligar 

a Ja autoridad que respete la garantía violada, cumpliendo con lo que ella exige, si es de 

carácter negativo". 23 

11 UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, CORZO Sosa, Edgar .... Justicia Constitucional. .. ". Op. 
Cit., pp. 17-tS 
22 Ob. Cit. p. t9. . 
lJ CASTRO Ju\'entino, V ... LeCciOn_es_de Garantías y Amparoº. Ed. Pomia S.A .• México t 974, p. 299 
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REFIERE EL ARTÍCULO 97 CONSTITUCIONAL. 
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La garantla constitucional a tratar, está constreñida en los párrafos segundo y 

tercero del artículo 97 de la Ley Suprema, el segundo se refiere a la investigación de 

algún hecho que constituya la violación de laguna garantía individual, también podrá 

averiguar Ja conducta de un Juez o Magistrado; mientras que el tercero se refiere a la 

violación del voto público, poniéndose en duda la legalidad de todo el procedimiento 

electoral para integrar alguno de los poderes generales; en ambos casos la Suprema 

Corte de Justicia de lá Niición; no tiene poderes decisorios, sino únicamente de informar 

a los órganos compeieníés. 

El texto ~onstitucii,~al en ~~:nd~~entc literalmente reza: 
' . . ' . . 

"La Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá nombrar alguno o algunos de 

sus miembros o algún Juez de Distrito o Magistrado de Circuito, o designar uno o varios 

comisionados especiales, cuando asl lo juzgue conveniente o lo pidiere el Ejecutivo 

Federal o alguna de las Cámaras del Congreso de la Unión, o el Gobernador de algún 

Estado, únicamente para que averigüe algún hecho o hechos que constituyan una grave 

violación de alguna garantía individual. También podrá solicitar al Consejo de la 

Judicatura Federal, que averigüe la conducta de algún juez o magistrado federal. 

La Suprema Corte de Justicia está facultada para practicar de oficio la 

averiguación de algún hecho o hechos que constituyan la violación del voto público, 

pero sólo en los casos en que a su juicio pudiera ponerse en duda Ja legalidad de todo el 
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proceso de elección de alguno de los Poderes de Ja Unión. Los resultados de la 

investigación se harán llegar oportunamente a los órganos competentes".24 

La facultad de investigación de la Supreratados internacionales, reglamentos 

expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción 1 del articulo 89 

constitucional y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los 

Estados, o cuando en la sentencia se establece forma irreparable de los derechos 

fundamentales, luego entonces es causa de improcedencia de esta institución. 

El constitucionalista Jorge Carpizo al referirse al segundo párrafo del articulo en 

comento redarguye que " ... en primer lugar es una de las garanlias constitucionales que 

integran el contenido de la justicia constitucional mexicana, de carácter judicial porque 

la realiza e interviene ia Suprema Corte de Justicia , pero no implica naturaleza 

jurisdiccional, porque solo es una función investigatoria, de In cual In Suprema Corte no 

tiene ninguna atribución ·de decisión. El expediente que forma la corte es de 

documentación y no es una Sentencia. 

La Suprema .Corte en esta situación es un órgano de instrucción y no como 

hemos dicho, de decisión o ejecución, por lo tanto es un procedimiento y no un proceso 

lo que la corte efectúa ni realizar esta función". 2' 

Podríamos agregar a la opinión del distinguido jurista, que la investigación en 

especie, puede llegar a constituir un verdadero proceso, si se turna el dictamen que 

formule In Corte producto de la investigación, n las autoridades competentes para su 

decisión. 

:z.- Conslitución ....... Ob .• Cil. p. 80 
"CARPIZO, Jorge. "Estudios .•.••.•• " Ob., Cit p. 208 
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1.3.- CONCEPTO DE ESTADO DE DERECHO. 

Para muchos juristas, tratar de brindar una acepción de Estado de Derecho 

representa una fútil tautologla, pues existen diversas teorías jurídicas que identifican al 

Estado con el Derecho, a manera de dos entes que no son proclives de separarse entre sí. 

Bobbio, por ejemplo, asevera que " ... el derecho viene producido por el poder, 

con tal de que se trate de un poder, a su vez, derivado del Derecho, donde por derivado 

del Derecho se debe ente11der.rcgulado al menos formalmente, si no incluso respecto del 

contenido de una noriil~'j~~dÍ~ii:,; 26. . 

Hans Kelsen,,~ciriCibc al Estado como " ... la personificación de un orden jurídico 

especifico que ha akanzado cierto grado de centralización.'"7 Luego entonces, todo 

Estado es un.Estado.de -Derecho; o desde otro punto de vista, un Estado no sujeto a 

derecho es insostenible', pues constituye un conjunto de funciones jurídicas cuya 

comprensión es necesaria para entender el comportamiento de la comunidad polltica. 

Empero al contrario sensu, sin derecho tampoco podemos concebir al derecho sin el 

Estado, ya que el poder necesita al derecho para legitimarse y el derecho a su vez, 

solicita al poder coercitivo que aplique normas jurídicas. El Estado crea derecho, aplica 

una Norma Fundamental; contrata, representa a sus nacionales, tiene jurisdicción, aplica 

sanciones, celebra tratados, es sujeto de derecho internacional, el Estado es por 

consecuencia titular de derechos y obligaciones. De lo anterior se discierne, que un 

Estado sólo existe en actos estatales, es decir, actos realizados por hombres, que por 

estar asf determinados por normas jurídicas, se atribuyen al Estado como persona 

jurídica. 

'
6 BOBBIO, Norberto. "Contribución a la Teoria del derecho". Ed. Debate, Madrid, 1993, p 360. 

27 KELSEN, Hans. ''Teoria Pura del Derecho". Ed. Ponúa S.,A.,. 1994, p.35 
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En fa relación que estriba entre Estado y gobernados, el primero realiza una serie 

de actuaciones inclinados a afectar Ja esfera jurldica de los primeros, es decir, el Estado 

en uso de ejercicio de imperio del que está investido como entidadjurldica y polltica con 

personalidad propia, libra el poder en mención frente a los gobernados, asumiendo una 

conducta imperativa y coer~itiva q~e innegablemente perturba el contorno jurldico de 

los sujetos, ya sea como pe'.són~·'.fi~.ica. () ·~oral en sus variados derechos. 

EI Doctor I~ad<:l ~Ú;goa;~·~usÍénta que dentro de un régimen juridico, o sea, 

dentro de un siste~ii dorld~./i:U?~i::'~¡··derecho, la afectación al gobernado por parte del 

estado. necesariame~té:=\ie~~r("·":.:obedecer a determinados principios previos., llenar 

ciertos re~ui~Ú<:l~;~:s·!~te~i~l'd~b~ ~s~¡;.. s~metida a un conjunto de modalidadesjurldicas, 

sin cuya obs~rv~Ü~i~\{~ s~ir~ -~nlid~ desde el punto de. vista del derecho". 28 
..... - -- ' ' ' , . '« ·.~-- .. . - . . 

.. -~ -· ·''' . \f _;_t: ·~ :; .. 

Históricamente la doctrina ha comulgado en el . imperatiyo que el Estado de 

Derecho es el. g~biemo de las leyes y no el de lo.s homb~es. 

Aún cuando incurramos en una cacofon!a, con fines hermenéuticos podrlamos 

definir al Estado de Derecho como aquel cuyos organismos e individuos miembros se 

encuentran regidos por el derecho y sometidos al mismo. 

1.3.1 ASPECTOS QUE DEBEN ACTUALIZARSE PARA 

QUE EL ESTADO DE DERECHO SEA TAL. 

" ... un Estado de Derecho será aquel en el que se cumplan, por Jo menos los 

siguientes aspectos: 

"BURGOA Orihuela, Ignacio. "Gamntins Individuales·', Ed. Ponúa S.A., México 1999, p. 504 
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a) Una Constitución escrita vinculante para todos los órganos del poder público. 

b) Un catalogo de derechos fundamentales oponibles al poder público. 

c) Un sistema democrático (participativo) para el acceso y el ejercicio del poder. 

En donde adquiera primordial importancia el derecho al voto público y un 

eficaz sistema de división de poderes, entendidos en un sistema moderno y no 

anquilosado. 

d) Un procedinúento dificultado de refonnas a la constitución. 

e) Instrumentos fundamentales que garanticen el respeto a la norma 

fundamental." 29 

1.3.2.- INCIDENCIA DEL ESTADO DE DERECHO EN EL 

CAMPO DE ESTUDIO DEL DERECHO CONSTITUCIONAL. 

Analizando el contenido de los requisitos que se citan, se observa que el Estado 

de Derecho, es un locución que tiene sustento y ámbito de acción en el derecho 

constitucional. Así mismo, el mareado con el incisos e) es substancial para el sano 

funcionamiento de los restantes, ya tiene que ver con el tema relativo a la justicia 

constitucional, mismo que ya fue tratado con antelación en este trabajo de investigación. 

El Estado de Derecho, logra eficacia en virtud de la justicia constitucional, ya 

que ante la ausencia de elementos juridico procesales tendientes a restablecer el orden 

constitucional cuando el mismo sea conculcado por un órgano de autoridad, no puede 

hablarse de Estado de derecho. 

29 Barra Mexicana-Colegio de Abogados ... Estado de Derecho ... Ed. Themis, México 1997, p-302. 
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CAPITULO SEGUNDO 

CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES 

2.1.- LEY, CONCEPTO. 

No es posible profundizar en el control de la constitucionalidad de las leyes, sin 

antes inmiscuirnos en los diversos tipos de ordenamientos jurldicos que para efectos del 

amparo son análogos a la Ley. 

Al aludir en el amparo contra leyes, In dicción "Ley", no implica referirnos 

exclusivamente a los actos formales y materiales que emanan del órgano legislativo, sino 

a todo el conjunto de normas que integran nuestro sistema jurídico, a decir, leyes, 

tratados internacionales, reglamentos, decretos, órdenes, acuerdos, circulares etc. Luego 

entonces, por costumbre juridica, cuando aludimos la expresión Ley, nos estamos 

refiriendo en térnúnos pragmáticos, a todo el universo de normas. aún cuando ello 

rebase stricto sensu la auténtica acepción de la palabra Ley. 
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En ese orden de ideas, no solo la Ley es susceptible de estar sujeta al control 

constitucional, también deben ·estarlo· los tratados internacionales y los reglamentos 

expedido~ por el cojecutivo, l~s primeros en atención a los dispuesto por el articulo 133 

co.ntenidó en ~1.te~to fund~mental que a la letra apunta: 

"Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y 

todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por 

el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda 

la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, 

a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes 

de los Estados". 1 

Luego entonces, los tratados que celebre el ejecutivo con aprobación del Senado 

deben ser consonantes con las disposiciones contenidas en la Constitución, por lo que, 

partiendo de la premisa que nuestra tradiciónjurldica da preeminencia al derecho interno 

sobre el internacional, si los tratados en comento contienen disposiciones que 

conculquen garantlas individuales, es susceptible recurrir al juicio de amparo. 

En lo que constriñe a los reglamentos expedidos por el ejecutivo, de igual modo 

deben ser a~Óni~~~ 'dc:iij)á Norma Fundamental,, la Suprema Corte de nuestro país ha 

sost7nido aÍin~dámentcoll'irá~és de lajurisprudencia: 

.-. / ".:.-~.:' ... \. ,.· ·<_·~: .. _.~- ·:::·-·; ·-,. ' ' 

··"REGLAMENTOS·ADMINISTRATIVOS. FACULTAD DEL PRESIDENTE 

DE LA REPUBLICA PARA EXPEDIRLOS. SU NATURALEZA. El articulo 89, 

fracción 1, de nuestra Carta Magna, 'confiere al Presidente de la República tres 

facultades: a).- La de promulgar las teyes que expida el Congreso de la Unión; b).- La de 

ejecutar dichas leyes; y c).- La de proveer en la esfera administrativa a su exacta 

1 Constitución Política de los Estados Unidos_ Mexicanos ... Ardcufo 133". Ed. Porrúa S.A., México 2002. 
p. 130 
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observancia,· o sea la .facultad reglamentaria. Esta última facultad es la que determina 

que el Ejecutivo pueda expedir disposiciones generales y abstractas que tienen por 

objeto la ejecución de la ley, desarrollando y complementando en detalle las normas 

contenidas en los ordenamientos jurídicos expedidos por el Congreso de la Unión. El 

reglamento es un acto formalmente administrativo y materialmente legislativo; participa 

de los atributos de la ley, aunque sólo en cuanto ambos ordenamientos son de naturaleza 

impersonal, general y abstracta. Dos caracterlsticas separan la ley del reglamento en 

sentido estricto: este último emana del Ejecutivo, a quien incumbe proveer en la esfera 

administrativa a la exacta observancia de la ley, y es una norma subalterna que tiene su 

medida y justificación en la ley. Pero aún en lo que aparece común en los dos 

ordenamientos, que es su carácter general y abstracto, separándose por la finalidad que 

en el área del reglamento se imprime a dicha característica, ya que el reglamento 

determina de modo general .y abstracto los medios que deberán emplearse para aplicar la 

ley a .los casos concretos. ".2 

Es de observarse que los reglamentos en mención están investidos en su 

naturaleza jurldi'ca por los atributos. de ley, la diferencia especifica con esta última es 

atinente al órgano del cual emanan, mientras los primeros tienen como fuente el poder 

ejecutivo, la ley deriva del legislativo, as! como los alcances de ambos ordenamientos, 

ya que el reglamento determina de modo general y abstracto los medios que deberán 

empicarse para aplicar la ley a los casos concretos, consecuentemente no debe rebasarla. 

En ese entendimiento, los reglamentos están sujetos al control de la constitucionalidad 

de leyes. 

Los princ1p1os que regulan los a~paros . contra leyes son aplicables contra 

reglamentos expedidos por el prcsidenie de In República; en virtud de que las leyes y los 

reglamentos ti~neri intrlnsecarrte~t~ la mism~ iiaturaleza, pues son idénticos en cuanto a 
-=---- .:_--;_-.. ·- -. _-- - --- - -

su generalidad y abstrácdón, y su única distinción como ya aludimos reside en el órgano 

2 SUPREMA Corle de Juslicia de la Nación. Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-
1995, Volumen 111; Séptimo Época, Segunda Sala, Tesis 159, pagina 1O1 
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que los genera, es decir, la ley es un acto formalmente legislativo por provenir del poder 

legislativo y el reglamento es un neto formalmente administrativo por provenir del poder 

ejecutivo; pero ambos, o sea, ley y reglamento son materialmente actos legislativos por 

ser de naturaleza impersonal, genérica y abstracta, por lo que su impugnabilidad en vía 

de amparo, amerita idéntico tratamiento, en otras palabras, son aplicables a los juicios de 

amparo en que se impugnen reglamentos, las mismas disposiciones que rigen en los 

amparos contra leyes. 

Existen otros ordenamientos jurídicos expedidos por el ejecutivo que pueden 

prescindir de estas caractcrlsticas, empero si vulneran garantías individuales de los 

gobernados son susceptibles de impugnarse a través del juicio de amparo. 

No obstante, es necesario que brindemos un concepto en sentido estricto de la 

Ley: 

"La ley con independencia del órgano que In emite (criterio fonnal) o de la 

naturaleza del acto en el cual se concreta y exterioriza (criterio material), es toda 

disposición jurídica de carácter obligatorio, general, abstracto e impersonal, que trata 

sobre materias de interés común, cualquiera que sea la denominación que se le dé. Para 

precisar su carácter especifico, esto es, de acuerdo a la materia que comprenda, de los 

sujetos a quienes esté dirigida o de los bienes jurídicos que tutele" 3 

2.2.- LEY, CARACTERÍSTICA DE SER GENERAL, 

IMPERSONAL Y ABSTRACTA. 

3 OJEDA Bohórquez, Ricardo. um amaparo Contra Nonnas con Efectos Generalesº. Ed. Porrúa S.A. p-
97, México 200 l. 
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La Ley en términos estrictos, debe estar investida invariablemente de tres 

particularidades (general, impersonal y abstracta); a continuación nos referimos de 

manera panorámica a cada de estos rasgos: 

General.- Atinente a que debe dirigirse a todos, de lo contrario estamos en 

presencia de una ley privativa. mismas que se caracterizan porque se refieren a personas 

nominalmente designadas, atendiendo a criterios subjetivos y por el hecho de que 

después de aplicarse al caso previsto y determinado de antemano pierden su vigencia, 

encontrándose prohibidas por el articulo 13 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, debido a que atentan contra el principio de igualdad jurídica. 

No deben confundirse sin embargo, las leyes privativas con las especiales. ya que 

esta últimas aun cuando se aplican a una o a v.arias .categol"las de personas relacionadas 

con hechos, situaciones o actividades: e~peclfica~/~sl. se- enc~entrar:i investidas de las 

características de generalidad, impersonalid~d i'~b;¡i:~~cÍón; dado que se aplican a todas 

las personas que se colocan dentro d~ !~~ hfpÓtJ~i~ ~~~ prevén y no están dirigidas a una . -.; __ _,_,_,,-,,_.,_ .. , ,-_. 

persona o grupo de ellas individualmérÍtel.~~tencii;~do, además de que su vigencia 

jurldica pervive después de aplicarse a. ÍlrÍ. ~95;;·; concreto para regular Jos casos 

posteriores en que se actualicen los supuestos. éonÍenÍdcis en ellas, no transgrediendo, por 

tanto, el citado precepto constitucional. 

Impersonal.- Es decir que la teleologla de la Ley debe estar encaminada al bien 

común y no al beneficio particular, de lo contrario seria una norma individualizada 

análoga a un contrato o una sentencia, encauzada a bien particular. 

Abstracta.- Las leyes deben exponer presupuestos abstractos, atinentes a un 

supuesto y a una consecuencia, que deben regir para situaciones ulteriores a su 

enunciación. 
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2.3.- ACCIÓN INCONSTITUCIONAL. 

La acción i11 ge11eri procesalmente hablando instituye la negación de hacerse 

justicia de propia mano. Una vez que fue creada la figura del Estado, este atrajo para si, 

la facultad exclusiva de impartir justicia y el gobernado adquirió la potestad de ocurrir a 

Ja autoridad para pedir justicia, corolario del desarrollo de los pueblos en su cultura y en 

su civilización. 

El jurista Arturo Serrano Robles, sustenta que la acción es: " ... una especie del· 

derecho de petición, cuyo objeto es provocar la actuación de los órgano jurisdkcionales 

con el propósito de lograr la declaración o el reconocimiento de un derech()~·~ '\ 4, En· ese 
. ,. ~--

orden de idas, podemos definir a la acción constitucional, como: 

Una especie del derecho de petición, cuyo objeto es provocarÍa'.fctJa~ió~~elo~ .· 

órganos jurisdiccionales con el propósito de alcanzar la protecciór;· de 'iáJ~;tlcia f~deral . 

en contra de actos de autoridad. 

La finalidad de la acción constitucional reside en alcanzar la protección de la 

justicia federal en contra de actos de autoridad, empero para que la mencionada 

protección se brinde es necesario que dichos actos sean violatorios de garantlas. A 

nuestro juicio la acción constitucional preexiste con independencia al derecho cuya 

declaración se pretende, pues solo basta la AFIRMACIÓN DEL QUEJOSO EN EL 

SENTIDO QUE SE HAN CONCULCADO SUS DERECHOS SUBJETIVOS, para 

concurrir y provocar la actuación de los órganos jurisdiccionales federales. Es preciso 

señalar que esta postura difiere con lo que sostiene algunos distinguidos juritas atinente a 

que la acción constitucional no es otra cosa que el efecto de la existencia de derecho 

cuya reconocimiento aspira, sin el cual ésta no podrá existir. 

•SERRANO Robles, Arturo. "Manual de Juicio de Amparo". Ed. Themis, México 1999, p. 1 
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En efecto "El doctor Ignacio Burgoa, indiscutible autoridad en la materia, se 

pregunta si puede la acción de control intentarse sin que haya violación a una situación 

jurldica concreta previa, y se responde que no, porque, según expone, como se puede 

deducir de la simple lectura del artículo 1 03 constitucional, la procedencia del amparo se 

suscita siempre y cuando exista una violación a las garantías individuales, una 

vulneración o restricción de la soberanía de los Estados, o una invasión por parte de 

éstos a la esfera de competencia de la autoridad federal. En todos estos casos, explica el 

prestigiado jurista. se trata de una contravención a un status jurídico preexistente, 

referido a una persona en particular que es lo que constituye la situación jurldica de 

dicha persona; y concluye que, como no puede haber contravención o infracción alguna 

sin algo que se contraponga, esto es, sin una situación cuyo contenido sea uno o varios -

derechos, el ejercicio de la acción de amparo, cuya causa próxima o petendi es ese neto 

infractor, "presupone siempre la existencia de un estado subjetivo previo", de donde 

déduce-que In acción de amparo no es autónoma, en el sentido procesal que se atribuye 

al término autonomla de In acción, y que es por esto que tal acción no es constitutiva de 

ningún estado jurídico nuevo, sino declarativa y condenatoria, ya que el objeto de la 

acción de amparo no estriba en producir una nueva situación de derecho, sino que 

pretende que se declare una violación previa y que se condene a las autoridades 

responsables a repararla. 

Por el contrario, el doctor Héctor Fix Zamudio, figura distinguida en el campo 

del Derecho Constitucional, se suma a la corriente de quienes afirman que los que 

sostienen el carácter concreto de la acción dirigida a obtener sentencia favorable, 

CONFUNDEN LA ACCIÓN propiamente dicha con LA PRETENSIÓN y, más 

particularmente, con la PRETENSIÓN FUNDADA . Acoge la idea de que la pretensión 

es la afirmación de un sujeto de merecer la tutela jurídica, y, por supuesto, la aspiración 

concreta de que se haga efectiva. Puntualiza que LA PRETENSIÓN NO ES LA 

ACCIÓN, y que por tanto existe el poder jurídico en el individuo AUNQUE LA 

PRETENSIÓN SEA INFUNDADA; que mientras el ejercicio de la acción tiende a 
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lograr los proveimientos jurisdiccionales necesarios para obtener el pronunciamiento de 

fondo, o sea una sentencia justa, la pretensión se dirige a obtener una sentencia 

favorable; y concluye sustentando la tesis de que, dadas las ideas anteriores, NO ES 

EXACTO QUE PARA LA PROCEDENCIA DE ACCIÓN DE AMPARO SE 

REQUIERA UNA VIOLACIÓN DE GARANTÍAS, SINO QUE DICHO REQUISITO 

ES NECESARIO PARA OBTENER SENTENCIA FAVORABLE, ES DECIR, PARA 

QUE LA PRETENSIÓN DEL ACTOR SE CONSIDERE FUNDADA; y que por tanto 

el único presupuesto de la acción de amparo es la existencia de un litigio constitucional. 

La tesis subyugante de que la acción de amparo nace en el momento en que se 

produce el acto autoritario infractor del status del gobernado, pugna, pues, con la 

sustentada por quienes aseveran que acción y pretensión corresponden a conceptos 

diferentes; y tal contradicción siembra la duda, ya ciertamente, parece ser que de 

aceptarse que la lesión a ese status. es elemento esencial de la acción, habria que 

reconocer que los juicios constitucionales sólo pueden concluir con una sentencia de 

sobreseimientó por inexistencia de la acción cuando no se haya comprobado que el acto 

reclamado es contrario a las garantias individuales del quejoso o a la división 

competencia derivada del sistema federal; o con la concesión del amparo en la hipótesis 

de que tal infracción hubiera sido demostrada. Quizá jamás se justificarla la negativa de 

la protección solicitada porque ello implicarla una confusión de conceptos el de 

inexistencia· de la ·acción (ésta no podría existir precisamente en virtud de la ausencia de 

. violación) con la determinación relativa a la constitucionalidad del acto reclamado, que, 

lógicamente, sólo debe realizarse si se parte de la base que la acción existe''. 5 

2.4.- CONTROL POR VÍA DE ACCIÓN (AMPARO CONTRA 

LEYES) 

'SERRANO Robles, Arturo. "Manual de Juicio ... Ob. Cit. pp. 18· 19 
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El amparo es el medio por antonomasia el control por vla de acción de los actos 

de autoridad, incluyendo en estos las leyes, tomando en consideración que el articulo 

103 de la Constitución General de la República prescribe que los tribunales. de la 

federación son competentes para resolver toda controversia que se susciten por leyes o 

actos de la autoridad que violen las garantlas individuales. 

" ... El amparo es el instrumento tutelar de toda la Constitución. pues no solamente 

se constriile a la protección del derecho de los gobernados, sino que se extiende a toda 

actuación de la autoridad que vulnere las atribuciones que le han sido conferidas; es por 

esto que el juicio de amparo es. ·procedente contra violaciones a la parte orgánica de. la· 

Carta Magna, miqu~ di6'1a conÍroversia se limite a las controversias que causen agravio a 
los gobernados, merced 'a las ga~antlas establecidas en los Artlculos. ·¡4 'y 16 .. 

Constitucionales.;;".·• 

Por su parte el Maestro Felipe T~n~-R.amlrei en lo .relativo ~l tema en especie . 

manifiesta que " ... si bien es cierto que el amparó' e~ u~ instrumento de control de l~ L~y 
de Leyes, no lo es de un modo absoluto , porque conforme a los principios rectores def 

juicio que nos ocupa, el Juez de amparo al no estar facultado para hacer un declaració.ri 

general del acto violado, no esta en posibilidad de resarcir la parte orgánica de la 

Constitución para la totalidad de los gobernados, lo que redunda en que el control 

. constitucional sea solo ante la presencia de violaciones a derechos públicos 

individuales ... 7 

No obstante el atinado comentario del distinguido jurista, el autor de este trabajo 

de investigación no se inclina en el sentido que deba desaparecer este principio de 

relatividad de la sentencias de la institución de mérito, pues coincidimos con el Doctor 

Ignácio Burgoa cuando sostiene en su magna obra El Juicio de Amparo que: "el órgano 

judicial adquirirá el carácter de legislador si se otorgase en efectos absolutos o "erga 

6 SUÁREZ Camacho, Humbcrto. ºAnálisis Practico - Operativo de lo Suplencia de Ja queja Deficiente en 
el Juicio de Amparo". Ed. UNAM, México 1994. p.2. 
7 TENA Rnmircz, Felipe. "Derecho Consti1ucionnl Mé•icano". Ed. Porrún S.A., Mé•ico J 995., p. S 12. 
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om11es" a la sentencia que declare la inconstitucionalidad de una ley, supeditándose el 

poder legislativo al judicial, originándose una disputa entre órganos de Estado; de 

aceptarse la· facultad, los Legisladores prestos estarán para suprimirla". 8 

Con la ·misma idea comulga el Licenciado Humberto Suárez Camacho cuando 

este redarguye "Si bien es cierto que es aberrante que una Ley inconstitucional se siga 

aplicando al resto de la población que no solicite la protección, el hecho de que se 

ot~rguen efectos generales a la sentencia de amparo no soluciona el problema. Desde un 

ángulo· eminentemente pragmático debemos sei\alnr que de llegarse a implantar dicho 

sistema, serian muy pocos los amparos otorgados por nuestro más alto tribunal con 

efectos generales, porque como acertadamente acota el Dr. Burgoa, se originará pugna 

de carácter pol!tico entre los poderes creadores de normas (Ejecutivo y Legislativo) y el 

poder judicial, llegando a vulnerarse la autonom(a e independencia de este último por las 

presiones polhicas de aquéllos; además del hecho de que se seguir!an emitiendo actos 

fundados en dichas leyes, y los particulares, en In mayoria de los casos continuarían 

acatándolas".9 

Es ineludible comentar que la doctrina distingue otro tipo de control de la 

Constitución, llamado control por vln de excepción, que tiene sustento jurídico en el 

art!culo 133. d?. la . Norma. Fundamental al declarar este indicativo la supremacía 

constitucional y que los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y 

tratad~s. a pe~ar de I~s disp6siciones en contrario que pueda haber en las Constituciones 

o leyes.de los.Estados. 

En razón deLcontenid~ de dicho precepto constitucional el control por vía de 

excepción consiste ed que:•·.~:cuaÍqüie~ Jllez deb~ optar bien por aplicar la Constitución, 

o cefiirs~ a la .Ley'.~~é~·Üda~~·:e~:~·ca~o co~creto ; al ser planteada una cuestión de 

incon~tituci6nnlidiÍd d~
1

JÜ~Ú~;~/ W1~'dci 1iis'parte~· en contienda. 
,~, "'; ·_:'r-.~.:·.~>·· d~··~: .. ,'} ;~).:¡~ 

~~~~~~~~~~~~-

• BUGOÁ Orihuc1a; lb"'ª~ió: ;.El i~ié:lo d~A¡',¡Í>~~·:.'ed. PolTÜa S.A •• México, México 1992, p. 276. 
9 SUÁ~EZ Camacho, Hllmb~n() .. Ob/.Cil. Pp. 17-1.8 

- . . "·.·. :, , ::· .. : '.··~ .'.): __ -. 

'"'· c~-~~-L2_; __ c;;,~.-~,~ 
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Existe en cualquier proceso jurídico la posibilidad de inconfonnarse por la 

inconstitucionalidad de una ley, y el juez decidir en la sentencia si aplica o no dicho 

precepto, por considerarlo inconstitucional. Al efecto es importante señalar la postura 

seguida por el ilustre maestro Gabino Fraga, en la tesis que lleva su nombre en la que 

postula que las autoridades estatales deben decidir sobre la inconstitucionalidad de una 

ley que están por aplicar en el ejercicio de sus funciones; si el juez o funcionario estatal 

decide no aplicarla por contravenir a la Constitución, estaremos en presencia del control 

constitucional por vla de excepción". 10 

No obstante el control constitucional por vía de excepción debe perpetrase 

únicamente cuando exista una clara oposición entre el precepto legal que se presume 

inconstitucional y la ~c:lY f'.undamental, teniendo prerrogativa el control por vla de 

acción a través del amparo, ya que no se debe menoscabar la facultad que solamente 

tienen los Trfüunales de Ja federación para declarar inconstitucional una norma, de Jo 

contrario si ·cuálquier autoridad jurisdiccional pudiera declarar la incostitucionalidad de 

una ley incurríamos en un desconcierto respecto a la interpretación judicial. 

2.5.-LEYES AUTOAPLICATIVAS Y HETEROAPLICATIV AS. 

Con una teleología pedagógica Ja doctrina ha estratificado las leyes para su 

impugnación a través del amparo en autoaplicativas y heteroaplicativas, ya que el 

articulo 107 del Texto Fundamental no hace tal distingo. 

'º Ob.; Cit p. 13 
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Por lo que hace a las primeras de ellas Mariano Azuela, sustenta que "procede el 

amparo desde la promulgación de una ley cuando ésta causa un perjuicio al quejoso, es 

decir, le impone una obligación de inmediato cumplimiento". 11 En cambio las leyes 

heteroaplicativas son aquellas que para la procedencia de la demanda de amparo, es 

necesario que exista un primer acto de aplicación de las mismas al gobernado. Es decir, 

que las obligaciones de hacer o· de no hacer que impone la ley, no surgen en forma 

automática con su sola entrada en vigor, sino que se requiere para actualizar el perjuicio, 

de un acto diverso que · condicione su aplicación, se tratará de una disposición 

heteroaplicativa, pues la aplicación jurídica o material de la norma, en un caso concreto, 

se halla sometida a la realiZlléión de ese evento. 

En discordarii:ia con.está c~rriente doctrinal Horario Aguilar Alvarez apunta que: 

"No hay l'º~~uc:.~'ác~f·~i,stl:n~~~Ilc:~ dificiÍes xespe~iosas_de las leyes para separar lo que 

pueden ser objeta ~elJu,ici,o ~esdC: .que se promulgan ·a las que solo puedan serlo cuando 
se apJi,can ~·caS~~ P~~¡~·~1Q"¡.~~~·.-~i2.::~:~.0~_\.-;~~-~- ·· ~·- . . . 

El art!éulo 21 d~ la.Leyde" Arr;paro teiúulllmente indica: 
'·, ;: i :-~. ·• ' ",- -,'-. _,_ -

-- ~ '- '. -

"El térrnimipa~a·1.~Jfoe~osiciÓn de la demanda de amparo será de quince dias. 

Dicho término se_c~ntará desde el din siguiente al en que haya surtido efectos, conforme 

a' la ley del acto: 1~'I1'diifi~a~ión al· quejoso de la resolución o acuerdo que reclame; al en 
·-· ;<, .. ---.- .. ;,• •.. ,-,,., ., 

que haya tenido :·conocimfonto :de ellos o de su ejecución, o al en que se hubiese 

ostcnt~d~ sabedor de
0

l~~mismos". 13 

Se discierne del numeral apuntado que el término será de quince dias para 

interponer la demanda de amparo a partir del primer acto de aplicación, lo que actualiza 

11 AZUELA Mariano,. "JntroducciÓn ~I Juicio de a~p3ro"\· Ed; UnÍveisida-d de Nuevo León, México 
1968.,p.155 .. , •·•. ·;.,_.; •• ·.:.::.:.: ... :.·;:.". ··.·,,, 
12 AGUILAR Álvarcz de Alba, Homcio; "El ;..·;,,¡,.~o.Co~tí'n.Ley~s. Ed.Trillas, México 1990, p. 

0

127. 

u Ley de Amparo. Articulo 21 . Ed. Pornín S.A.: l\f.\xi~o·'zóoo; ¡,;·. 
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que estemos en presencia de una ley heteroaplicntivn. El articulo 22 de la misma Ley 

Reglamentaria en ·comento· ·reza:'.: 

·. . - ~::~:.·-.. ·--~··.--· ... _:_._·~·,:_·_:_:~:".-.r ··-· . <.:·, - -
" Se exceptú~n ~el~ di~puesto en el nrHculo anterior: 

- ··;-·~L >'· -.-.,:~,~ --'.~{:;. : ··_/' -·:, : \~::.:· , ··· "·, ;::· -

v!n de· :~~:r::t:~}i~~li~~i~i~;¿i~~J!tt~¡·~:~t!~itr6:t ~:a ::::~b~::n ~: 

Es de obs~rva~sé'.'q~~ ¿~ CI dispositlv~)é~~I trascrito se señala como pinzo para 
- ','e • ~· • •_ '• , - ' • ' • - ' <' ' r • ' , (' ,•, • ~· ,•, • • ,'• ', •, • •( • • • • 

intcrpohcr el}uicio;'cic grirant!'ós tieiniii dlas a partir'dcl iniCio de vigencia de una ley, lo 

que In doct~inn llama norm~s autoripli~ativas. 

El Doctor Ignacio Burgon, atinadamente acota: "No hay que atender solo a la 

situación que el particular guarde en el momento en que se hayan efectuado los actos 

necesarios para su formación y vigencia, sino a aquella en que pueda colocarse durante 

el tiempo que sus deposiciones conserven su valor". 15 Con sobrada razón el distinguido 

jurista emite el razonamiento expuesto, pues cierto es que la ley de ninguna forma 

incluye a los gobernados que se coloquen en In hipótesis legal en ulterior tiempo, es 

decir, fenecido el plazo de treinta días, para impugnar la ley como autoaplicativa, 

situación que obliga al impetrante del juicio de garant!as a acudir a los tribunales 

federales para impugnar la ley solamente como heteroaplicativa. 

Coincidimos con el Licenciado Humberto Suárez Camacho en el sentido de que 

"debe prevalecer la distinción entre leyes nutoaplicativas y heteronplicativas para 

proteger el principio de instancia de la parte agraviada en el juicio de amparo, pues de lo 

contrario, cualquier gobernado podr!n interponer amparo aún cuando no le cause 

perjuicio la Ley, ocasionando un exceso de trabajo a los tribunales federales, sobre todo 

14 Ley de Amparo. Anlculo 22. Ob.,Cit .. p . 
. "DURGOA Orihuel•, Ignacio. "El Juicio de ... Ob., Cit., pp. 228-229. 
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poniendo en peligro ... el éxito que ha tenido el amparo como control de la 

constitucionalidad de los actos de autoridad". 1
• 

2.6.- DIFERENCIA QUE ESTRIBA ENTRE AMPARO 

CONTRA LEYES Y AMPARO CASACIÓN. 

Se ha discutido con especial atención por la doctrina, las características que 

envisten al juicio de amparo en lo atinente al control de legalidad, que dictan los 

artículos 14 y 16 del Texto Fundamental. Los especialistas en la materia difieren en su 

manera de pensar, por Wl lado encontramos a un grupo de ellos que se inclinan a 

redargüir que el control en mención no debe ser, pues implica una degeneración del 

juicio de garantlas y por el otro se sitúan los juristas que legitiman el citado control de 

legalidad argumentando que este involucra una extensión necesaria del amparo para 

cumplir con su objeto. 

El amparo -que se. interpone contra sentencias definitivas por considerarlas 

violatorias d~ garantf~~.'de legalidad éontenidas en los artículos 14 y 16 constitucionales 

se le denollllna am~a~o cas~cióri. En ese o~den de ideas, el distinguido jurista Juventino 

V. Castr~ nt~ona <lúe "T¿do-estudio de amparo que no haga referencia a los artículos 14 

y 16 esÍá fuera de Ía realídad".17 

16 SUAREZ Camacho. Humben.o. ºAnálisis Practico ... Ob., Cit., p. 1 S. 
17 CASTRO Juventino, .v ... Hacia u_i:i amparo Evolucionado ... Ed. P<J:rTÚa S.A., México 1971, p. 89 
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Al respecto, el Jurista Jesús Hernándcz Torres manifiesta que "ni la 

jurisprudencia de nuestro más alto tribunal ni en la doctrina mexicana, han logrado la 

claridad deseable en la definición y alcance de las garantlas de legalidad" 18 

La situación que comenta el abogado en cita, es evidente pues en las tesis 

jurisprudencinles de la Suprema Corte se combinan las garantlas de . legalidad 

contenidas en los dispositivos 14 y 16 del texto fundamental, sin que se realice un 

distingo detallado respecto de cuál garantía ha sido transgredida , o bien las 

singularidades de cada garantía·, para lo cual debemos exceptuar una de la otra . 

. - ' . . . : , ' . - \ ~ . 

El Li¿enciado (J-iJinbe'rt~ Suárez Camacho esgrime que " .. la garantla de 

fundamentación .. ·y. m~Ú.vacÍóri·, no debe entenderse conculcada en las sentencias 

definiüvas, porqu~;.a:~fi'que· elfallo carezca de la citación de los preceptos jurídicos y 

razones que Io:sust~nt~.n; el amparo no debe concederse por violación al Artículo 16; 

· sino que · 1a prote~c"iórí:::cónstitucional deberá sustentarse en el Articulo 14, y en el 

precepto del~ léy .s~cJridaria que regule el fundamento y motivo de la sentencia. 

De .igual man.era·, por lo que se refiere a los actos de molestia, no deben invocarse 

argumentos p;rtenecl~ntes al Articulo 14, porque ellos están encaminados precisamente 

a actos definitivos de privación; por tanto, en estos casos, la concesión del amparo debe 

constreilirse al párrafo respectivo del Articulo 16 Constitucional". 19 

El autor del presente trabajo, comulga con la tesis que sustenta el jurista en cita, 

en virtud, qúe de la sola lectura del articulo 14 Constitucional se esgrime que la 

teleologlá .de la garantla de legalidad contenida en el primer párrafo del dispositivo 

constitucional en mención es tutelar al quejoso de actos definitivos de privación en los 

cuales no. se observen las formalidades esenciales del procedimiento ante tribunales 

11 Hemándcz Torres. Jesús,. "Comentarios Sobre la Reforma Judicial y el Control de Legalidad en 
México", Ed. Porrúu S.A., México 1987 p. 575 

· "SUAREZ Camucho, Humberto. "Análisis Pr:ictico ... Ob., Cit., p. J S. 
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previamente establecidos y/o no se sustenten en leyes expedidas con anterioridad al 

hecho. 

Realizar la debida distinción es benigno tanto para el gobernado como para los 

tribunales de amparo, pues resulta substancial precisar con claridad en que dispositivo 

reside la violación, con el objeto de efectuar un mejor control de legalidad, de forma 

consonante con la Ley de amparo. 

Es preciso señalar que el impctrante de garantías solicita la protección de la 

justicia federal con mayor frecuencia contra actos de autoridad violatorios de legalidad 

que los de constitucionalidad, suceso lógico, si considerarnos que a los gobernados es 

más tangible que les afecten sus bienes o sus derechos, que la vulneración que se haga a 

la Constitución. "En el amparo casación el qu~joso invoca ante el Juez federal la única 

violación que no le importa, In de la Constitución". 20 

"Existe la mareada postura que señala que el juicio de amparo cuando se avoca al 

estudio de cuestiones de legalidad se convierte en un recurso ordinario, inferior, carente 

de dignidad, además de conspirar contra la autonomía de los tribunales locales. 

El amparo casación sí constituye un recurso, pero de carácter extraordinario, pues 

ante todo lo que se defiende son garantías constitucionales, que si bien provocan que el 

Juez federal tenga que inmiscuirse en cuestiones meramente procedimentales de 

legalidad, no constituye un menoscabo en el juicio de garantías, por estar dentro de 

la finalidad de dicho medio de impugnación, la protección de los derechos del individuo, 

sin tener una discriminación respecto de las cuestiones de legalidad. 

'° TENA Ramfrcz, Felipe ... Derecho Constilucional ... Ob., Cit p. 526. 
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Acerca de la autonomfa de los tribunales locales, debemos comentar que se trata de 

un aspecto polltico, más fáctico que jurfdico pero que no debemos pasar por alto. Los 

tribunales locales todavía están sujetos,' en las diversas materias, a presiones pollticas y 

económicas que llegan, en algunas ocasiones a dirigir en determinado sentido su criterio 

judicial; por lo que se .. hace necesaria la intervención de una jurisdicción más 

independiente que" ~~~!ice "un control de legalidad respecto de fallos inclinados por 

aspectos ajenos a derecho". 21 

En lo que constriñe al amparo contra leyes podemos apuntar que es un proceso que 

se inicia por vfa de acción con la teleologfa de examinar una ley que el agraviado estima 

conculca sus garantlas individuales, impetrando la protección de la justicia federal, 

desde dos conjeturas: desde que entra en vigor In ley (amparo contra leyes 

autoaplicativas) o a partir de su primer acto de aplicación (amparo contra normas 

heteroaplicativas). 

Podemos finalizar este tema plasmando un aforismo expuesto por Juventino V. 

Castro en el cual el distinguido autor compara de manera perspicaz la diferencia que 

reside entre el amparo casación y el amparo contra leyes: "El amparo contra la Ley 

implica confianza en el Juez de amparo y desconfianza en la norma; la casación implica 

confianza en la Ley y desconfianza en el Juez inferior". 22 

21 SUAREZCamacho, Humbeno. "Análisis Praclico ..• Ob.,Cit. Pp.17.-18 
22 CASTRO Juvcntino, V. Ob., Cil. p.89. 
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3.1.-ARTÍCULO 286 BIS DEL CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL DISTRITO FEDERAL. 

Una de las tantas violaciones a las garantías de certeza y seguridad se constituye 

a raíz de la reforma de los artículos 16 y 19 constitucional, que entro en vigor en marzo 

de 1999, con la teleología de facilitarle al Órgano Investigador, la integración de la 

averiguación y ejercitar acción penal, atendiendo solamente a los elementos objetivos 

del tipo penal, pues al cambiar el concepto de "elementos del tipo" por el de "cuerpo del 

delito" implica que se consignen averiguaciones y por consecuencia se gire orden de 

aprehensión sin acreditar los elementos subjetivos y normativos del delito, pues la 

acepción cuerpo del delito, sólo alude a los elementos objetivos del tipo. 
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Los dispositivos constitucionales en mención, en lo que nos interesa antes de la 

reforma sei!alaban: 

"Articulo .16.- ... No podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad 

judicial y sin que.preceda denu~cia; acusación o querella de un hecho determinado que 

la ley sei!ale como delito, sancionado cuando menos con pena privativa de libertad y 

existan datos que acrediten los elementos que Integran el tipo penal y la probable 

responsabilidad del indiciado." 1 

"Articulo 19.- Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder del 

término de setenta y dos horas, a partir de que el indiciado sea puesto a su disposición, 

sin que se justifique con un auto de formal prisión y siempre que de lo actuado 

aparezcan datos suficientes que acrediten los elementos del tipo penal del delito que se 

impute al detenido y hagan probable la responsabilidad de éste." 2 

A raiz de la reforma que entró en vigor el ocho de marzo de mil novecientos 

noventa y nueve; los ·numerales del Texto Fundamental en comento, en lo conducente 

quedaron co~o sigu~: .. • · 

"Articulo. 16.-· :;:.No podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad 

judic.ial y; ~in qti~ ~r~C:~cl.i'denuncia o querella de un hecho que la ley sei!ale como delito, 

saricionádo i:Üá~d'o'.\¡;'.~()'i¡~ ~on pena privativa de libertad y existan datos que acrediten el 

cuerpo del delitg; ~~e h~gan probable la responsabilidad del indiciado" J • 

, . .'-~ :.~(( ... _~-<r·/ ~'.-, .:-·,) . 
Por su parte el articulo 19 en lo relativo a la consignación manifiesta: 

1 Constitución Polftica de los Esiados Unidos Mexicanos. Articulo 16 .. · México 1998, Ed. Ponúa S.A., p.-
13 . : ·... ': ·'.· .. '· . . : . .·. • . . . 

· 
2 Conslilución Politicn'de lÓs Estados Unidos Mexicanos'. Articulo. 16.0b. Cit., p.- 19 · 
'Constilución ,rolfticn de los. Estados Unidos Mexicanos. Articulo 16 .. México 2002, Ed. Ponúa S.A., p.-
17 
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"Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder del plazo de setenta Y 

dos horas, a partir de que el indiciado sea puesto a su disposición, sin que se justifique 

con un auto de formal prisión en el que se expresarán: el delito que se impute al acusado; 

el lugar, tiempo y circunstancias de ejecución, así como los datos que arroje la 

averiguación previa, los que deberán ser bastantes para comprobar el cuerpo del delito y 

hacer probable la responsabilidad del indiciado." 4 

Necesario fue entonces, modificar In legislación ordinaria en virtud de ser 

armónica con la Norma fundamental, en ese orden de ideas, el articulo 286 Bis del 

Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, se reformó el tres de mayo 

de mil novecientos noventa y nueve, mismo que a la letra dice: 

"Cuando aparezca de la averiguación previa que existe denuncia o querella. que 

se han reunido los requisitos previos que en su caso exijan la ley y que se ha acreditado 

la existencia del cuerpo del delito y In probable responsabilidad del indiciado, el 

Ministerio Público ejercitará la acción penal ante el órgano jurisdiccional que 

corresponda. ,,s 

Para que el Ministerio Público ejercite acción penal, los requisitos se singularizan 

a acreditar el cuerpo del delito y la probable responsabilidad del indiciado, como ya 

hicimos alusión, el hecho que se haya cambiado la figura de tipo penal por cuerpo del 

delito, implica una disminución en las exigencias constitucionales para que el órgano 

investigador consigne una averiguación previa ante los tribunales que no estén 

suficientemente investigadas, por tanto, sólo le constriñe a miz de la reforma en 

mención, comprobar los elementos objetivos o materiales del delito, pues los conceptos 

del cuerpo del delito y elementos del tipo penal, no son análogos; mientras que el 

primero de ellos debe entenderse como "el conjunto de elementos objetivos o externos 

que constituyen la materialidad de la figura delictiva descrita concretamente por la ley 

4 Ob .. Cit., p.- 20 
'Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal. Artículo 286 Bis. Ob.Cit.~ p. S1 
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penal",6 os( Jo ha establecido Jojurisprudencio de nuestro más alto tribunal, Ja segundo 

acepción es mucho más amplio, pues debemos decir que son elementos del tipo penol: 
. . 

o) Elementos ~b]etivos 
b) Elemento~ ~orn;ativ~s. y 

c) El~mento;subjetiv~~· 

"El tipo penol es . Jo . descripción hecha por el legislador, de una conducta 

antijurldlca piosm~do en I~ L~;:·.· sci h·~ considerado al tipo penal, como un instrumento 

legal necesario yde n11tur~l~za descriptivo". 7 

En lo que constriñe a sus elementos es necesario apuntar: 

. a) Elemento objetivo del tipo penal. En este caso " .•. estamos hablando de un 

descripción de lo conducta antijurídico desde el punto de vista externo; como hemos 

dicho con· anterioridad, el tipo penal tiene· un carácter descriptivo, pero eso no quiere 

decir. que sea . únicamente una descripción externa, ya que siempre que estamos 

describiéndo uno conducta habrá de tomarse en cuenta el elemento subjetivo ... 

El elemento objetivo, se identificará con la manifestación de la voluntad con el 

mundo fisico, requerida por el tipo penal. Es un concepto tomado del lenguaje cotidiano 

o de la terminología jurídica que describe objetos del mundo real". 8 

b) Elementos normativos del tipo penal. "Los elementos normativos ofrecen 

una mayor libertad al juez, ya que requieren una valoración para ser completados con un 

contenido capaz de ser aplicado. En este caso el legislador no espera que el juez 

6 SUPREMA Cone de Justicia. Instancia: Primera Sala. Fuente: Apéndice de 1995. Época: Sexta Época. 
Tomo ti, Porte HO. Tesis: 848 Página: 545. Tesis de Jurisprudencin. 
7 LÓPEZ Betancourt, Edunrdo. ''Teorin del Delito". 4ª. Ed. Porrúa S.A., México 1997, p 116. 
• LÓPEZ Betnncourt, Edunrdo. ''Teorin del Delito". Ob. Cit. pp. 118-119. 
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justiprecie, según su criterio, sino debe exponer en sus sentencias, las evaluaciones que 

existen en la sociedad. 

En la aplicación de estos elementos normativos del tipo, el legislador ha 

introducido conceptos jurídicos indeterminados, en, los cuales puede salvaguardarse el 

requisito de vinculación del juez a la ley, basando la apreciación en conceptos 

valorativos generalmente admitidos. 

Con estos antecedentes, los elementos normativ,os del tipo se refieren a hechos 

que únicamente pueden pensarse bajo el presupuesto lógico de una norma. Dentro de 

estos elementos quedan excluidos los concep,tos'jurldicos propios, los que se refieren a 

valor y sentido. ,,,,-; 

...... _:·.::·s::: ;:~0:~'.;·;}\~~-
En algunas ocasiones, para- tipifié:ar'una'C:'~i;ducta, es necesario incestar juicios 

normativos del hecho, poder efectuar ulla va!Ór~cló~-é~~ecialdela conducta plasmada en 

el tipa penal. 

Los elementos normativos son una llamada de atención,~l·Jue_z,-eti los. que se Je 

trata de advertir debe confirmar la antijuridicidad de la condúcta, ya que con estos 

elementos, un hecho aparentemente licito puede pasar a ser un hecho ilícito; as( mismo 

puede ocurrir lo contrario, es decir, que un hecho aparentemente ilícito no lo sea. 

Es imposible prescindir de características normativas del tipo, que son a veces, 

extraordinariamente indicadas para deslindar la conducta punible. Pero si se emplean 

características altamente normativas con excesiva despreocupación, se pondrá a cargo 

del juez la tarea-que incumbe al legislador- de decidir acerca de lo punible y de su 

determinación cxactn".9 

9 Ob. Cit. p. 121 
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e) Elementos subjetivos del tipo penal. Estos " ... van a atender a la intención, al 

ánimo que tuvo el sujeto activo debe tener, en la realización de algún ilícito penal, es 

decir, atienden a circunstancias que se dan en el mundo interno, en la psique del autor. 

Se dice que cuando se describe una conducta humana no pueden pasarse por alto 

los aspectos psíquicos; así mismo el legislador penal, tampoco procede a la descripción 

de lo "externo" únicamente. Como ejemplo, tenemos tipo doloso, que implica siempre la 

causación de resultado, que seria el aspecto externo, pero también requiere de la 

voluntad de causar ese resultado, Jo que serla el aspecto o elemento subjetivo del tipo 

penal. 

Todos los tipos dolosos exigen una ·congruencia entre sus aspectos objetivo y 

subjetivo; pero se puc:de,cl~r ~Ú~P~~s~b'..e~,el quebaste sólo con el ele~ento subjetivo, 

es decir, que contenga sólo el quer~r.la realización tipo objetivo. 
~";-~ .. ,';_·~; ·'· .. :·· º'. -.-.·~- _.- ·"· 

De esta forma podemos decir: ha; tipos ~enale~ en ·l~s du,~ se requiere el 

elemenÍo subjetivo, para" q~e Ja c~nducta puedá ser tipHi~ad~ com~ delito; a manera de 

ejemplo po~emos citarlo di~p~e~to ~n el artlcuh:> 2,~6:-rri{~ij~~'lll del Código Penal, en 

el cual Ja conducta· antijurídica no adquiere relevanciÍl ilpica, sino cuando el sujeto 

activo del delito hici.era uso ·."a sabiendas" de un· documento· f~lso .. 

Con el ejemplo anterior, podemos. ()t>~~~~r hechos que objetivamente no 

interesan al l)eré~ho pe~~!; ~mpe.ro;· ~¡)~cf'}st~rJd~ei ~Ieinento subjetivo, adquieren una 

relevancia.esP~cíi!L' · : '; .J: 

Los elementos subjetivos, del· tipo. penal :surgen de Ja misma naturaleza del 
'.-. - . "'.:,_· ,,'. · .. Y•''..,' --..... , ···:, 

hombre, ya que éste es •Ull~ ser, esellcia_1_01ente pensante, que ante la ejecución de la 

mayoría de sus actos, siempre. va a -p~rtlcipa~ su psique, elemento subjetivo del tipo 

penal. 
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El elemento subjetivo puede radicar en el conocimiento que tiene el autor, de la 

realidad de un detcnninado estado de las cosas. Otras veces, este elemento estará en un 

dctcnninado deseo, ánimo o intención del agente en la realización de la conducta 

típica".io 

Por su parte Jiméncz Huerta manifiesta: 

"Cuando el legislador tipifica conductas que sólo son delictivas si se toma en 

cuenta situación anímica del ssujeto que actúa, ha de hacer referencia, en fonna explicita 

o impllcita, a dichos elementos subjetivos, que, desde el momento en que dejan su 

impronta en la estructura del tipo, se convierten en verdaderos elementos del mismo". 11 

Abordados que fueron, aun cuando sea de manera panorámica los conceptos de 

cuerpo del delito, tipo penal y los elementos que constituyen este último, es 

incuestionable discernir, que la figura de cuerpo del delito se constriñe exclusivamente 

para implicar los elementos objetivos o materiales del tipo penal, excluyendo otros 

elementos medulares como son los nonnativos y subjetivos. 

La exposición de motivos realizada por el Ejecutivo federal en la iniciativa de 

ley, fuente de la reforma de mérito, en uno de sus puntos manifiesta que la telcologfa de 

la innovación a los dispositivos 16 y 19 del Texto Fundamental estriba en que existe un 

grado excesivo de exigencia probatoria impuesta al Ministerio Público desde la 

averiguación previa, situación que evita el enjuiciamiento de presuntos responsables, 

provocando consecuentemente mayor delincuencia e impunidad. En seguida una cita 

textual de la iniciativa en comento: 

10 LÓPEZ Betancourt, Eduardo. "Tcorfa del Dclilo". Ob. Cit. pp. 124-t25. 
11 JIMÉNEZ Huerta. Mariano. "Derecho Penal Mexicano", Ed- Porrúa S.A., México, 1983, p. 90. 
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" ... Con la reforma, se impuso el requisito de acreditar los elementos del tipo 

penal -objetivos, subjetivos y normatfros-, así como la probable responsabilidad del 

indiciado. 

Despué.f de cuatro años de aplicación del nuevo texto constitucional se advierte 

que no se ha logrado el equilibrio entre la acción persecutoria del delito y el derecho a 

la libertad de los goben1ados. Por el contrario, ésta ha permitido que frecuentemente, 

por tecnicismos legales, presuntos delincuentes evadan la acción de la justicia. Basta 

decir que en 1997, de todas las averiguaciones previas consignadas, no se obsequiaron 

órdenes de aprehensión en más del 20 por ciellfo ". 12 

Tal argumento se toma absurdo a todas luces, conculcando garantfas individuales 

de los 'gobernados. resulta una grave incoherencia redar~Uir que una fonna de suhsanar 

la delincuencia que padece nuestro pals, es diminuyendo los requisitos constitucionales 
.··-_.,,.-.-·-_,,__:. _,, -·-.· .• c-

para indagar .. los •delitcis, o dicho de otro modo, la delincuencia es directamente 

pr~po~Íonal;? las-~xlgencias legales para consignar una averiguación o dictar una orden 

de áprehen~ión: 

En consecuencia el articulo 286 Bis del Código de Procedimientos Penales para 

el Distrito' Federal, está viciado de inconstitucional, pues infringe flagrantcmente 

ga~tfiis .dé,. certeza y seguridad jurídica contempladas en los artfculos 14 a 23 de 

nuestro Código Supremo, imperativos substanciales en nuestro sistema de derecho, ya 

que contienen una serie de principios previos, requisitos, modalidades jurfdicas, a que 

d_ebe de constreñirse el acto de autoridad, para poder afectar la esfera jurídica de cada 

sujeto como gobernado, sin cuya acatamiento no será válido. 

El insigne Maestro Ignacio Burgoa define en fonna más que atinada las garantías 

en comento al sustentar que "Ese conjunto de modalidades jurídicas a que tiene que 

12 Gaceta Parlamentaria. afio J. número 149. manes 3 de noviembre de t 909 
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sujetarse un acto de cualquiera autoridad para producir válidamente, desde el punto de 

vista jurídico, la afectación a la esfera del gobernado, el los diversos derechos de éste, y 

que se traduce en una serie de requisitos, condiciones elementos, etc., es lo que 

constituye las garantías de seguridad jurídica. Estas implican en consecuencia, el 

conjunto general de condiciones, requisitos, elementos o circunstancia previas a que 

debe sujetarse una cierta, actividad estatal autoritaria para generar una afectación válida 

de diferente lndole, integrada por el summun de los derechos subjetivos. Por ende,, un 

ámbito de autoridad que afecte el ámbito jurldico particular de un individuo como 

gobernado, sin observar dichos requisitos, condiciones, elementos o circunstancias 

previos, no será valido a la luz del Derecho." 13 

En la especie, se vulnera el articulo 16 Constitucional, toda vez que la 

consignación no se trata de una sentencia definitiva, pues como ya se hizo alusión con 

antelación a juicio del autor de Ja presente tesis en consonancia con algunos tratadistas, 

el articulo 14 de la constitución debe entenderse conculcado sólo en sentencias 

definitivas, es decir, cuando se actualicen actos definitivos de privación, luego entonces, 

en el caso a estudio, el dispositivo constitucional infringido es primer párrafo del 

articulo 16 de la Norma Suprema, que exactamente apunta: 

"Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o 

posesiones, sino en virtud .de. mandamiento escrito de la autoridad competente, que 

funde y motive hlpausá legal del procedimiento." 14 

Aúri cu,a~dl>\1':Mr~ls\~~~ P~bÍfoo funda la consignación en el articulo adjetivo 

en estudio,. llsl e~~~ .~;;c·:~i'~ri~~~ ~árrafo del dispositivo 19 constitucional, y en lo 

ati;..ente •• .ª ·•· • 1~ , ~~tiva~Í"síl';•;·, ~] ·Ó~gario Investigador encuadra las circunstancia y 

ri;odalidade~ ~~Ú~~i,\í~~'tr~ ~el marco legal establecido en dichos indicativos legales, 

empero tales ord.eríarirl~riíOs tégales, gravitan en contra del espíritu de la Constitución, 

" BURGOA Orihuela, Ignacio. "G~rantfas Individuales", Ed. Porrúa S.A., México 1997, p. 504 
14 Constitución ••• Ob., Cit •• Articulo 16.México 2002, Ed. Pom!a S.A., p.-17 
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que es el de investir de. certeza y seguridad jurídica lo actos de autoridad, aún cuando en 

apariencia la Representación Social ni Ejercitar: Acción Penal funda y motiva, dicha 

situación' no debe' tomarse i:o~o tal; ya que al prescindir de requisitos de seguridad va 

en contra del des,igi:iio de lnCnrt~ Supre~n. 
·. -e·~·j::l:; ~·~ :<;\~-.:·'; '~- ' --·· .·:.-~ 

Luego,ento·n~~~; et' dispo~lÜvo peÍml ádjeÜvo en estudio, se aplica violentado los 

derechos ~~bJ~il~ó~'}d~:: 1Js\í~h~:ilados ·y poniendo en constante peligro una de las 

garimtias )nás'·s!~ÍÍic~ii~~ité!e: los seres humanos, la libertad, pues el Ministerio 

· Público 'consigna'; averiguaciones que no están suficientemente investigadas por la 

illc~pncicÍacL ele·· éste ~ al1ora legitimado por la reforma para no obtener pruebas 

suficientes y Ócreditnr desde In averiguación la totalidad de los elementos integrantes del 

tipo penal. 

La mengua de los requisitos en la Norma Fundamental para obtener órdenes de 

aprehensión, infringe garantfas concretamente contenidas en el párrafo primero del 

artfculo 16 constitucional, a los numerales constitucionales ya mencionados incidió para 

que se reformara el numeral 297 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federal a fin de tener concordia con ésta, en ese sentido uno de los requisitos para que 

los jueces dicten auto de formal prisión, se confina a que de lo actuado aparezcan datos 

suficientes que acrediten el cuerpo del delito por el cual deba seguirse el proceso, por lo 

que tal dispositivo es de igual modo inconstitucional. 

El Ministerio Público al Ejercitar Acción Penal, as! como el Órgano 

Jurisdiccional al dictar Órdenes de Aprehensión y Auto de Formal Prisión, violan 

flagrantemente las Garantfas de Legalidad y seguridad Jurídica contenidas en la 

Constitución Polftica de los Estados Unidos Mexicanos, pues al hacerlo con requisitos 

exiguos; no aseguran de ningún modo que se garanticen las más esenciales garantías del 

gobernado. 
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Tal situación se vuelve más compleja sí le agregamos que los jueces no cumplen 

con el precepto constitucional relativo que la libertad provisional bajo caución debe ser 

asequible. 

3.2.-ARTÍCULO 168 DEL CÓDIGO FEDERAL DE 

PROCEDIMIENTOS PENALES. 

Una situación parecida sucede con el articulo 168 del Código de Federal de 

Procedimientos Penales, al igual que el dispositivo de la norma adjetiva penal local 

aluJiJu en el puntu próximo pasado, fue objeto de reforma, mediante el decreto 

publicado el dieciocho de mayo de mil novecientos noventa y nueve, en el Diario Oficial 

de la Federación, en función de buscar la consonancia con el articulo 19 constitucional, a 

raiz de la reforma que sufriera este indicativo de lá Norma Fundamental . 

De igual modo, la Ley Adjetiva Penal Federal, se le unge facultades al Órgano 

Investigador para consignar averiguaciones acreditando únicamente el cuerpo del delito 

y en su caso los elementos normativos y la probable responsabilidad del indiciado, 

confundiendo estos últimos como parte de los primeros, como se verá a continuación: 

El articulo 168, vigente al día, textualmente reza: 

"El Ministerio Público acreditará el1~.u~rpo ~ei delito de que se trate y la probable 

responsabilidad del indiciado, como b~s~ ~§J ejercido de la acción penal; y la autoridad 

judicial, a su vez, examinará si ambos réq.uisííos ~stárucr(;dítados en autos. 
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Por cuerpo del delito se entiende el conjunto· de Jos·. elementos objetivos o 

externos que constituyen· Ja materialidad del hecho. que la· ley seilale como delito, asl 

como Jos normativos, e~ el ~~so cÍe ~\le la descripción, típica lo ~eqtiiera. 

La probable responsabilidad ·del indiciado se. t~ndrá por acreditada cuando, de 
: .. ···· .. ·.·. . ·.. . . . :" 

los medios probaiorios existenú~s: se deduzcii su p~rtiéipa~ión en el delito, la comisión 

dolosa o culposa del nÍismo y no exista acreditáda a favor del indiciado alguna causa de 

licitud o alguna exclüyente de culpabilidad. 

El cuerpo del delito. de que se trate y la probable responsabilidad se acreditarán 

por cualquic:r'medio prob~toÍio que seilale la ley." 15 

. El mismo . articulo en el segundo párrafo, define al cuerpo de delito, aqul es 

precisamente donde se exterioriza un distingo con el articulo 286 Bis del Código 

Adjetivo Común, pues además de hacer alusión al cuerpo del delito, exteriorizando, que 

se trata el conjunto de los elementos objetivos o externos que constituyen la materialidad 

del hecho qu.e la ley seilale como delito, asl como los normativos, en el caso de que la 

descripción tlpi~a lo requiera, , sin embargo los elementos normativos como ya se hizo 

:Ílusió.11 con antelación no forman parte del cuerpo del delito sino del tipo perna!. 

·No .ob~iante preexista un alto grado de flexibilidad de la ley para que el 

·Ministerio Publico consigne averiguaciones que no están debidamente investigadas, 

pues ll.iin en esÍe, articulo se faculta al investigador de delitos para no entrar al estudio de 

los elem~ntos~~bielivos de. delitb. P~~ t~nto, este dispositivo penal federal adjetivo, se 

utiliza trarl~~redie~do,Jos'dernchos,s~bJetivos de Jos gobernados y poniendo en 

persistenie·p~li;o ·~a.de!1~~~1~nu1tlas'más•.significa;ivas de los seres humanos, la 

:~~::::i~;e:;: 'i~e~i~~~~~t~~~i~~~~l:~;·~:n:~~=tie:::ri::ae~::::fi:i::,e:,0 da::t~: 
" Código Federal ¡~ ProcedÍ~;enÍos ~.~~i~s. Anfc~lo 168. Ob. Cit. p. 44 
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omisión de acreditar desde In averiguación la totalidad de los elementos integrantes del 

tipo penal, por lo que, El Ministerio Público ni Ejercitar Acción Penal, viola 

flagrantemente · las• Garantías de Legalidad y seguridad Juridica contenidas en Ja 

Constitución. Polítfon de los Estados Unidos Mexicanos, ya al hacerlo con requisitos 

exiguos; no .aseguran de ningún modo que se garanticen las más esenciales garantías del 

gobernado, conculcando de manera específica lo establecido en el primer párrafo del 

· artícul~ '16 de la Carta Mng~n. en los términos exteriorizados en el estudio del articulo 

anterior. 

3.3.- ARTÍCULO 134 DEL CÓDIGO FEDERAL DE 

PROCEDIMIENTOS PENALES. 

El segundo párrafo del articulo 134 del Código Federal de Procedimientos 

Penales, de igual manera, fue reformado mediante el decreto de dieciocho de marzo del 

año de mil novecientos noventa y nueve, en consecuencia de la también reforma 

constitucional yá aludida •con.antelación,, dispositivo procesal que en su redacción, hoy 

en día prescribe: 

"En cuanto nparezcá d.eJá averigu'acióti previa que se han acreditado el cuerpo 

del delito y In probable r~spori~~biÍid~d:ct61 •indiciado, en los términos del artículo 168, el 

Ministerio : Público • ej~rcitai~ •)a': ~cció~ penal ante los tribunales y expresará, sin 
-- ' ... ··· •" ,,.,,' 

necesidad de ácrediÍnrlo'ple~ame'~te, In 'forma de realización de Ja conducta, los 

elementos 'subjetivo~'.es~cÍfi~~s ~~ando la descripción típica Jo requiera, así como las 

demAs circ~~st~ncl~~·~~6·¡~ J~;p·r~vca. 
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No obstante lo dispuesto por la Fracción 11 del artlculo 15 del Código Penal 

Federal, el Ministerio Público podrá ejercitar la acción penal en los términos del párrafo 

precedente y, en su caso, las excluyentes del delito que se actualicen por la falta de los 

elementos subjetivos del tipo, serán analizados por el juzgador después de que se haya 

dictado el auto de formal prisión o de sujeción a proceso según corresponda, sin 

perjuicio del derecho del inculpado ·de acreditar ante el propio Ministerio Público la 

inexistencia de los mencionados elementos subjetivos del tipo. 

Para el libramiento de la orden de aprehensión, los tribunales se ajustarán a lo 

previsto en el segundo párrafo del articulo 16 constitucional y en el 195 del presente 

Código. 

Si el ejercicio de la acción penal es con detenido, el tribunal que reciba la 

coi:isignación radicará de inmediato el asunto, y se entenderá que el inculpado queda a 

disposición del juzgador, para los efectos constitucionales y legales correspondientes, 

desde el momento en que el Ministerio Público lo interne en el reclusorio o centro de 

salud correspondiente. El Ministerio Público dejará constancia de. que el detenido quedó 

a disposición de la autoridad judicial y entregará copia de aquélla al encargado del 

reclusorio o del centro de salud, quien asentará el dla y la hora de la recepción. 

El juez que reciba la consignación con detenido procederá de inmediato a 

determinar si la detención fue apegada a la Constitución Polltica de los Estados Unidos 

Mexicanos o no; en el primer caso ratificará la detención y en el segundo decretará la 

libertad con las reservas de ley. 

En caso de que la detención de una persona exceda los plazos señalados en el 

artículo 16 de la ConstituciónPolltica citada, se presumirá que estuvo incomunicada, y 

las declaraciones que haya emitido el indiciado no tendrán validez. 
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En el pliego de consignación, el Ministerio Público hará expreso señalamiento 

de los datos reunidos durante la averiguación previll· que, a su juicio, puedan ser 

considerados para los efectos previstos en el articulo· 20 fracción 1, de la Constitución 

Politica de los Estados Unidos Mexicanos, y en los'preceptos.·de este Código relativos a 

la libertad provisional bajo caución, tanto en1iJ:'re'rerente a Ja determinación del tipo 

penal, como por lo que respecta a los elementos.que d~ban·t~m~rse en cuenta para fijar 

el monto de la garantla.". 16 

En el primer párrafo de tal dispositivo, se facuJÍa . al Ministerio Público para 

ejercitar acción penal acreditando en Ja averiguación previa únicamente el cuerpo del 

delito y la probable responsabilidad del indlciado, si~ peijuicio de lo dispuesto por Ja 

Fracción 11 del articulo 15 del Código Penal Federal; pero lo que es peor, expresamente 

exterioriza el mismo articulo a través del segundo párrafo la prohibición al órgano 

jurisdiccional para que entre al análisis de las· excluyentes del delito, atinentes a la 

ausencia de los elementos subjetivos del mismo, redarguyendo que éstos serán objeto de 

estudio en forma ulterior a que se haya dictado el auto de formal prisión o de sujeción a 

proceso. Empero Tal aberración no termina ahl, el mismo párrafo del articulo en 

comento, manifiesta que tal disposición es "sin perjuicio del derecho del inculpado de 

acreditar ante el propio Ministerio Público la inexistencia de los mencionados elementos 

subjetivos del tipo", pues basta un razonamiento lógico para discernir que es 

materialmente imposible demostrar hechos negativos, luego entonces, resulta disparate 

que se le de la pasibilidad al indiciado a demostrar la inexistencia de la culpabilidad. 

No obstante lo anterior, con tal redacción se invierte flagrantemente la carga de 

la prueba, pues es sabido de explorado derecho que compete al Ministerio Público 

integrar la averiguación previa, que además del cuerpo del delito y la probable 

responsabilidad, debería acreditar los elementos subjetivos del tipo penal y no dejar para 

ulterior tiempo la acreditación de tales elementos ya que se le haya detenido al indiciado 
·-' 

16 Código Federal de Procedimientos Penales. Articulo 134. Oh. Cit. p.34 
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sin tener lu certeza que es responsable del delito que se le imputa violentado los 

derechos subjetivos de los gobernados y poniendo en constante peligro una de las 

garantías más significativas de los seres humanos, la liberlad. 

Los ártículos 134 y 168 del Código Federal de Procedimientos Penales violan 

indudablemente las --Garantías de Legalidad y seguridad Jurídica contenidas en la 

Constitución,Gene~~I '<le la República, que el legislador las supeditó a la facultad que le 

otorgó al Órgano' lnvesÍigador para Ejercitar Acción Penal al Juez de Dictar Ordenes de 

Apr~he'~~ió;;-- y :i\Uto de Formal Prisión con requisitos exiguos que no aseguran de 

.ningtín ;nodo que ~e sátisfagan las más elementales garantías del gobernado, por lo que 

nct~eptie<le't~n~rpor fundados y motivados tales actos de autoridad, con el único hecho 

' de'-:Cjtie s~ iridiquen los motivos aducidos y el sustento jurídico, pues mitigar los 

· reqÜisÍtos pa;.;t' legales para privar a una persona de su libertad va en contrariedad al 

espiritu del texto fundamental , quebrantando directamente lo estatuido en el primer 

pi\r1Úo del iuticulo 16 de ese Código Supremo. 

Resulta una incoherencia que ante la impericia de los supuestos peritos en 

derecho hay que facilitarle el camirio para que puedan dictar ordenes de aprehensión. 

Cabe mencionar, que también fue reformado entre otros el articulo 161 del 

Código Adjetivo Federal, para entrar en correlación con la reforma constitucional 

mencionada, expresando tal indicativo como exigencia entre otras para que el Juez 

Federal dicte Auto de Formal Prisión la comprobación del cuerpo del delito 

(exclusivamente) que tenga señalado sanción privativa de la libertad. 

3.4.-ARTÍCULO 298 DE CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 

PENALES PARA EL DISTRITO FEDERAL. 
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El articulo 298 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, a 

juicio del autor de esta trabajo de investigación, está viciado de inconstitucionalidad en 

virtud de los razonamientos que a continuación de exteriorizan: 

El indicativo en comento textualmente reza: 

"Dictado el auto de formal prisión o de sujeción a proceso, el juez ordenará que 

se identifique al procesado por el sistema administrativo adoptado para el caso"17 

El auto de formal prisión recordemos, llamado en la praxis como auto de término 

constitucional, precisamente por estar previsto por el articulo 19 _del -Texto FÜ~damental, 
es aquel que el órgano jurisdiccional debe dictar dentro de las 'séte~ta y do~ horas, a 

partir de que el indiciado sea puesto a su disposición, -en ·el :cuai:•se ·expresarán 

b : el delito que se impute al acusado; el lugar, tiempo y circunstanci_~~ de ejecución, así 

como los datos que arroje la averiguación previa, los que deberáii ~er oastailtes para 

comprobar el cuerpo del delito y hacer probable la respon~abilid~d-clel Írid-iciaclo. 

El plazo de setenta y dos horas antes aludido puede _a_un;ii:11tar5~ por otro término 

igual cuando lo solicite el inculpado por si, o' por su defensor;• ·a.-ré~dír su declaración 

preparatoria, siempre que dicha ampliación sea con ia· fü1~Úcl~cl-d~ aportar y desahogar 

pruebas para que el juez resuelva su situaciónjurfdica.'~ '-:'>:' 

Por otro lado, el artículo 133 de la Constitucióll- Polltica de los Estados Unidos 

Mexicanos prescribe: 

' :' ·, :··.>·;:.<,:,:·. 
"Esta Constitución, las leyes del• Collgi-~io· d~ la Unión que emanen de ella y 

todos los Tratados que estén de acüerdo c~ll i~)ni~'rna, celebrados y que se celebren por 

el Presidente_de Ía República, conap~~b~~ión·'¿;I S~rmdo, serán la Ley Suprema de toda 

17 Código de Proéedimiencos PenoÍes pura eÍ Dlsc-riÍo-~ed~m-;:, Articulo 298. Ed. Porrúo S.A .• México 
2000., p-61 -
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la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, 

a pesar de las disposiciones en ·contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes 

de los Estados" 18 
. 

El ª"!!culo 298 del Código Adjetivo ya apuntado conculca el contenido del 

articulo 133 Constitucional, ya que éste último dispone que esta Constitución, las leyes 

del congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo 

con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con 

aprobación del Senado serán la Ley Suprema de toda la Unión; en función que nuestro 

pals ha celebrado un número interesante de tratados, donde se remarca con mucho peso 

especifico el principio de que todo hombre es Inocente hasta que se le demuestre lo 

contrario. 

En ese sentido La Declaración Universal de los Derechos Humanos en su 

articulo 11 indica "que toda persona acusada de delito tiene derecho a que se 

presuma su Inocencia, mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la Ley y 

en juicio público en el que se hayan asegurado todas las garantlas necesarias para 

su defcnsa".19 

Por su parte Ja Convención Americana sobre Derechos Humanos en el 

indicativo número 8 establece que "toda persona Inculpada de delito, tiene Derecho a 

que se le presuma su inocencia, mientras no se establezca legalmente su 

culpabllldad".2º 
De igual modo, El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polltlcos, en su 

artículo 14 precisa "Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se 

presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la Ley".21 

11 Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. Articulo 133 .. Ed. Porrúa S.A., México 2002, 
p,.145 

9 RODRIGUEZ y Rodriguez, Jesus ... Instrumentos Internacionales sobre Derechos Humanos"". Ed .. 
C.N.D.H. Tomo 1, México 1998, p. 19. 
'º Ob. Cil. Tomo 111, p. 1050. 
" Ob. Cit. Tomo 1, p. 19. 



69 

En todos los tratados aludidos con antelación, nuestro pals se ha adherido a ellos, 

sin embargo, al hombre que se le detiene, se le humilla, se le presenta en la rejilla de 

prácticas como auténtico delincuente, aún cuando no se ha comprobado su culpabilidad, 

de ahl que considero que es inconstitucional el artículo 298 del Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal, en virtud que tal indicativo ordena se 

Identifique Administrativamente al Procesado o se someta a la formación de la Ficha 

Slgnaletica tan sólo después de dictado el auto de formal prisión, provocando al 

procesado daños de dificil reparación puesto que quedan registrados los datos relativos a 

la identificación en los archivos respectivos, sin antes de que exista sentencia ejecutoria 

respecto de su culpabilidad. Es evidente tal inconstitucionalidad, pues los dispositivos 

en cuestión violan lo dispuesto en el articulo 133 de la Carta Fundamental, al manifestar 

éste que los Tratados que celebre el Ejecutivo Federal y ratifique el Senado, serán ley 

suprema de la Unión y al ser signatario México de Tratados que protegen el principio de 

inocencia, se violenta este imperativo Constitucional. 

De igual modo, el dispositivo en estudio, infringe garantías de certeza y 

seguridad jurldica, pues el acontecimiento que se Identifique Administrativamente al 

Procesado tan sólo después de dictado el auto de formal prisión o de sujeción a proceso, 

incide en el procesado provocando perjuicios de dificil reparación, toda vez que, los 

datos arrojados de la identificación, subsisten, puesto que quedan registrados en los 

ficheros correspondientes, y sin embargo, no existe una sentencia debidamente 

ejecutoriada que determine su plena culpabilidad. En tal virtud, se vulnera el contenido 

del primer párrafo del articulo 16 constitucional, ya que, de ningún modo se debe tener 

por fundado y motivado un acto de autoridad que ordene se identifique 

administrativamente a una persona sin que se tenga plena certeza de su culpabilidad en 

el delito que se le imputa, aún cuando la autoridad haga alusión a los motivos aducidos y 

cite las normas aplicables. 
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3.5.-ARTÍCULO 165 DEL CÓDIGO FEDERAL DE 

PROCEDIMIENI'OS PENALES. 

Al igual que el dispositivo que se comenta con antelación, el artículo 165 del 

Código Federal de Procedimientos Penales decreta que se Identifique 

Administrativamente el Procesado o se someta a la formación de la Ficha Signalctica 

inmediatamente después que se dicte el auto de formal prisión. causando al procesado 

daños de dificil reparación, toda vez, que los datos atinentes a la identificación quedan 

registrados en los archivos correspondientes, sin que gravite una sentencia debidamente 

ejecutoriada que lo considere plenamente responsable. El indicativo legal en estudio 

presenta una redacción análoga al artículo correspondiente que decreta la identificación 

ndministrativn en el fuero común, mismo que se aludió en el punto anterior. yn que en 

lo conducente reza como sigue: 

"ARTICULO 165.- Dictado el auto de formal prisión o el de sujeción a proceso se 

identificará al procesado por el sistema adoptado ... " 22 

Luego entonces; el articulo en cita se encuentra viciado de inconstitucionalidad 

por las mismas ;azones reargUidas cuartd~ se. artalizó su similar en el fuero común, pues 

ambos dispositivos quebrantan lo dÍs~¿é~\~:cn d art'16~10 133 d~ la Carta Fundamental, 

al mánifestar éste que los Tratados'.qué .. C:el,ebre l'.l Ejecuiivo Federal y ratifique el 

. Senado, serán ley suprema de la, Uni?~'iy al· se~· signatario México de los tratados 

referidos con anterioridad, mismo qúe Jprotégen el principio de inocencia, se transgrede 

flagrantemente esta garantia: .:Así• ~in1o!· •conculca garantias de certeza y seguridad 

jurídica, y singularizadamente fos contenidas en el primer párrafo del numeral 16 del 

Código Supremo, en función ·de, los mismos términos aducidos cuando se estudió el 

articulo 133 del Texto Fundamental: 

" Código Federal de Procedimientos Penales. Articulo t 65. Ed. Porrúu S.A •• México 2000, p.43. 
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3.6.-ARTÍCULO 133 BIS DEL CÓDIGO FEDERAL DE 

PROCEDIMIENTOS PENALES. 

En el articulo 133 bis del Código Federal de Procedimientos Penales, 

presenciamos otro vicio de inconstitucionalidad, vulnerando el multicitado principio de 

presunción de inocencia, asl como las garantlas individuales consagradas en nuestra 

Carta Magna. 

El indicativo de mérito a la letra dice: 

"La autoridad judicial podrá, a petición del Ministerio Público, decretar el arraigo 

domiciliario o imponer la prohibición de abandonar una demarcación geográfica sin su 

autorización, a la persona en contra de quien se prepare el ejercicio de la acción penal, 

siempre y cuando exista el riesgo fundado de que se sustraiga a la acción de la justicia. 

Corresponderá al Ministerio Público y a sus auxiliares vigilar que el mandato de la 

autoridad judicial sea debidamente cumplido. 

El arraigo domicil!ario o la prohibición de abandonar una demarcación 

geográfica se prolongarán por el tiempo estrictamente indispensable, no debiendo 

exceder de treinta dias riaturales, en el caso del arraigo, y de sesenta dlas naturales, en el 

de la prohibición de abandonar una demarcación geográfica. 

Cuando el afectado pida que el arraigo o la prohibición de abandonar una 

demarcación geográfica queden sin efecto, la autoridad judicial decidirá, escuchando al 

Ministerio Público y al afectado, si deben o no mantenerse''. 23 

"Código Federal de Procedimientos Penales. Articulo 133 Bis. Ed. Porrúa S.A .. México 2000, p.31. 

'----------------------------------------------·--·-·-·---
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La redacción del dispositivo legal en especie, es directamente proporcional de In 

reforma a que fue objeto, publicada en el Diario Oficial de la Federación el día ocho de 

febrero del ai'lo de mil novecientos noventa y nueve, donde se le permite al Órgano 

Investigador solicitar ni Juez el arraigo domiciliario de un indiciado, cuando exista 

riesgo justificado que se sustraiga de la administración de la justicia. La violación a la 

Constitución contenida en este indicativo estriba, en que se detiene n una persona , ya no 

digamos sin que se le establezca legalmente su culpabilidad, si no lo que es peor, sin 

que se baya acreditado el cuerpo del delito y la probable responsabilidad, 

singularizándose a una simple averiguación donde se afirma que se está preparando el 

probable ejercicio de la acción penal, contraviniendo flagrantemente lo estipulado por el 

articulo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que 

nuestro país ha celebrado una serie de Tratados Internacionales y éstos de manera 

enfática en lo conducente recogen el principio de que "todo hombre es Inocente hasta 

que se pruebe lo contrario". (Ver página 69) De ahí que resulta inconcebible que 

apenas iniciada una averiguación previa, se le detenga al presunto responsable, en un 

domicilio determinado, para saber si se va integrar en cuerpo del delito y In probable 

responsabilidad y entonces ejercitar acción penal, sin que tal acto precise certeza y 

seguridad jurídica, sin que se le hayan asegurado las gnrnntins necesarias para su 

defensa, pues no se ha determinado siquiera In probable responsabilidad, ni se ha 

acreditado el cuerpo del delito, conculcando en perjuicio del indiciado las garantías de 

legalidad y seguridad jurídicas concretamente lo establecido por el articulo 16 

constitucional que en lo conducente reza: 

"Nadie - puede ~l:r m'~lcstado en su persona, familia, domicilio, papeles o 

posesiones, sino en v"irt~cl el~. "in~ndamiento escrito de la autoridad competente, que 

funde y moti~e l~ ca~~~ Í~~~·I deÍ procedimiento ... "24 

.~~, .. ~> ~,:· 
-::_0_i~:i~ 

Aún -~U:~ndo pudi-era ser que el Ministerio Público fundara y motivara el acto 

relativo al Arraigo, Tal situación no debe tomarse como tal, y en contraste la aplicación 

24 Constitución . Polhica de los Estados Unidos Mexicanos. "Art(culo t 6".0b. Cit. p. 9 
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del articulo penal adjetivo en estudio al gobernado viola el primer párrafo del indicativo 

16 de la Carta Suprema, pues In mengua de requisitos para privar de la libertad a una 

persona, infringen directamente las garantías y los derechos fundamentales del 

ciudadano, pues en In especie, se le restringe su. libertad cuando ni siquiera se ha 

integrado una averiguación previa, es claro que tal actÓ no contiene de manera alguna 

certeza y seguridad jurídica, por lo que no se puede tener como fundado y motivado. 

El articulo 133 bis del Código Adjetivo Federal se aplica violentado los derechos 

subjetivos de los gobernados y poniendo en constante peligro una de las garantías más 

significativas de los seres humanos, la libertad. 

3.7.-ARTÍCULO 270 BIS DEL CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL DISTRITO FEDERAL. 

La inconstitucionnlidnd de este dispositivo legal se actualiza en virtud de las 

misma razones aducidas en el análisis que se le realizó al articulo 133 bis del Código 

Adjetivo Penal para el Distrito Federal, pues uno y otro exteriorizan una redacción 

consonante, desigualándose solamente en el ámbito de aplicación, es decir, federal y 

local. El articulo 279 bis del Código de Procedimientos Penales para el· Distrito 

Federal, fielmente dicta: 

"ARTICULO 270 Bis.- Cuando con motivo de una averiguación previa el 

Ministerio Público estime necesario el arraigo del indiciado, tomando en cuenta las 

caracterlsticas del. hecho imputado·y las circunstancias personales de aquél, recurrirá al 

órgano jurisdiccional.,· fundando y motivando su petición, para que éste, oyendo al 

indiciado, resuelva el arraigo i:on vigilancia de la autoridad, que ejercerán el Ministerio 

.. Público. y···_s~s nuxiHares. El arraigo se prolongará por el tiempo estrictamente 
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indispensable para la debida integración de. la averiguación de que se trate, pero no 

exceder:\ de treinta días, prorrogables por·otros treinta, días, a solicitud del Ministerio 

Público. 

El Juez resolverá, escuchando al Ministerio Público y al arraigado, sobre la 

subsistencia o el levantamiento del arraigo. " 22 

Es evidente que al igual que el anterior precepto legal estudiado, este articulo 

infringe la Constitución, pues se detiene a una persona , sin que se le establezca 

legalmente su culpabilidad, pero en el caso del arraigo, sin que se haya acreditado 

el cuerpo del delito y la probable responsabilidad, sustentándose únicamente en una 

averiguación donde se afirrna que se está preparando el probable ejercicio de la acción 

penal, transgrediendo llagrantcmente lo estipulado por el articulo 133 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los Tratados internacionales 

en que México es parte de acuerdo con el núsmo indicativo constitucional en comento, 

éstos tratados de manera enfática en lo conducente recogen el principio de que "todo 

hombre es Inocente hasta que se pruebe lo contrario". (Ver página 69) De ahí que 

resulta inconcebible que apenas iniciada una averiguación previa, se le detenga al 

presunto responsable, en un domicilio determinado, para saber si se va integrar el 

cuerpo del delito y la probable responsabilidad y entonces ejercitar acción penal, sin que 

tal acto precise certeza y seguridad jurídica, sin que se le hayan asegurado las garantías 

necesarias para su defensa, pues no se ha determinado siquiera probable 

responsabilidad, ni se ha acreditado el cuerpo del delito, conculcando en perjuicio del 

indiciado las garantías de legalidad y seguridad jurídicas contenidas concretamente en el 

artículo 16 constitucional. 

22 Código de Procedimientos Penates para el Distrito Federal. Ankulo 270 Bis. Ed. Porrúa S.A .. México. 
2002, p. 53 
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4.1.- JUEZ DE DISTRITO, COMPETENTE PARA CONOCER 

DEL AMPARO. 

El sustento constitucional del amparo contra normas se halla plasmado en los 

artículos 103 y 107, fracción VII, del Texto Fundamental, dispositivos que en lo 

conducente textualmente exteriorizan: 

"Art[culo 103;:'. í:..'os,Tribunales de la Federación resolverán toda controversia que 

se suscite: 

!.· Por leyes o áctos de la autoridad que violen las garantías individuales; •.. 
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11.- Por leyes o. actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan Ja 

soberanía de los Est!1dos; .•. 

lll:_ Por leyes o actos de las áutoridades de éstos que invadan Ja esfera de la 

autoridad federiil.'' 1 

"ArÍic.ul~ 107 .~ T~d~; ¡;~ controver~i!1s de qÚe habla el articulo J 03 se sujetarán 

a los proc~dlmie~i~'sy fd~ii.; i:!-~I drd~~'JJ~idi~~ qü~ determine la ley, de acuerdo a las 

bases siguieniest· •.. '·é . -·;; <?:''' 
... vÚ.~ iú'~Jl~~o cdri(i:f~~io~ i~'i~icio, fuera de juicio o después de concluido 

o que afecten á perso'nas · ~~tri.fiiís; llLjuicio, contra leyes o contra actos de autoridad 

a'dmini~tra~~ª· se in,t,erli?~~iáii'i{t~:~rj~ez«Ie Distrito bajo cuya jurisdicción se encuentre 

el Jugar en el que el'llcio reclamádo se ejecute o trate de ejecutarse, y su tramitación se 

limitan\ á) infonne;de'.Ja aÚÍÓ;ridad,' a una audiencia, la que se citará en el mismo auto en 

el que mand~ pedir; el-infonne; y se recibirán las pruebas que las partes interesadas 

ofrezcan·y ~i~árdÚ~~ie~á-í~s pr~nunciándose en la misma audiencia las sentencia."2 

- :·-·::··f<' 

En Jo;~qu~·; consÍrlfte;a su fundamento legal el articulo J 14 de Ja Ley 

Reglament11ríadeJo;'~~rti¿úJos~ 103 y;107 Constitucionales a través de su fracción 

primera, insti;uye quese 'impéirará amparo ante Juez de Distrito: 

"J.- Contra leyes federales o· · 1ocales, . tratados internacionales, reglamentos 

expedidos por el Presidente de la Repúblicá de acuerdo con Ja fracción 1 del articulo 89 

constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por Jos gobernadores de los 

Estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general, que por su 

sola entrada en vigor o con motivo del primer acto de aplicación, causen perjuicios al 

quejoso" 3 

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Anfculo 103. E~. Ponúa S.A., México 2002, p. 
83. 
2 Constilución Polflico ••• Ob., Cit. Articulo 107, fracción VII, p. 89 
'Ley de Amparo. Artfculo 114. Ed. Porrúa S.A •• México 2000. P. 44 
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En lo que constriñe a la materia que nos ocupa, los actos susceptibles de 

reclamarse ante los jueces de distrito , pueden ser legislativos, judiciales y/o 

administrativos todos de naturaleza penal,"'ya· que la fracción en mención hace alusión 

que procede el combate de leyes a través del juicio de amparo contra aquellas que por su 

sola entrada en vigor (acto legislativo) o ·con motivo de su primer acto de aplicación 

(acto judicial y/o administrativo) causen perjuicios al quejoso. 

De igual modo, El articulo SI, fracción lll, de la Ley Orgánica del Poder Judicial 

de la Federación, establece que: 

"Los jueces de distrito de amparo ·en.materia penal conocerán: 

111. De los jui_cios de. amparo que se promuevan contra leyes y demás disposiciones de 

observancia general en materia penal, en los términos de la Ley de Arnparo".4 

4.1.1.- DEMANDA. 

El maestro Burgoa en su Magistral Obra el Juicio de amparo al referirse a la 

demanda lo hace redarguyendo que ésta ·es · ..... el acto procesal por virtud del cual se 

ejercita la acción respectiva por su titular, que es el agraviado y, quien mediante su 

presentación, se convierte en quejoso". 5 . 

Para el autor de este trabajodeJ:~J~~~igáción, la demanda en el juicio de amparo, 

es un acto eminentemente procesal; media~te· 'el cual una persona ejercita la a'cciÓn 

c;,rrespondiente para impetrarla pr~t~cciÓ~ el~)~ :.íu.sticia federal, ya que c,onsidera q~e 

• Ley Orgánica del Poder Judicial de la Feden;ció~;ArtÍc~lo SI Frn~~¡Ó~ m, &t: Poini~ S.A. México 

~~oiRb~l Orihuela, Ignacio ,"Juicio de Amparo.'' Ú P~~~ S.A. M~~·ie~ i 98~, p.,~46. 
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uno o más actos reclamados, de una o más. autoridades responsables, conculcan sus 

derechos subjetivos, . .la :•Norma Fund.amental o bien sus derechos nacidos de la 

distribu~ión de ~om~~íell~iii~ ~ntr~ la f~dcración y los Estados. 
: :~ '. !_... .- '." : 

Lá ile~ancÍa''e.:; ·a~par<l:. indirecto, genéricamente se hace por escrito, de 

conformidacféo~ !o'~si~blécido el.al arÚculo 116 de la Ley que rige la materia, que a la 

letrá die~: ,;Ú\t~~~ÜcÍá de~~~~;~ 'ciéber¿ f~rm~larse por escrito ... ". 6 

;--,,:' .. ·.·<-.;·-

. Sin' é:ri{bárgo; :n: ~sta ~at~ri~. po~X.:;at{¡~leza sui • generi~, permité en algunos 

::: .. :;::~Eb;:b:~¡~'2:~~f [~f~1}~!~~;~;'.;~::-::::,:-;~; 
reza: •'·•'' ; >;,: 

. , - . >';'-~:·.:·~::.e::' :;;:_, .. 1'. .>:.:,"·'' .·' :;~ .. : 
--~::~~- ":;. 

"Cuando se trate de aétós qúe impoltenj>~li~o'de'priV,aciónde la vida, ataques a 

la libé~ad pcrsona1'rucr~'d~0p~o'61:di~c;;:;;eJ~cti~iáí.''<lé~();:;ació~.'destierro o alguno de 

los prohibidos por el ~~rclll~ 22'd~la'c~J~;ÍtÜ~ió~·F~d~;~!.· b~stá~á •. para la admisión de 

~:d!:~::~d:i·f~~;~~~~ig{~i;t{ii~l~~lt;~:~tiu~;~·=tij::¿~é::l:Zt~::.:::a~a:~~~:: 
autoridad .o agente qll<éjecÚte .o .. traic de/cjc~tÍtar el' acto. En estos casos la demanda 

podrá fomlUIÓrs~ ;por co~piir~cellcia; levantándcisc al efecto acta ante el juez". 7 

En. la hipóte~is qtie pre~é ~I artrcti1() en especie, para la admisión de la demanda, 

mediante la ,expresión verba(d~{qÚejoso, requiere de por lo menos tres requisitos 

atinentes a exterionzar ·cuál es. el actci.reclamado, lugar en que se encuentre el agraviado 

y la autoridad qu·e .. ejecute o ,,tr~te de ejecutar el acto; en el supuesto que fuera posible 

para el agraviado, sí~ qtie esÍo implique un requisito indispensable, deberá manifestar 

cuál es la autoridad ordenadora ... 

6 Ley de Amparo. Artlcut~ 1t6. Ob., Cit •• pp. 45-46 
1 Ley de Amparo. Artlcuto.1. t7. Ob,,Cit,.p. 46 
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El amparo por comparecencia, de igual modo es susceptible, cuando existe una 

acometida a la garantfa de libertad del agraviado fuera del procedimiento judicial, es 

decir, es la hipótesis en que el gobernado se encuentra perseguido por la policía para su 

detención sin que medie orden judicial para ello, el Juez de Distrito con fundamento en 

el articulo en análisis, deberá recibir la comparecencia y decretar la suspensión 

provisional. 

Otra excepción relativa a que la demanda de amparo deberá presentarse por 

escrito, encuentra sustento jurldico en el articulo 118 de la Ley de Amparo, aún cuando 

no se singulariza necesariamente en materia penal, dicho indicativo legal prevé la 

posibilidad de que la demanda en casos urgentes, puede se presentada a través de 

telégrafo, textualmente reza: 

"En .casos que no admitan demora, la petición del amparo y de la suspensión del 

acto pueden hacerse al juez de Distrito añu por telégrafo, siempre que el actor encuentre 

álgún in~onveniente en la justicia local. La demanda cubrirá los requisitos que le 

corresponda, como si se entablare por escrito, y el peticionario deberá ratificarla, 

_también por escrito, dentro de los tres dlas siguientes a la fecha en que hizo la petición 

por telégrafo". 8 

Como se desprende del articulo en cita, se puede impetrar amparo y la 

_suspensión del acto ante Juez de Distrito, cuando en agraviado encuentre un 

inconveniente en la justicia local, la demanda deberá cubrir los requisitos señalados en el 

articulo u 6 y 117, esté último,- si se tratara de alguno de los casos advertidos en el 

articulo 17, deberá ser ratificada por escrito, dentro de los tres días siguientes a la fecha 

que sehizo la petfción por te_légraj"~/y si la ratificación en comento no se hace dentro del 

término indicado debe tener5e por: no interpuesta la demanda de garantías, ya que la falta 

de -ratificación trae -po~, cons~éÜ~~~ia la de que no haya instancia de parte agraviada, 
,:·>:·/:">·; 

• Ley de Amparo. Art_lculó 118_. Ob. _c;i._, p.46 
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además quedarán sin ningún efecto las providencias decretadas y se impondrá una multa 

de trescientos d.fas de salario al interesado, a su abogado o a su representante, o a ambos, 

solo se exceptúan los casos previstos en el articulo 17, en ese supuesto, después de que 

se haya resuelto sobre la suspensión definitiva, se suspenderá el procedimiento en lo 

' prinéipal y se consignarán los hechos al Ministerio Público, transcurrido un año sin que 

·se apersone el quejoso o su representante legal, se tendrá por no interpuesta la demanda, 

asl lo prescribe el artículo 119. 

4.2.1 TERMINO PARA INTERPONERLA SEGÚN SE TRATE 

DEMANDA LEY AUTOAPLICATIV A O HETEROAPLICA TIV A. 

El término para interponer una demanda de amparo tiene su fundamento jurldico 

en los dispositivos 21 y 22 de la Ley Reglamentaria de los artfculos 103 y 107 

Constitucionales, que íntegramente indican: 

Articulo 21.- ... El término para la interposición de la demanda de amparo será de 

quince dias:' DichÓ término se contará desde el día siguiente al en que haya surtido 

efectos, co~r~rin~ ~ l~ l~ydel acto; la notificación al quejoso de la resolución o acuerdo 

que reclamei al én qúé haya tenido conocÚnierito de ellos o de su ejecución, o al en que 

se hubiese ost~Íltad~';ab~d(,~ cié lCi~ friísmo~": 9 

,- ,,··.. ,:-,. -. ;· ,_-:· '·./. : _~ ,_ -

ARTICULO 22:- ~·se exceptúan de lo dispuesto en el articulo anterior: 

9 Ley de Amparo. Artículo 2t; .Ob .. Cit, p.7 

. . - . -- . __ ..:.._,.:_.._,_ __ .:;...._.-..:.._~_: 



81 

1.- Los casos en que·a partir de la vigencia de una ley, ésta sea reclamable en la 

vía de amparo, pues ·entonces, _el· térmhlo p~ra la ·interposición de la demanda será de 

treinta d!as. 

H.- Los actCls q~~ i'mportellpeligr~ de prlv.~~iÓnde la vida, ataques a la libertad 

personal, de~ortacióri;· de~tien'~.· ~~áí~Jie;a' de .l~s i~ios ~rohibidos por el articulo 22 de 

la ConstituéiÓn; -~-1~ Í~~ci·;p~rii~ló~:¡::¿:~~á ~l ·~~~¡~¡g:d~l ~jército o armada nacionales. 

En-~stos c~s~f1~:·1;~;d~~'~'.fi~~~r~:j~ci~·rn:erponerse en cualquier tiempo. 
'F .:."• • ~s:'/:'" ;~~: ! , ; •: ·'>~ ~ :.::"~,':·· • "'. ~, ·~_; 

. ' ' ,- . ~·~'.<;~'. ,'.J ~TT 

En· lo~ ~~~¿~i~e~-)~~~·~l;!J~ici)·cí~ ~Ütoridad combatible mediante demanda de 

amparo co~~ist~'e~ú~·'a~~~rd~ ¡¡~~a'Se~;etnrla de Relaciones Exteriores favorable a la 

. extradicióri '.de'~iilgu~;' ~ci~s0Üá.-'~c61aínada por un Estado extranjero, el término para 

interponerla_ será ~ie,mpre_ dé 1 S ,d!as: , · 

HI.- ~~~¿cfo s~•tratede. ~entencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan 

.fin al juicio, en los que el agraviado no haya sido citado legalmente para el juicio, dicho 

· agraviado tendrá el término de noventa dlas para la interposición de Ja demanda, si 

residiera fuera del lugar del juicio, pero dentro de Ja República, y de ciento ochenta dlas, 

si residiere fuera de ella; contando en ambos casos, desde el siguiente al en que tuviere 

conocimiento de la sentencia; pero si el i_nteresado _volviere al lugar en que se haya 

seguido dicho juicio quedará sujeto al término a que se refiere el articulo anterior\ 

:, := ' <:{~ .. ~·;·::/,~,:; ;>' 

No se tendrán por ausentes, para''Ícis'er~~tC>~:·d'e\:ste articulo, los que tengan 

mandatarios que los representen en el lJ~~r-,del}uibi~fl~~ qu6 hubiesen señalado casa 

para oír notificaciones en él, o en c~alq~i~~a~·r~;;;'.;~· s~ hubie~en manifestado sabedores 

del procedimiento que haya motivado el ·a~t~ ~~·~1áin~do''. 1 º 
- - -- • --o_- ··---~~ -·-¡-.--._- ., ,- ," 

00 Ley de Amparo. Articulo 22. Ob. Cit. p. 7 
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Sin inmiscuimos en la dilucidación del significado de leyes autoaplicativas y 

heteroaplicativas, toda vez, que tales acepciones ya fueron abordadas en el segundo 

capitulo de este trabajo de investigación, respecto de su impugnación a través del 

amparo el articulo 21 de la Ley que rige la Materia establece que será de quince días el 

término para interponer la demanda de amparo, en la conjetura que la Ley sea 

Hcteroaplicativa, ya que necesitan un acto de aplicación para causar agravio, en la 

fracción segunda del artículo 22 de la misma Ley, señala como plazo para promover es 

juicio de garantfas el de treinta días a partir del inicio de una ley autoaplicativa. 

El articulo 73 fracción XII de la Ley de Mérito, hace optativo para el agraviado 

hacer valer los recursos ordinarios o impugnar la Ley directamente, si elige la primera 

opción podrá promover demanda de garantías en contra de la resolución que le haya 

recafdo al recuso ordinario que hizo valer. dentro del término de quince dfas. 

La fracción XII del dispositivo legal en mención en lo conducente instituye: 

"Cuando contra el primer acto de aplicación proceda algún recurso o medio de 

defensa legal por virtud del cual pueda ser modificado, revocado o nulificado; será 

optativo para el interesado hace!lo valer o impugnar desde luego la ley en juicio de 

amparo. En el primer caso, sólo se entenderá consentida la ley si no se promueve contra 

ella el amparo dentro del plazo legal contado a partir de la fecha en que se haya 

notificado la resolución recafda al recurso o medio de defensa, aun cuando para fundarlo 

se hayan aducido exclusivamente motivos de ilegalidad". 11 

Respecto al tema en especie se ha sostenido el siguiente criterio de 

jurisprudencia. 

11 Ley de Ampnro. Articulo 73 Fracción Xll. Ob.Cit. p.lS 

___ ____:___~, _ _:_; _ _: ___ .. ----- ..:-~--- __ ._ 
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"LEVES, AMPARO CONTRA. TERMINO PARA PROMOVER LA 

DEMANDA. 

Los distintos términos para impugnar una ley que se estime inconstitucional, son: 

a) Dentro de los treinta días siguientes al en que entre en vigor la ley si es autoaplicativa 

(artículo 22, fracción I, de la ley de amparo); b) Dentro de los quince días a partir del 

primer acto de aplicación (artículo 21 de la misma ley), y c) Dentro de los quince días 

siguientes a la fecha en que se notifique la resolución del recurso o medio de defensa 

ordinario, si éste se agotó previamente a la interposición del Amparo (artículo 73, 

fracción XII, tercer párrafo, de la ley invocada)." 12 

Asimismo es oportuno seílalar las siguientes jurisprudencias al respecto: 

"LEVES, AMPARO CONTRA. TERMINO PARA INTERPONERLO. 

De acuerdo con el sistema actual de la Ley de Amparo (artículos 22, fracción 1, y 73, 

fracciones VI y XII, párrafo 2o.), la oportunidad para impugnar leyes no se relaciona con 

la fecha en que son conocidas por el interesado, sino que cuando son autoaplicativas 

pueden ser impugnadas en los treinta días siguientes al en que entran en vigor; y, en todo 

caso, pueden ser combatidas en los quince días siguientes al del primer acto de 

aplicación en perjuicio de la quejosa" 11 

"AMPARO CONTRA UNA LEY. TERMINO PARA PROMOVERLO 

(LEVES AUTOAPLICATIV AS) 

12 SUPREMA Conc de Justici~ Instancia: Cuarta Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Época: Séptima. Volumen 175·180 Quinta Parte. Tesis: Página: 25. Tesis Aislada. 
11 SUPREMA Corte de Justicia , Instancia: Pleno. fuente: Apéndice de 1995. Época: Sexta • Tomo I, Parte 
SCJN. Tesis: 206 Página: 199. Tesis de Jurisprudencia. 
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La lectura de los textos actuales de los artículos 73, fracción XII, y 76 de la Ley 

de Amparo, permite concluir que no se entiende consentida tácitamente una ley, a pesar 

de que sea impugnable en amparo desde el momento de su promulgación y de que éste 

no se haya promovido, sino sólo en el caso de que tampoco se haya hecho valer contra el 

primer acto de su aplicación con respecto al quejoso". 14 

4.2.2 REQUISITOS DE LA DEMANDA 

Deben satisfacerse las exigencias contenidas en el articulo 166 de la Ley de 

Amparo. que exactamente indica: 

"La demanda de amparo deberá formularse por escrito; en Í~ ~u~ s~-e~pre~~rán: 
. . ,, . ' ,,. '·.~ ". '·· - ' . - . . . '. . . . 

1.- El nombre y domiciliodel quejoso y de qúien p~oÍiiue~a en su nombre; 
- ·- . '.,_ ' .··-·.· - "''·'·''-"' " >rO.:·•< ,. - .• '· 

11.- El .n,o_mb~eydo~icÜiód~I terc~r~ p~rj~dicad~;, ;:re·.·.:: ·'1 

III.- La ~ut~rid;d ~ ~~·;~rlct;'c:í~~ re~ponsabí'~s; ;•: '' .. 

IV,. La sentencia definitiva,· laudo o resolución que hubie~ puesto fin al juicio, constitutivo del 

aclo o de los actos reclamados¡ y si se reclamaren violaciones a las leyes del procedimiento, se precisnrú 

cuál es la pane de éste en la que se cometió Ja violación y el motivo por el cual se dejó sin deíensa al 

agraviado. 

Cuando se impugne la sentencia definitiva, laudo o resolución que hubi~re puesto 

fin al juicio por estimarse inconstitucional la ley, el tratado o el reglamento aplicado, 

ello será materia únicamente del capitulo de conceptos de violación de la demanda, sin 

1
" SUPREMA Cone de Justicia. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 

Época: Sexto. Volumen VI, Tercera Parte. Tesis: Página: 207. Tesis de Jurisprudencia. 
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señalar como acto reclamado la ley, el tratado o el reglamento, y la calificación de éste 

por el tribunal de amp.aro se hará en IÍÍ parte c~nsiderativa de la sentencia';· 

V.- .La fecha.enquci:se hllyanotifü:ado la sent~ncia definitiva, laudo. o .resolución 

que hubier~ pue~io fin:ol jui~Ío,; o la fecllii ~n ci~e ha~ÍÍ !~nido conocimiento el quejoso 
, . . . : -· . . . ·- '.' ' . . . ""'" ' --.. , ·:, -, -~· . : . , -] ' - , . , -. 

de lá resolución rcl:u;:fídni, :: •. ··. 

VI.~ i6; 'pr~¿~~iri~ ~~nstituCionales cuya violación se reclame y el concepto o 
·-"' ·.•e ' -- ,·.c••o, 

conceptos de hi m'isma yiohición; 

.,.,. __ ,,_:~~'.;/_~:-~-·-'\':-:··_· __ ::<~:-~ - ',: 
VII.~ La Íeyqu~ ell concepto del quejoso se haya aplicado inexactamente o la que 

dejó de''apli~ÍÍr~e •. cuando las violaciones reclamadas se hagan consistir en inexacta 

aplica~ióri de las leyes de fondo. Lo mismo se observará cuando la sentencia se funde en 

.los principi()s gcricralcs de derecho. 

Cuando se trate de inexacta aplicación de varias leyes de fondo, deberá cumplirse 

con esta prescripción en párrafos separados y numerados." " 

4.2.2.1 QUEJOSO 

"El quejoso es siempre aquel en cuyo beneficio se solicita la protección de la 

justicia federal, y ésta puede ser impetrada prec.isamente por el propio interesado o por 

otra persona en su representación. 16 

" Ley de Amparo. Artículo 116. Ob. Ci1 .• p. 45 
16 SUPREMA Cone de Justicia de la Nación. Manual del Juicio de Amparo. Serrano Robles, Arturo, Ed. 
Themis, ~1éxico t 998., p. 76 
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Sin embargo es elemental hacer In distinción que el quejoso es el directamente 

agraviado, quien puede requerir In protección de la justicia federal, pero también pueden 

impctrarln sus representante legal o personas que promuevan el juicio en su nombre, que 

de ninguna manera estos últimos tienen el carácter de quejoso. 

Para efectos del tema objeto de esta investigación podemos apuntar que el 

quejoso lo constituye aquella persona lisien que solicita el amparo y protección de In 

Justicia Federal en contra de una norma penal que estima inconstitucional y por ende 

violntorin de gnrnntlns individuales. 

En la conjetura que sean varios los quejosos que pidan amparo, el artículo 20 de 

la Ley que rige In Materia manifiesta, que deberán designar un representante común 

elegidos entre ellos mismo, ante In onúsión de tal nonúnación, el juez mandará prevenir 

para que dentro del término de tres días designen representante, si no lo hicieran el 

órgano jurisdiccional designará con tal carácter a cualquier de los interesados. 

4.2.2.2 AUTORIZADO PARA OÍR NOTIFICACIONES. 

El articulo 27 en lo conducente puntualiza: 

"El agraviado y el tercero perjudicado podrán autorizar para oir notificaciones en 

su nombre, a cualquier persona con capacidad legal, quien quedará facultada para 

interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, alegar en las audiencias, 

solicitar su suspensión o diferimiento, pedir se dicte sentencia para evitar In 

consumación del térnúno de caducidad o sobreseimiento por inactividad procesal y 

realizar cualquier acto que resulte ser necesario para Ja defensa de los derechos del 
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autorizante, pero no podrá substituir o delegar dichas facultades en un tercero. En las 

materias civil, mercantil o administrativa, la persona autorizada conforme a la primera 

parte de este párrafo, deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la 

profesión de abogado, y deberán proporcionarse los datos correspondientes en el escrito 

en que se otorgue dicha autorización; pero las partes podrán designar personas 

solamente autorizadas para oír notificaciones e imponerse de los autos, a cualquier 

persona con capacidad legal, quien no gozará de las demás facultades a que se refiere 

este párrafo. ·• 17 

Nótese en el párrafo trascrito textualmente del indicativo legal antes aludido, que 

en materia civil, mercantil o administrativa, para que la persona autorizada pueda 

interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, alegar en las audiencias, 

solicitar su suspensión y los demás actos que enumera la primera parte del párrafo en 

comento, adcrnás de lodu::. Iu~ lh.!f.,;.~!)aJ. iu::. pata la Ut:ft:ll!>U u~ los u~n:chos Jd qut!joso, 

dicha persona deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la 

profesión de abogado. Sin embargo con sustento en la última parte del párrafo en 

estudio las partes podrán designar personas únicamente autorizadas para oír 

notificaciones e imponerse de los autos, a cualquier persona con capacidad legal, que de 

ninguna forma podrá gozar de las demás facultades a que hace referencia la primera 

parte del párrafo que se analiza. 

Ahora bien, en materia penal por no especificarlo expresamente el dispositivo de 

mérito, la persona autorizada no requiere acreditar ser abogado, únicamente es necesario 

que tenga capacidad legal, luego entonces, es substancial apuntar que su actuación no se 

singulariza a oír notificaciones e imponerse de los autos, sino a reali:zar cualquier acto 

tendiente a defender los derechos del autorizante. 

17 Ley de Amparo, Articulo 27. Ob. Cit. p.9 
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4.2.2.3 NOMBRE y DOMICILIO DEL TERCERO 

PERJUDICADO. 

La fracción III, del artículo S de la Ley de Amparo describe quienes tienen el 

carácter de tercero perjudicado: 

"a).- La contraparte del agraviado cuando el acto reclamado emana de un juicio o 

controversia que _no sea del orden penal, o cualquiera de las partes en el mismo juicio 

cuando el amparo sea promovido por persona extrni\n ni procedimiento; 

b ).- El ofendido o !ns personas que, conforme a la ley, tengan derecho a la 

reparación del dai\o o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un 

delito, en su caso, en los juicios de amparo promovidos contra actos judiciales del orden 

penal, siempre que éstas afecten dicha reparación o responsabilidad; 

c).- La persona o personas que hayan gestionado en su favor el acto contra el que 

se pide amparo, cuando se trate de providencias 'dictadas p~r autoridades distintas de la 

judicial o del trabajo; o que, sin haberlo gestionado, tengan interés directo en la 

subsistencia del acto reclamado". 18 

Es lógico que.si se trata _de amparo contra una ley autoaplicntiva, en virtud de la 

propia naturaleza: de. esta, es materialmente imposible que exista tercero perjudicado. 

Ahpra bien, si nos encontramos en la hipótesis que una ley heteroaplicativa sea 

impugnada a t~nvés del juicio de garantías, toda vez de que existe un acto de aplicación 

es sus_ceptible_q-ue exista· Íercero perjudicado. 

11 Ley de Amparo. Ar1fculo 5. Ob. Cit., p. 3 
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En materia penal, únicamente se actualiza la figura del tercero perjudicado como 

parte en el juicio de amparo, cuando éste se hace consistir en resoluciones atinentes a la 

reparación del dailo o responsabilidad civil previamente a la comisión de un delito, tal y 

como lo prescribe el inciso b) de la fracción tercera del articulo antes aludido. 

Si es el caso, que el tercero perjudicado no exista, debe exteriorizarse en la 

demanda de amparo, la omisión de tal puntualización, acarreará como consecuencia que 

el promovente sea prevenido para que aclare su demanda, con fundamento en el articulo 

146. 

En lo relativo al domicilio del tercero perjudicado, en la demanda de garantías 

debe expresarse la dirección donde pueda recibir notificaciones éste, pero si se 

desconoce el do.micilio, puede C:!flplazarse_ al mismo por lista, en términos del artículo 30 

fracción 11, de la Ley de La Materia, que en lo conducente dispone: 

c .. ' '·"'":.. :•. •.'• ..• ' 

"~ •• En éambi1(si ri6-cóhsia en ~utas' el domicilio del tercero perjudicado o de 

perso~ae~traft~-~1juf~i~;rii I~ d~sig;¡aclón·cÍ~casa o despacho para oír notificaciones, el 

. empleado lo a~en~ar~ así; a ti~ de que se dé cuenta al presidente del Tribunal Colegiado 

d~ Circ.:uiici co.rrespondiente, al juez o a la autoridad que conozca del asunto, para que 

dicten las medidas. que estimen pertinentes con el propósito de que se investigue su 

domicilio. Si a pesar de la investigación se desconoce el domicilio, la primera 

notificación se hará por edictos a costa del quejoso, en los términos que seilale el Código 

Federal de Procedimientos Civiles". 19 

Por tanto, la ley obliga a la autoridad que conozca del asunto, cuando no consta 

·en autos el domicilio del tercero perjudicado, a dictar las medidas que estime pertinentes 

~ con el propósito de que se investigue su domicilio, como pudiera ser ante dependencias 

de pÓlÍcla, en el Registro Público de la Propiedad por si a su nombre estuviera inscrito 

19 Ley de Amparo. Articulo S Facción 11. Oh. Cit., p.3 
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algún inmueble, ya que si no se agotan estas circunstancias, las notificaciones por 

edictos al tercero perjudicado del juicio de garantlas no deben ordenarse. 

4.2.2.4 EMPLAZAMIENTO DE LA AUTORIDADES 

RESPONSABLES 

La autoridades responsables son aquellas que dictan, promulgan, publican, 

ordenan, ejecutan o tratan de ejecutar la norma o el acto reciamado, as! lo indica el 

articulo 11 de Ja Ley que regula la Materia. 

Es elemental tener en cuenta que existen dos grupos de autoridades que son a 

saber, ordenadoras y ejecutoras, las primeras de ell~ es de donde emana el acto de 

aplicación o Ja norma reclamada, vr. gracia, Congreso de la Unión, Legislaturas Locales, 

Ejecutivo Federal o Local, entre otras. En.cambio las segundas, es decir, las autoridades 

ejecutoras son aquellas que ejecutan la aplicación de la ley que se estima 

inconstitucional por el quejoso. Sin embargo, una misma autoridad puede tener la 

característica de ser ejecutora y ordenadora. 

En lo relativo ni emplazamiento de las autoridades responsables en el juicio de 

amparo, el articulo 28. fra¿cfon 'p~imera estipula: .--.. _. -. ,.,_.,_ - . 

"Las notificacione~ ºen' los.juicios de amparo de Ja competencia de los juzgados 

de Distrito, se harán: ··· :'·?" •· 
1.- A las autoridades' responsables y a las autoridades que tengan el carácter de 

terceros perjudicados; por.· rrÍedÍci de ofici~s que serán entregados en el domicilio de su 
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oficina principal, en el lugar del juicio por el empleado del juzgado, quien recabará 

recibo en el libro talonario cuyo principal agregará· 8.. !Os au.tos, asentando en ellos la 

razón correspondiente; y fuera del h1~ar del J~lcio, po~ C::º~~~J. e11 ~i.~za_ Í:ertificada con 

acuse de recibo, el cual se agregará a los autos.' Guarid.o no. éxistiere ·e1 libro talonario, se 

"Las notificaciones en los juicios de amparo. dei con6~i~iento ·cÍ~ la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación o de los Tribunales Cole~iados de Circuit¿, ; las que 

resulten de los procedimientos seguidos ante la misma Corte o di~h6~ Trib~~les; con 

motivo de la interposición de cualquier recurso, o de la tramitación de c~~~q~ier. ~~unto 
relaCionado con el juicio de amparo, se harán en la siguiente forma:· 

1.- A lás autoridades responsables y a las autoridades que tengan el carácter de 

terceros perjudicados, por medio de oficio, por correo, en pieza certificada con acuse de 

recibo, cuando se trate de notificar el auto que admita, deseche o tenga por no 

interpuesta la demanda; el que admita, deseche o tenga por no interpuesto cualquier 

recurso; el que declare la competencia o incompetencia de la Suprema Corte de Justicia 

o de un Tribunal Colegiado de Circuito; los autos de sobreseimiento; y la resolución 

definitiva pronunciada por la Suprema Corte de Justicia o por un Tribunal Colegiado de 

Circuito, en amparo del conocimiento de ellos. En todo caso, al oficio por el que se haga 

la notificación se acompañará el testimonio de la reso.lución. El acuse de recibo postal 

deberá agregarse a los autos. 

Los jueces de Distrito al' recibir el testimonio del auto que deseche o tenga por no 

interpuesto cualquier. rec::IJ~~ o_'_d_e I~ sentencia de segunda instancia pronunciada por la 

Suprema Corte de Justicia.ti por' un Tribunal Colegiado de Circuito, en juicios de amparo 
, , . . . . ··-· . . . -:.-. . ~ . -- ~ .. 

1º Ley de A~paf.o-: A~!~-~.10 :is.é~~~Ción· i. ·ob·.fcú~,: ~: ¡·o· 
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promovidos ante dichos jueces, notificarán esas resoluciones a las autoridades 

responsables por medio de oficio remitido por correo, en pieza certificada con acuse de 

recibo, acompañándoles copia certificada de la resolución que tenga que cumplirse. El 

acuse de recibo será agregado a los autos". 21 

Las notificación a que se refieren las fracciones calcadas textualmente de los 

dispositivos aludidos, surtirán sus efectos a partir de la hora en que hayan quedado 

legalmente hechas, de conformidad con el artículo 34 en su fracción l. 

4.2.2.S NUMERO DE COPIAS PARA PRESENTAR LA DEMANDA. 

La demanda deberá presentarse junto con sus anexos en la oficialía de partes 

común o en la del juzgado de distrito, con las copias respectivas para emplazar a cada 

una de las partes. y en el supuesto que se haya solicitado suspensión del acto reclamado, 

se agregarán dos más, en términos del artículo 120. El Oficial de Partes deberá asentar 

en el original de la demanda y en la copia que se devuelva al promovente, el dia y la 

hora de en que fue recibida, documentos que a la misma se acompaiian y la registrará en 

el libro de correspondencia. 

El procedimiento se inicia con la presentación de la demanda. 

4 •• 3 ESTUDIO DE LA DEMANDA 

21 Ley de Amparo. Artículo 19 fracción l. Ob. Cit. pp. S-6 
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El Juez de Distrito deberá examinar la demanda, comprobando si no existe algún 

impedimento de los qUe se refiere. el ~rtlculo 67, para que pueda conocer de ella, si se 

cubren los requisitos del articulo 116, si se adjuntaron las copias suficientes para 

emplazar a las partes y para el· incldete de suspensión cuando se haya pedido, si es 

competente, en términos de los artlculos 36, 42 y 50 y si no existe un motivo manifiesto 

e indubitable de improcedencia. 

4.4.- AUTO ADMISORIO 

En el supuesto que el Juez de Distrito, no encuentre motivos de improcedencia, o 

se hayan subsanado los requisitos omitidos, éste admitirá la demanda y en el mismo auto 

requerirá el informe con justificación a las autoridades responsables y dará a conocer de 

la demanda al tercero perjudicado, fijara día y hora para que tenga verificativo la 

audiencia constitucional, en un término que no puede ser mayor de treinta dlas, además 

de dictar las demás providencias que procedan con arreglo a la Ley de Amparo, así lo 

prescribe el articulo 147. Tales providencias a que hace alusión el indicativo legal 

invocado, son directamente proporcionales a la circunstancias del caso o a las peticiones 

del quejoso, como pueden ser: tener por autorizadas a las personas que se indiquen para 

oír notificaciones en términos del articulo 27; en la hipótesis que exista tercero 

perjudicado, ordenar que se emplace; mandar que se suspenda de oficio el acto 

reclamado con sustento jurídico en lo previsto por el articulo 123; acordar que se forme 

por cuerda separada el incidente de suspensión, si ésta es solicitada en términos del 

articulo 124; entre otros. 
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4.5.- INFORME JUSTIFICADO. 

El Articulo 149 de la Ley de Amparo, en Jo atinente al tema en especie, dispone: 

"Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación dentro 

del término de cinco días, pero el juez de Distrito podrá ampliarlo hasta por otros cinco 

si estimara que Ja importancia del caso Jo amerita. En todo caso, las autoridades 

responsables rendirán su informe con justificación con la anticipación que permita su 

conocimiento por el quejoso, al menos ocho dlas antes de Ja fecha para la celebración de 

Ja audiencia constitucional; si el informe no se rinde con dicha anticipación, el juez 

podrá diferir o suspender la audiencia, según lo que proceda, a solicitud del quejoso o 

del tcrcetu pc1judicado, solicitud que podrá hac.,rse v"rbulm"m" al mom.,nto de la 

audiencia. 

Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación 

exponiendo las razones y fundamentos legales que estimen pertinentes para sostener Ja 

constitucionalidad del acto reclamado o Ja improcedencia del juicio y acompañarán, en 

su caso, copia certificada de las constancias que sean necesarias para apoyar dicho 

informe. 

Cuando la autoridad responsable no rinda su informe con justificación se 

presumirá cierto el acto reclamado, salvo prueba en contrario, quedando a cargo del 

quejoso la prueba de Jos hechos que determinen su inconstitucionalidad cuando dicho 

acto no sea violatorio de garantías en sí mismo, sino que su constitucionalidad o 

inconstitucionalidad dependa de los motivos, datos o pruebas en que se haya fundado el 

propio acto. 
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Si la autoridad responsable no rinde informe con justificación, o lo hace sin 

remitir, en su caso, la copia certificada a que se refiere el párrafo segundo de este 

articulo, el juez de Distrito le impondrá, en la sentencia respectiva, una multa de diez a 

ciento cincuenta días de salario. No se considerará como omisión sancionable, aquélla 

que ocurra debido al retardo en la toma de conocimiento del emplazamiento, 

circunstancia que deberá demostrar la autoridad responsable. 

Si el informe con justificación es rendido fuera del plazo que señala la ley para 

ello, será tomado en cuenta por el ju~z de Distrito siempre que las partes hayan tenido 

oportunidad de conocerlo y de preparar las pruebas que lo desvirtúen". 22 

El hecho que la autoridad responsable haya omitido rendir su informe justificado 

no implica que el acto reclamado sea lisa y llanamente cierto, ya que de conformidad 

con el párrafo tercero del artfculo 149 de la Ley de Amparo, ello sólo significa se tenga 

como presuntamente cierto, pero tal circunstancia, de ninguna manera acredita la 

inconstitucionalidad del la ley reclamada, ya que legalmente sólo demuestra la 

existencia presuntiva de esta última, pero no de su falta de constitucionalidad, la que de 

acuerdo con el dispositivo en cita, , debe ser justificada por quien pide amparo. 

Si al rendir el informe justificado, la autoridad responsable manifiesta que es 

cierto el acto que se reclama, éste debe tenerse como probado, en ese supuesto, el Juez 

de Distrito entrará a examinar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de ese acto. 

En contraste, si fa autoridad niega la existencia el acto reclamado, ello no es 

motivo para que sea sobreseldo el juicio por improcedencia, pues se le quitarla al 

quejoso el legitimo derecho, de probar, la existencia de los actos. 

22 Ley de Amparo. Articulo 149. Ob. Cit., p. SS 
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4.6.- PERIODO PROBATORIO. 

En términos de lo estipulado por el articulo 150 de la Ley de Amparo, en el juicio 

de amparo indirecto son admisibles toda clase de pruebas, con excepción de la de 

posiciones, asl como las que fueren contra la moral o contra derecho. Luego entonces, 

con excepción de las expresamente prohibidas por dicho precepto la admisión de 

determinada prueba no ocasiona agravio a la contraparte, lo que si podrá reprochar en un 

momento determinado, es la valoración que haga el juzgador en su oportunidad, porque 

a su juicio no resulten idóneas para esclarecer la cuestión controvertida. 

El momento procesal .idóneo para que las partes ofrezcan pruebas es en la 

aúdiéncia constitucional, donde rige el principio de ln ornlidnd, sin embargo, en términos 

pragrriáticios se· ofrecen genéricamente por escrito con antelación a la audiencia 

co.nstitu°ciónal y. con el se da cuenta en el momento que se celebra ésta, ya que el 

ofrecimiento .de pruebas debe tener lugar en la audiencia constitucional, asl lo prescribe 

el articulo 151. 

4.6.1 DOCUMENTAL 

La prueb·a documental puede presentarse precedentemente a la celebración de la 

audiencia constitucional, lo cual puede ser, desde la presentación de la demanda de 

garantlas, o en su caso en cualquier momento hasta antes de la audiencia, o en la 

audienCia misma. En la conjetura, que los documentos se presentaran con anticipación a 

la celebración de la audiencia, el Juez deberá hacer relación de ellos y tenerlos por 
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recibidos en ese acto, aun cuando no exista gestión expresa del interesado, tal y como Jo 

dispone el articulo 151. 

Con Ja teleologla de que las partes, puedan rendir pruebas en Ja audiencia 

constitucional, con fundamento en el articulo 152 de Ja Ley que regula Ja Materia, las 

autoridades están obligadas a expedir copias y documentos que soliciten las partes para 

ser rendidos como prueba en la audiencia, en Ja inteligencia que si las autoridades no 

cumplieren con ello el interesado, solicitará al Juez que requiera a las mismas en un 

término que no exceda de diez días. De ahí, que una correcta interpretación de este 

precepto legal, nos lleva al convencimiento de que, para que se actualice Ja obligación 

del Juez de Distrito de requerir a las autoridades omisas, es necesario que previamente 

exista solicitud de parte interesada, si se satisface ese imperativo, a solicitud del 

interesado el Juez Federal hará el requerimiento y aplazará Ja audiencia constitucional 

por un término que no exceda de diez días. 

4.6.2.-TESTIMONIAL Y PERICIAL. 

De conformidad con el articulo 151 de Ja Ley de Amparo las pruebas pericial y 

testimonial deberán ser ofrecidas cinco días hábiles antes de Ja fecha seftalada para la 

audiencia, sin contar el del ofrecimiento ni el seftalado para Ja propia audiencia, 

exhibiendo copias de Jos interrogatorios para las autoridades responsables y Ministerio 

Público, partes en el juicio de amparo al tenor de Jos cuales deban ser examinados Jos 

testigos o del cuestionario para Jos peritos, a fin de que estén en posibilidad de formular, 

por escrito o verbalmente, repreguntas al verificarse Ja audiencia o bien puedan designar 

también un perito, según se trate de prueba testimonial o pericial. 
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El segundo párrafo del dispositivo legal de referencia, calcadamente dice: 

"Cuando las partes tengan que rendir prueba testimonial o pericial para acreditar 

algún hecho, deberán anunciarla cinco días hábiles antes del sei'lnlado para la celebración 

de la audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el sei'lalado para Ja propia 

audiencia, exhibiendo copia de los interrogatorios al tenor de los cuales deban ser 

examinados los ·testigos, o del cuestionario para los peritos. El juez ordenará que se 

entregue una copia a cada una de las partes, para que puedan formular por escrito o 

hacer verbalmenté repreguntas, ni verificarse la audiencia. No se admitirán más de tres 

testigos por cada heého. La prueba de inspección ocular deberá ofrecerse con igual 

oportunidad que In testimonial y Ja pericial". 23 

En· función de una adecuada interpretación de esta parte del artículo 151 que 

textualmente se cita, debe considerarse que las copias de los .interrogatorios o de los 

cuestionarios innegablemente deben ser exhibidos en el término previsto en el articulo 

en comento, pues In omisión de tales copias imposibilita a las partes para repreguntar a 

los testigos en Ja audiencia o para designar también un perito que se asocie al nombrado 

por el juez o rinda un dictamen por separado, ya que el propio dispositivo en comento en 

su último párrafo dispone que al promoverse la prueba pericial, el juez hará designación 

de un perito o de los que estime pertinentes para la práctica de la diligencia, sin 

detrimento que las partes puedan designar perito para que se asocie al nombrado por el 

Juez, o bien, rinda su dictamen por separado. 

4.6.3.-INSPECCIÓ"I OCULAR. 

"Ley de Amparo. Articulo 15t. Ob. Cit., p. 56. 
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Esta debe ofrecerse en" análogo término procesal en que se anuncia la pericial y la. 

testimonial, es decir, cinco días antes del señalado para la celebración de la audiencia 

constitucional, sin conta~·~I del' ofr~cimiento ni el seilalado para la propia audiencia, tal 

y como lo prevé el articulo ,ISL 

El distingliido jurista Eduardo Pallares, sustenta, que la "Inspección ocular es un 

acto jurisdiccioria1 '(¡lí'e tiene· por objeto que el Juez tenga un conocimiento directo o 

sensible de Una CC)~B O persona relacionadas con el litigio". 24 

: "La íns.pección judicial, que por regla general es practicada por el secretario o el 

Actuario del juzgado (nada impide que la efectué personalmente el Juez) tiene por 

finalidad· dejar constancia de todo aquello que pueda ser sensitivamente, es decir, 

me.diente d .. 'ejercicio de cualquiera de los sentidos (de ahí que existan inspecciones 

oculares, auditivas, olfativas y gustativas y que sea incorrecto que la ley les denomine 

·•ócular', que es tan sólo una de sus especies). Pero quien practique la inspección debe, 

comó si fuera una máquina carente de discernimiento, limitarse a asentar, en el acta que 

al respecto levante, lo que apreció por medio de sus sentidos, absteniéndose de deslizar 

cualquiera apreciación o consideración valorativa, pues la valoración de la prueba 

incumbe en exclusiva al juzgado y debe realizarse precisamente en la sentencia" 25 

4.6.4.- CARGA DE LA PRUEBA. 

De la lectura del articulo 149 de la Ley de la Materia, se discierne que a la 

autoridad responsable le incumbe acreditar la inexistencia del acto reclamado y la 

constitucionalidad del mismo. A contrario sensu, es el quejoso quien debe probar la 

2
• Pu llares, Eduardo ... Diccionario 'de derecho ProCesa·I. Ci~Ú·9. POnúo, 

2
' Suprema Corte.de, Justicia de la ~aci6n.-



100 

existencia del acto reclamado y la inconstitucionalidad de éste, sólo queda exento de esta 

carga procesal en dos supuestos, cuando .la responsable no rinda su informe justificado, 

ya que en todo caso, se establece la presunción de certeza del acto, y cuando el acto es 

inconstitucional en si mismo, pues en ese supuesto la prueba del acto implica la de su 

inconstitucionalidad. Ahora bien, si la autoridad reconoce en su informe la existencia 

del acto, empero sostiene la legalidad del mismo, de igual modo el quejoso tendrá la 

carga de la prueba, cuando el acto no es violatorio de garantfas en sí mismo, sino que su 

constitucionalidad o inconstitucionalidad dependa de otros motivos, datos o pruebas que 

lo hayan fundado. 

4.7.- AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. 

En el auto inicial de la admisión de la demanda se señalará día y hora para que 

tenga verificativo la audiencia constitucional a más tardar dentro del término de treinta 

días que le sigan al auto que admite la demanda de garantías, así lo dictamina el primer 

párrafo del articulo 147 de la Ley de Amparo. Sin embargo existe una excepción a esta 

regla genérica, y se actualiza en la conjetura que se impugnen leyes declaradas 

inconstitucionales por la jurisprudencia de la suprema Corte, que en todo caso el Juez de 

Distrito tendrá el deber de señalar la audiencia constitucional dentro de los diez días 

cantados a partir de la admisión de la demanda, así mismo la rendición del informe .. 
justificado por parte de las responsables se acotará a tres días improrrogables contados a 

partir del auto en mención, de acuerdo a lo prescrito por el artículo 156 del mismo 

ordenamiento legal aludido con antelación. 

El Doctor Ignacio Burgoa, sustenta que la audiencia constitucional "Es un acto 

procesal, un momento que tiene lugar dentro del procedimiento, en el cual se ofrecen y 

se desahogan pruebas aducidas por las panes, se formulan por éstas los alegatos en 
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apoyo de sus respectivas pretensiones, y se dicta el fallo correspondiente por el órgano 

de control que resuelve el juicio de amparo en el fondo, que soluciona la cuestión 

constitucional suscitada o que decreta el sobreseimiento del mismo" 26 

Se Je conoce como .cónstitucional en función de que en la misma, la partes deben 

aportar elementos para dirimir si los actos reclamados son o no inconstitucionales, o Ja 

improcedencia de la acción de amparo. si se actualiza alguna de las causales contenidas 

en la Constitución, el la Ley de la Materia o Jurisprudencia de la Suprema Corte. 

El texto del artículo 149 de la Ley de La Ley de Amparo prevé la posibilidad que 

la audiencia constitucional pueda ser diferida o suspendida a petición del quejoso o del 

tercero perjudicado, en el supuesto que el informe justificado se rinda con menos de 

_ocho días de anticipación para la celebración de la audiencia constitucional, pues el 

quejoso no estaba en condiciones de conocerlo con la debida oportunidad, la solicitud 

poctrá .hacer8e. incluso verbalmente en el momento de la audiencia. 

Es substáncial _apuntar que. el articulo en mención, otorga al Juez potestad 

decisoria, pues ~I ell1plear 1~ paÍabra "podrá", implica que queda a su prudente arbitrio el 

conceder o riegar. el -·cliferl~i~nt~. o suspensión de la audiencia constitucional, luego 

entonces, aiJn cuando las partes así lo soliciten, no garantizadamente procederá. 

La audiencia será pública con fundamento en el artículo 154 de la Ley de 

amparo. Una vez declarada abierta de conformidad con el artículo 155 se procederá a 

recibir las pruebas, los alegaios, el pedimento del Ministerio Público y se dictará 

Resolución. 

La audiencia Constitucional se constituye en tres periodos: probatorio, alegatos 

y sentencia. 

>• BURGOA Orihucla, Ignacio. Ob. Cit., p 667. 



102 

4.8.- ALEGA TOS 

"Una vez terminado el periodo de pruebas, el Juez de Distrito, de conformidad con el 

articulo 155 de la Ley de Amparo, debe: 

-Recibir los alegatos de las partes, formulados por escrito. 

Las partes podrán alegar verbalmente, pero sin exigir que sus alegatos se hagan 

constar en autos y sin que tales alegatos puedan exceder de media hora por cada parte, 

incluyendo réplicas y contrarréplicas. 

Lo anterior admite una excepción, cuando se trate de actos que importen peligro de 

privación .de layida, ataques a la libertad personal, deportación; destierro o alguno de los 

prohibidos por _el. articulo 22 constitucional, caso en el cual el quejoso podrá alegar 

VerbaJi;nente; asentándose en autos un extracto de S!-IS alegaciones, si aquél Jo Solicita. 

··Son lo~ alegátos !Os razcinamientos que cada partei·quejoso, autoridad responsable o el 

tercero ~erj~dÍcado, o las personas que están' auÍo~i~das al efecto por cada una de ellas, 

presentan :ve~balmente o por escrito al. j1:1ez o tribunal, fundados en la lógica y el 

derecho, -insisti~ndo _en la justicia de sus pretensiones (mismas que hicieron valer en la 

de~anda, en el informe o en el ·escrito del tercero perjudicado) sobre las que están 

llamados' a decidir, haciendo las consideraciones necesarias sobre la certeza o no de los 

derechos fundatorios de la demanda, las reflexiones y deducciones que suministran , a su 

favor la· pruebas aportadas, as! como contradiciendo o impugnando las pretensiones de 

las otras partes, el valor de sus pruebas y la no aplicabilidad de los conceptos que 

invocan o de las causas de improcedencia alegadas, esforzándose cuanto puedan para 

demostrar In verdad de sus dichos y la justicia de su derecho. En suma, convenciendo al 
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juez o tribunal que quedó demostrado en loa autos de juicio de amparo la existencia o no 

de los actos reclamados y la inconstitucionalidad o ilegalidad o no de dichos actos." 27 

Es oportuno señalar, que no existe sustento jurldico para que el Juez de Distrito 

se obligue a examinar en sentencia los argumentos vertidos por las partes en los 

alegatos, en razón que no integran lf! litis. As! lo ha sostenido la Suprema Corte al 

dirimir contradicción de jurisprudencia: 

.. ALEGATOS. NO FORMAN PARTE DE LA LITIS EN EL .JUICIO DE 

AMPARO. 

Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia publicada con el 

número 42, en la página 67, de la Octava Parte, del Apéndice al Semanario Judicial de la 

Federación 1917-1985, sostuvo el criterio de que el juez de Distrito exclusivamente está 

obligado a examinar la justificación de los conceptos violatorios contenidos en la 

demanda constitucional, en relación con los fundamentos del acto reclamado y con los 

aducidos en el informe con justificación; pero, en rigor, no tiene el deber de analizar 

directamente las argumentaciones que se hagan valer en los alegatos, ya que no lo 

exigen los artículos 77 y 155 de la Ley de Amparo; este criterio debe seguir 

prevaleciendo, no obstante que con posterioridad mediante Decreto de treinta de 

diciembre de mil novecientos ochenta y tres, publicado el dieciséis de enero de mil 

novecientos ochenta y cuatro, se hubiera reformado el articulo 79 de la Ley de Amparo, 

que faculta a los Tribunales Colegiados de Circuito y a los jueces de Distrito para 

corregir los errores que adviertan en la cita de los preceptos constitucionales y legales 

que se estimen violados, así como examinar en su conjunto los conceptos de violación y 

los agravios, "asl como los demás razonamientos de las partes", a fin de resolver la 

cuestión efectivamente planteada, pues basta el análisis del citado precepto para advertir 

que no puede estimarse que tal reforma tuvo como finalidad incorporar forzosamente los 

27 POLO Bemat. Efrain ... El Juicio de Amparo Contra Leyes". Ed. Porrúa. S.A .. México 199 J, pp. 211-
212 
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alegatos dentro de la controversia constitucional, sino que exclusivamente está 

autorizando In interpretación de In demanda con· el objeto de desentrai'lar la verdadera 

intención del quejoso, mediante· el análisis integro de los argumentos contenidos en la 

misma y de las demás constancias de autos que se encuentren vinculadas con In materia 

de la litis, como lo son: el acto reclamado, el informe justificado, y las pruebas 

nponadas, en congruencia con lo dispuesto por los anfculos 116, 147 y 149 de la 

invocada ley, ya que sólo estos planteamientos pueden formar parte de la litis en el 

juicio constitucional, además, de . que atenta la naturaleza de los alegatos, estos 

constituyen simples opiniones o conclusiones lógicas de las partes sobre el fundamento 

de sus respectivas pretensiones, sin que puedan tener In fuerza procesal que la propia ley 

le reconoce a la demanda y al informe con justificación, por lo que no puede constituir 

una obligación pnra el juzgador entrar ni estudio de los razonamientos expresados en 

esos alcgatos."28 

4.9.- SENTENOA. 

La sentencia es In pináculo del proceso, In resolución con la que fenece el juicio, 

por la que el juzgador define la constitucionalidad o inconstitucionnlidad de In ley (en 

caso de amparo contra leyes) o de otros netos reclamados (para el supuesto que la 

demanda de garantías no sea en contra de normas), concediendo o negando el amparo y 

la protección de la justicia de In Unión. 

Como ya anotamos con antelación, la sentena forma parte de la audiencia 

constitucional, según lo estipulado por el articulo 155 y debe dictarse en ese momento, 

21 SUPREMA Corte de Justicia. Instancia: Pleno. Fuente: Apéndice de 1995. Época: Octava Época. Tomo 
VI, Parte SCJN.-Tesis: 43 Págin_a: 27. Tesis de Jurisprudencia. 
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empero en términos pragmáticos, los Jueces de Distrito no pronuncian la resolución en 

la audiencia, reservándose para hacerlo en el momento que las labores del juzgado lo 

permitan. 

4.10.- SENTENCIA EJECUTORIADA. 

La sentencia de amparo se declara ejecutoriada en dos supuestos. 

t.- En virtud de la omisión de haber interpuesto el recurso de revisión a que se 

refiere el artículo 83 de la Ley de amparo, o bien s~ presentó pero fuer~ del tém~ino que 

prescribe el ultimo párrafo del indicativo en ine'nción; y 

2.- Hnbiéndose .. inte;,,u~stc;,·.el ,recurso In, Suprema .Corte ( competente para 

conocer este cuándo se impugna hÍ incostiÍuclonalidád 'de leyes en términos del articulo - --.-, .... - . -- .. -. . .',-'. . 

84, fracción primera incisoa. ) este Trib1:1nnl_ Suprem';l confirmó la sentencia recurrida. 

En la hipótesis que se haya declarado ~ej~titorlad~ una sentencia en la que se 

haya concedido el amparo y In protección de la'J~~ilcÍa federal, se deberá requerir a las . ' . . . 

autoridades responsables con la teleologla de hacer· cumplir la norma individualizada 

contenida en ella, ciñéndose a lo previsto en los articulo a 104 a 113, ya que este último 

dispositivo indica groso modo, que no podrá archivarse ningún juicio de amparo sin que 

antes quede totalmente cumplida la sentencia en que se haya concedido al quejoso la 

protección constitucional o bien, apareciere que ya no existe materia para la ejecución. 

En lo que constriñe al término pare exigir el cumplimiento de una ejecutoria de 

amparo, es substancial señalar que ni el Texto Fundamental, ni la Ley Reglamentaria 
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exteriorizan tiempo perentorio, luego entonces, se discierne que el derecho para exigir su 

cumplimiento es de carácter imprescriptible. 

4.Il.- EFECTOS DE LA SENTENCIA QUE AMPARA 
. . . . .. 

CONTRA UNA LEY. 

En la suposición que la sentencia otorgue el amparo y la protección de la justicia 

federal al quejoso y ésta ha causado ejecutoria, los efectos son restituir al agraviado en el 

goce de la garant(a individual violada, restableciendo las cosas a la etapa que t!;n!an 

antes de la violación, cuando el acto reclamado sea de carácter positivo, es decir, una 

acción por parte de la autoridad responsable; y cuando sea de carácter negativo, o sea, 

una omisión o abstención de ésta, el efecto estriba en obligar, a la autoridad responsable 

a que obre en el sentido de respetar la garantía transgredida y a cumplir por su parte lo 

que la misma garant!a exija, as( lo requiere el articulo 80 de la -Ley que regula la 

Materia.-

De acuerdo -con __ el principio de relatividad de las sentencias del amparo, 

contenido e~ io~,artl~!ilº~'.l07; fr~c~Íór{ 11, prinm pdrrnfo de la Constitución Política de 

los Estado~ Únido;~Mexiéalicís y 76 de lá L~y que Reglamentaria de los articulas 103 y 

107 d~ e;ta NiJ~~ F~rid~_lllental, la simt;ncla sólo se singulariza de amparar y proteger 

áI quejo~o; sin h~cé_r ii'na 'declilra~ión gen~ral ~~specto de la Ley o acto que la motivare. 

En ese orden de ideas, es de elemental importancia apuntar, que si la sentencia de 

amparo es relativa a una ley 'que el agraviado impugnó por inconstitucional, el efecto de 

la sentencia que h~ya reconocido tal inconstitucionnlidad, no invalida la ley, únicamente 

se constriñe a ordenar la no aplicación de ella para el impetrante de garantías que se le 
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haya concedido el amparo y la protección de la justicia federal, sin trascender n para que 

gocen.de ese ben~ficioaquellos que no instancinroncl órgano de co11tr?lc<irÍstitucional. 

. De ahl•que consobrada•razón, el eminente)~ri~ta·~\1\'elltino v.:.castro.señala· 

·~=s.:~~t:~~.t~~~~;t~1~\~~~k~l';~r~~~r::· 
·:~~/·" '-~·.~.:-.~- --.·-: .. -, ,_ ..... ··,i; »;··1·,t-2'·. :~~(-",-~:_::-. ·,:·:·:: ,·-., 

~ <;' -: · _ _;'~.~-:.~-=-~··-~ ,"t< ;:-"; ,, .>·.--'•·'<':. 

·Luego· entonces; I~~ efectos· de ·la.sentenéias····quc conceden el amparo y. la 
'_! -. . . ~-- ; ' .. - ,. ' - . . - - . - .; • : ::·: - ··:-.'. "{ : . _' •. " 

protección:·de In justicia federal contra leyes h1constitucionales es el de nulificar la 

v·~lideijÍtr!dfca de la ley reclamada en relaclón có~ ~1 quejoso únicamente, y el de que 

ningun~ autoridad puede volverle a aplicár válidamente la norma jurídica que. ya se 

juzgó: dado que la situación jurldica del quejoso se rige por In sentencia protectora, es 

decir, la declaración de amparo tiene consecuenciasjuridicas en relación con los actos de 

aplicación futuros, lo que significa que la ley ya no podrá válidamente ser aplicada al 

peticionario de garant!as que obtuvo la protección constitucional, la aplicación por parte 

de la autoridad implicaría la violación n la sentencia de amparo que declaró la 

inconstitucionalidad de la ley en relación con el quejoso, así la ha establecido la 

Jurisprudencia: 

"AMPARO CONTRA LEYES. SUS EFECTOS SON LOS DE PROTEGER 

AL QUEJOSO CONTRA SU APLICACIÓN PRESENTE Y FUTURA. 

El principio de relatividad de los efectos de la sentencia de amparo establecido en 

los art!culos 107, fracción 11, constitucional y 76 de la Ley de Amparo, debe 

interpretarse en el sentido de que la sentencia que otorgue el amparo tiene un alcance 

relativo en la medida en que sólo se limitará a proteger al quejoso que haya promovido 

el juicio de amparo. Sin embargo, este principio no puede entenderse al grado de 

2~ CASTRO, Ju\'entino V, "Hacia el Amparo Evolucionado"". Ed. Pomia S.A .• México 1971 p-41. 
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considerar que una sentencia que otorgue el amparo contra una ley sólo protegerá al 

quejoso respecto del acto de aplicación que de Ja misma se haya reclamado en el juicio, 

pues ello alentarla contra la naturaleza y finalidad del amparo contra leyes. Los efectos 

de una sentencia que otorgue el amparo al quejoso contra una ley que fue señalada como 

acto reclamado son Jos de protegerlo no sólo contra actos de aplicación que también 

haya impugnado, ya que la declaración de amparo tiene consecuencias jurídicas en 

relación con los actos de aplicación futuros, lo que significa que la ley ya no podrá 

válidamente ser aplicada al peticionario de garantías que obtuvo la protección 

constitucional que solicitó, pues su aplicación por parte de In autoridad implicaría la 

violación n la sentencia de amparo que declaró la inconstitucionalidad de la ley 

respectiva en relación con el quejoso; por el contrario, si el amparo le fuera negado por 

estimarse que In ley es constitucional, sólo podría combatir los futuros actos de 

aplicación de In misma por los vicios propios de que adolecieran. El principio de 

relatividad que sólo se limita a proteger al quejoso, deriva de la interpretación 

relacionada de diversas disposiciones de la Ley de Amparo como son los art!culos 11 y 

116, fracción 111, que permiten concluir que en un amparo contra leyes, el Congreso de 

la Unión tiene el carácter de autoridad responsable y In ley impugnada constituye en si el 

neto reclamado, por lo que la sentencia que se pronuncie debe resolver sobre la 

constitucionalidad de este acto en si mismo considerado; asimismo, los art!culos 76 bis, 

fracción 1, y 156, que expresamente hablan de leyes declaradas inconstitucionales por la 

jurisprudencia de la Suprema Cone de Justicia de In Nación; y, finalmente, el articulo 

22, fracción I, conforme ni cual, una ley puede ser impugnada en amparo como 

autoaplicativa si desde que entra en vigor ocasiona perjuicios al particular, Jo que 

permite concluir que al no existir en esta hipótesis neto concreto de aplicación de la ley 

reclamada, la declaración de inconstitucionalidad que en su caso proceda, se refiere a la 

ley en si misma considerada, con los mismos efectos antes precisados que impiden 

válidamente su aplicación futura en perjuicio del quejoso. Consecuentemente, los 

efectos de una sentencia que otorga Ja protección constitucional al peticionarlo de 

garantias en un juicio de amparo contra leyes, de acuerdo con el principio de relatividad, 

son los de proteger exclusivamente al quejoso, pero no sólo contra el acto de aplicación 
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con motivo del cual se haya reclamado la ley, si se impugnó como heteroaplicativa, sino 

también como en las leyes autoaplicativas, la de ampararlo para que esa ley no le sea 

aplicada válidamente al particular en el futuro".3º 

4.12.- SOBRESEIMIENTO. 

El sobreseimiento es un acto procesal en el amparo, que estriba en una resolución 

por parte del órgano de control constitucional, que pone fin al juicio, sin entrar a dirimir 

en lo absoluto lo atinente a la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto 

reclamado, es decir, no resuelve el fondo del asunto. 

La figura procesal de mérito esta regulada por el artículo 74 de la Ley de 

Amparo. Partiendo de la premisa que la audiencia constitucional es el momento procesal 

donde las partes tienen derecho a rendir pruebas sobre la certeza del acto que se reclama, 

el sobreseimiento debe decretarse en la audiencia constitucional y no antes, en virtud 

que si se realiza con antelación se quita al quejoso la posibilidad de probar los hechos 

que asevera, a menos que se trate de los casos previstos en las fracciones 1 y JI del 

dispositivo antes aludido, o sea, desistimiento expreso del quejoso o cuando este muera 

durante el juicio, pues la garantía reclamada solo afecta a su persona, existe la 

posibilidad de decretarlo con prelación a la audiencia constitucional, ya que dichas 

causas resultan incontrovertibles, cuya operancia no es susceptible de desvirtuarse. 

4.13.- REVISIÓN. 

JO SUPREMA Corte de Justicia. Instancia; Pleno. Fuente: Apéndice de 1995. Época: Octa\'a Época. Tomo 
VI, Parte SCJN. Tesis: 43 Página: 27. Tesis de Jurisprudencia 
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El sustento constitucional respecto de la procedibilidad del recursode revisión en 
' ,' - ' 

contra de las sentencias pronunciadas por los Jueces· de Distrito. que dirimen la 

constituci.onalidad de una ley, esta estipulado en el articulo 107 frÍlc~iÓn Vll inciso a) del 

Texto Fundamental, misma que calcadamente reza: 

"Art. t"07.-Todas las controversias de que habla el Articulo 103 se sujetarán a los 

procedimientos y formas del orden jurfdico que determine la ley, de acuerdo a las bases 

siguientes: 

... Vlll.- Contra las sentencias que pronuncien en amparo los Jueces de Distrito o 

los Tribunales Unitarios de Circuito procede revisión. De ella conocerá la Suprema 

Corte de Justicia: 

a).- Cuando habiéndose impugnado en la dérimnda de, amparo,_ por estimarlos 

"directamente violatorios de esta Constitución, 1'eye~ '. fed~r~l~s .'o.•. locales, tratados 
. . - ·~,.·, .. . . 

internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente ~eia RepÓblica de acuerdo con 

la fracción 1 del Articulo 89 de esta Constitu~ióri". y ~eiiÍhlllentos de leyes locales 

expedidos por los gobernadores de los Estados o por i:Í Jefe dCI Distrito Federal, subsista 

en el recurso el problema de constitucionalidad." 3 .1 

De igual modo, el articulo 84, fracción 1, inciso a), de la Ley de la Materia, en 

relación al tema de mérito expresa: 

"ARTICULO 84.- Es competente la Suprema Corte de Justicia para conocer del 

recurso de revisión, en los casosºsiguientes: 

1.-. Contra . las· sentencias .pronunciadas en la audiencia constitucional por los 

jueces de Distriio, c~;~~c{ · 
; ·~ ..... '~><'" ~;.::~~·.: ~ 

31 'coristituCión POlitiéa.dC iOS'.ÉS.tDdos Unidos Mexicanos. Artkulo 107 Fracción VJJ inciso a. Ob. Cit, 
p.89 . . . . .... ·.\ :.; 

- . .....:: --- -- ·-- ---.-:--~----
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a) Habiéndose impugnado· en la demanda de amparo, por estimarlos 

inconstitucional~s," leye~ · federales . o· locales, tratados internacionales, reglamentos 

expedidos po~ el Presidente de Ja R~pública de acuerdo con la fracción 1 del artículo 89 
,, ' .:·.,.-,,% 

constitucional j• :reglal!1~ntó_s de' leyes locales expedidos por los gobernadores de los 

Estados, ocu'a~do';'n"ta'senténcia se establezca la interpretación directa de un precepto 

de la Coristii~ci{;n¡~~t~iitaeri ;, recurso el problema de constitucionalidad." 32 

Como· se observa en los dispositivos legales en cita, tanto la Carta Suprema como 
'. ;:_- .. --:._., ... 

la Léy de.Amparo;.'establecenla competencia de la Suprema Corte de Justicia para 

·conocer de los· recursos ·de révisión en contra de sentencias en las que se haya efectuado 

la interp;ctaciÓn dlrecta de un precepto constitucional. Asimismo, de los art!culos JO 

fracción JI, inciso a) y 21 fracción JI, inciso a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 

la Federación, se desprende que pueden válidamente conocer de las revisiones de 

amparos indirectos, tanto el Pleno, como las Salas, de la suprema Corte, preceptos que 

en lo conducente textualmente exteriorizan: 

"ARTICULO 10. La Suprema Corte.de Justicia conocerá funcionando en Pleno: 
- ._ . -. - . . 

... JI. Del recurso de revisión contra se~tencÍ~s proitunciadas en la audiencia 

constitucional por losjüec:~s de .distrlto. o, los trlbu~~les unitarios de circuito, en los 

siguientes casos: 

a) Cuando subsista en· el recurso el problema de constitucionalidad de normas 

generales, si en la demanda de amparo se hubiese impugnado una ley federal, local, 

del Distrito Federal, o un tratado internacional, por estimarlos directamente 

violatorios de· un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mcxicanos;".33 

" Ley de Amparo. Artículo 84. Ob. Cit., p.32 
" Ley Orgánica del Poder Judicial de In Federación. Articulo 1 O. Ob. Cit, p. 3 
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Ley Orgánica Del Poder Judicial de la Federación 

"ARTICULO 2 l. Corresponde conocer a las Salas: 

... 11. Del recurso ·de.revisión en·amparo contra sentencias pronunciadas en la . . . 
audiencia constitucional por los jueces· de distrito o tribunales unitarios de circuito, en 

los siguientes casos: 

a) Cuando subsista en el recurso el problema de constitucionalidad, si en la demanda 

de amparo se hubiese impugnado un reglamento federal expedido por el Presidente 

de la República, o reglamentos expedidos por el gobernador de un Estado o por el 

Jefe del Distrito Federal, por estimarlos directamente violatorios de un precepto de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o si en la sentencia se 

establece la interpretación directa de un precepto de la misma en estas materias ... "34 

En el supuesto que en la sentencia de amparo contra leyes, el Juez de Distrito, se 

singulariza a otorgar la concesión del amparo, en lo que constriñe a los actos de 

aplicación de la ley, y no en lo relativo a la ley misma, el agraviado está legitimado para 

interponer el recurso de revisión, con fundamento articulo 84 ·fracción I de la Ley de 

Amparo, contra de esa sentencia que en el caso en comento le es desfavorable, pues 

como ya apuntamos con antelación, en lo atinente a la inconstitucionalidad de leyes, 

cuando se impugnan a través del amparo, el efecto de la sentencia no sólo es el de dejar 

insubsistentes los actos de aplicación reclamados, sino el de impedir que el dispositivo 

combatido se pueda volver a aplicar en perjuicio del quejoso. 

Una vez admitido el recurso de revisión por la Suprema corte de Justicia, con 

fundamento en el artículos 90 en relación con el 182 de la Ley de la Materia, se mandará 

turnar el expediente dentro del término de diez dias a un ministro relator con la finalidad 

de que formule por escrito, dentro de los treinta días siguientes, el proyecto de la 

"Ob. Cit. Anículo 21. p. 10. 
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resolución, se dará,copia d~I proyecto en comento a los otros' ministros. Si en función de 

la, importancia del negocio() 1.0, ~buitadC>del expecliente, el Mirli~tro relator estima que 

no es suficiente eJ pJaZO exteriorizado Cori anteriC>ridád para .que formule eJ proyecto, 
'', '• .··:·- ... ·-· .. ·· -- . . . . 

solicitará la' ámpl~ación d,el término de mérito por el tiempo que sea necesario. 

Fonnulado el proyecto de sentencia, se pasará a señalar día y hora para que el 

mismo sea discutido y resuelto, en sesión pública, existiendo la posibilidad de prorrogar 

la resolución por una sola vez. 

4.14.- POR EXCEPCIÓN LOS TRIBUNALES COLEGIADOS 

CONOCEN DEL AMPARO CONTRA LEYES. 

Por excepción los Tribunales Colegiados de Circuito son competentes para 

resolver la constitucionalidad de una ley, en razón de lo que a continuación se explica: 

El articulo 107 fracciones V y VI de la Constitución General de la República, en 

Jo que nos interesa concretamente dispone: 
.-:, >-,~:,·.:, --.:·::.:~ ,_· 

,-:· 

.. Art. 1 07 -~ Tiid~~ las cÓntroversiás 'd~ qué hablll eÍ Articuló 1 03 se sujetarán a los 

procedimientos 'y,rorll'l~~··d~J ~~den Jurldic~ qu~ determi~e Ja Je;, de acuerdo a las bases 

siguientes: 

.;. v:- , El amparo contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que 

pongan finaljulcio, sea·que la violación se cometa durante el procedimiento o en la 

seritencia mis~a. sé promoverá ante el tribunal colegiado de circuito que corresponda, 

conforme ·a la ct'istribución de competencias que establezca la Ley Orgánica del Poder 

Judicial dela Federación ... 
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VI.- En los casos a que se refiere la fracción anterior, la ley reglamentaria de los 

artículos 103 y 107 de esta Constitución sei'lalará el trámite y Jos términos a que deberán 

someterse Jos tribunales colegiados de circuito y, en su caso, la Suprema Corte de 

Justicia, para dictar sus respectivas resoluciones" 35 

A su vez el articulo 84 de la Ley de amparo determina: 

"ARTICULO 158.- El juicio de amparo directo es competencia del Tribunal 

Colegiado de Circuito que corresponda, en los términos establecidos por las fracciones 

V y VI del articulo 107 constitucional, y procede contra sentencias definitivas o laudos y 

resoluciones que pongan fin ni juicio, dictados por tribunales judiciales, administrativos 

o del trabajo, respecto de los cuales no procedu ningún recurso ordinario por el que 

puedan ser modificados o revocados, ya sea que la violación se cometa én éÚos o que, 

cometida durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al 

resultado del fallo, y por violaciones de garnntlas cometidas en las propias sentencias,. 

laudos o resoluciones indicados. 

Para los efectos de este articulo, sólo será procedente el juicio de amparo directo 

contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin ni juicio, dictados 

por tribunales civiles, administrativos o del trabajo, cuando sean contrarios a la letra de 

la ley aplicable al caso, n su interpretación jurídica o n los principios generales de 

Derecho a falta de ley aplicable, cuando comprendan acciones, excepciones o cosas que 

no hayan sido objeto del juicio, o cuando no las comprendan todas, por omisión o 

negación expresa. 

Cuando dentro del juicio surjan cuestiones, que no sean de Imposible 

reparación, sobre constitucionalidad de leyes, tratados Internacionales o 

"Constin1ci6n Polhica de Jos Estados Unidos Mexicanos. Anículo 107. Ob. Cit, p.87 
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reglamentos, sólo podrán hacerse valer en el amparo directo que proceda en contra 

de la sentencia definitiva, laudo o resolución que pongan fin al juicio" 36 

Luego entonces, amparo en contra de una sentencia definitiva en el que se 

aduzcan razones de inconstitucionalidad de la ley, debe promoverse como amparo 

directo ante un Tribunal Colegiado de Circuito, ya que son los únicos competentes, en 

ténninos del imperativo constitucional en cita para conocer el amparo contra sentencias 

definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, asimismo, el último párrafo 

del articulo 158 de la Ley de amparo, da competencia a éstos para examinar en el 

amparo directo lo constitucionalidad o inconstitucionalidad de las leyes, cuando las 

sentencias definltivas o los laudos se funden en las leyes opuestas a la Carta Suprema. 

·'·'·Lo anterior es as!, porque de lo contrario se reconocería competencia a los Jueces 

de Distrito, para conocer de juicios de amparo contra sentencias o laudos y resoluciones 

que. pongan fin al juicio, cuando tales resoluciones se sustenten en leyes 

inconstitucionales, lo cual es categóricamente antitético a lo que previene el articulo 107 

fracciones·V y VI del Texto Fundamental y a lo que prescribe el artículo 158 de la Ley 

.. d~ 'Amparo, pr~ceptos que nltidamente indican que la competencia para conocer de 

j~ici·o~ de''amp~ro contra las resoluciones de mérito son los Tribunales Colegiados de 

Circuito. 

Es substancial seftalar, que aún cuando genéricamente el amparo directo es de 

carácter uní-instancia!, en la especie existe Ja posibilidad de dos instancias, pues el 

mismo dispositivo constitucional en comento, en su fracción IX, instituye la procedencia 

del recurso de revisión ante la Suprema Corte de Justicia en contra de aquellas 

resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de 

Circuito, siempre y cuando decidan la inconstitucionalidad de una ley o establezcan la 

interpretación directa de un artículo de la Constitución. 

"Ley de Amparo. Anículo 84. Oh. Cit. p.32. 
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Por su parte In fracción V del articulo 83 de In Ley de amparo, en forma análoga 

al dispositivo constitucional en' mención dispone: 

"Procede el recurso de revisión: 

... V.- Contra las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los 

Tribunales Colegiados de Circuito, cuando decidan sobre la constitucionalidad de leyes 

federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de 

Ja República de acuerdo con Ja fracción I del articulo 89 constitucional y reglamentos de 

leyes locales expedidos por los gobernadores de Jos Estados, o cuando establezcan Ja 

interpretación directa de un precepto de Ja Constitución" 36 

Asimismo In fracción 11 del artlcúlo · 84. del mismo cuerpo legal antes 

mencionado, determina que es competente lasuprema Corte.de JustiCia, para conocer el 

recurso e revisión en las resoluciones que en ITiateria de. an1paro' directo dic,ten Jos 

Tribunales Colegiados de Circuito, siempre que decidan sobr,e J~ in~on~titi.icionalidad d~ 
leyes o realicen Ja interpretación directa de un precepto de Ja CnrtaSúprema; 

36 Ob. Cil., Arth:ulo 83. p. 31 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA.- Preexisten normas penales en nuestro sistema jurídico que lesionan 

garantías individuales de los gobernados consignadas en la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

SEGUNDA.- Las normas penales objeto de este trabajo quebrantan garantías de 

certeza y seguridad jurídica contenidas en la carta magna, asimismo infringen el 

principio de inocencia que nuestro país ha adquirido en virtud de In celebración de 

Tratados internacionales de conformidad con el articulo 133 de La Constitución General 

de la República. 

TERCERA.- Las garantías de .Certeza y seguridad Jurídica están contenidas en 

los articulas 14 a 23. de nuestro Código Supremo y constituyen una amalgama de 
- ' ' -

principios previos, requisitos, modalidades jurídicas, a que debe de constreñirse el acto 

de autoridad, p~rá poder afectar -la esfera jurídica de cada s1tjeto como gobernado, sin 

cuyo acatamient~ no -será válido desde el ángulo visual del derecho. 

CUARTA~~ El principio de inocencia es aquel en virtud del cual a toda persona 

inculpada\1~·uii_ déliio; tiene Derecho a que se le presuma su inocencia, mientras no se 

estable~ca' Íeg~l¡¡;enté su culpabilidad. nuestro país ha celebrado un número interesante 

de t;atado;, tidn~~-se:ie~~rca con mucho peso especifico el principio en comento. 

En nuest;: sist:e~ajurldico, los ~ratados Internacionales que celebre el Ejecutivo 

Federal y ratifique .el• S~naÍlo; s~Í-án'l~y su·p;~ri,'~;d~ Ia Unión, de conformidad con el 

articulo 133 de la C~~siituciÓri ~6Írti~~"<l.; i6~~;¡;Íl6sunidos Mexicanos. 

QUINTA.- El artic~l~Y~~~ bis -:;l~~digo ~e Procedimientos Penales para el 

Distrito Federal es -ine~nstiÍueional en razón. que tal dispositivo faculta al Órgano 
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Investigador, la integración de la averiguación y ejercitar acción penal, atendiendo 

solamente a los elementos objetivos del tipo penal, pues al cambiar a raíz de la reforma 

de marzo de 1999, el concepto de "elementos del tipo" por el 'de "cuerpo del delito" 

implica que se co,nsignen averiguaciones y por consecuencia se gire orden de 

aprehensión sin acreditar los elementos subjetivos y normativos del delito, pues la 

acepción cuerpo del delito, solo alude a los elementos objetivos del tipo, situación que 

implica una disminución en las exigencias constitucionales para que el órgano 

investigador consigne una averiguación previa ante los tribunales que no estén 

suficientemente investigadas, por tanto, sólo le constrií\e a raíz de la reforma en 

mención, comprobar los elementos objetivos o materiales de delito, pues los conceptos 

de cuerpo del delito y elementos del tipo penal, no son análogos; mientras que el 

primero de ellos debe entenderse como parte integrante del segundo ya que constituye 

los elementos objetivos del tipo penal, entendiéndose como el conjunto de elementos 

objetivos o externos que constituyen la materialidad de la figura delictiva descrita 

concretamente por la ley penal, la segunda acepción es mucho más amplia, pues son 

elementos del tipo penal: 

- Elementos objetivos 

- Elementos normativos, y 

- Elementos subjetivos. 

Los eleme~t;,s normativos del tipo penal, son aquellos que para tipificar una 

conduc,ta algunas veces es ineludible incrustar juicios normativos del hecho, en virtud de 

estar en posibilidades de realizar una valoración concreta de la conducta concebida en el 

tipo, penal. 'En algunas ocasiones, para tipificar una conducta, es necesario insertar 

juicios normativos del hecho, poder efectuar una valoración especial de la conducta 

plasmada en el tipo penal., es decir, en la aplicación de los elementos normativos del 

tipo el legislador ha implantado conceptos jurfdicos que no están determinados, en los 

cuales puede valerse en exigencia del vinculo del juez a la ley, por supuesto, que de los 

elementos en comento quedan exceptuados los conceptos jurídicos propios. 
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Los elementos subjetivos del tipo penal, son los que van a singularizarse a 

contemplar a la interición'..aláninu> o propósito que tuvo el sujeto, en la ejecución de 

algún il!cito .penal, o sea; se ocupan de circunstancias que se dan en el mundo interno, en 

la psique del autor. 

Luego enté:mces;: ·el articulo en comento infringe flagrantcmente garantías de 

certeza y seguridli<IJ~~dicá, vulnerando concretamente el articulo 16 Constitucional, ya 

que, 'aún cúani:to'el)'vÚnistcrio Público funda la consignación en el articulo adjetivo en 

estudio, asÍ.cC>mo cll el primer párrafo del dispositivo 19 constitucional, asimismo por lo 

~~e hac~ á. Ía motivación, el Órgano Investigador encuadra las circunstancia y 

modalidades del caso dentro del marco legal establecido en dichos indicativos legales, 

·sin · emba'rgo tales ordenamientos legales, gravitan en contra del ·.·~sph:Ítu:é'de la 

Constitución, que es el de investir de certeza y seguridad jurldica lo ac_tos de.autoridad, 

aún cuando en apariencia la Representación Social al Ejercitar AéCión Penal funda y 

motiva, no debe Ío~~rse como tal, ya que al prescindir de rcqttisitos de ~eguridad va en 

contara del dcsigniri_.de la Carta Suprema, por lo que a la luz del derecho y de nuestra 

. constitución .~º·debe t~n~r~e • por fundado. y motivado un acto de autoridad, que aún 

cuando. encu~litre s~~t~llio ji:il"Ídico;. violente los derechos subjetivos de los gobernados y 

ponga en· peligro 'cC>nsianie una de las más significativas garantías se los seres humanos, 
' - >· .. ~··-,_;,_,·:····"·< ·>· ~'<->l'-._~_:··, - . :_·,_·_. 

la. libértad; y•éJs'artlculo_::eri especie, faculta al ministerio público a consignar 

averiguacio~es ;~~~' llc>':·~stán . suficientemente investigadas y ha no obtener pruebas 
., " ., - ··)_;_. _._, ' 

suficientes;. dáda la· 'ó'misión de obligar a acreditar desde la Averiguación previa la 

totalidad de iós'e1e.rientos lníegrantes del tipo penal. 

La mengua de los requisitos en la Norma Fundamental para consignar una 

averiguación y que por consecuencia los jueces dicten órdenes de aprehensión para que 

se le detenga a la persona infringen garantías de certeza y seguridad jurídica, pues al 

hacerlo con requisitos exiguos, no aseguran de ningún modo que se garanticen los más 

esenciales derechos del gobernado. Dado que la reforma a los numerales 
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constitucionales ya mencionados incidió para que se transformara el numeral 297 del 

Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal a fin de tener concordia con 

ésta, en ese sentido uno de los requisitos para que los jueces dicten auto de formal 

prisión, se confina a que de lo actuado aparezcan datos suficientes que acrediten el 

cuerpo del delito por el cual deba seguirse el proceso, por lo que tal dispositivo es de 

igual modo inconstitucional. 

SEXTA.- El articulo 168 del Código Federal de Procedimientos Penales es 

inconstitucional en función que, de manera parecida al articulo anterior, el presente 

dispositivo de la Ley Adjetiva Penal Federal, también fue objeto de reforma en marzo de 

1999 y en función de ésta le unge facultades al Órgano Investigador para consignar 

averiguaciones acreditando únicamente el cuerpo del delito y en su caso los elementos 

normativos, asi· corno la probable responsabilidad del indiciado, confundiendo estos 

últimos corno parte de los primeros. 

El articulo en estudio, si torna en cuenta los elementos normativos, aún cuando, 

los confunde como integrantes del cuerpo del delito, sin embargo preexiste un alto grado 

de flexibilidad de la ley para que el Ministerio Publico consigne averiguaciones que no 

están debidamente investigadas, pues aún en este articulo faculta al investigador de 

delitos para no entrar al estudio de los elementos subjetivos de delito. Por tanto, este 

dispositivo penal federal adjetivo, se utiliza transgrediendo los derechos subjetivos de 

los gobernados y poniendo en persistente peligro una de las garantías más significativas 

de los seres humanos, la libertad, pues el Ministerio Público consigna averiguaciones 

que no están suficientemente investigadas, en las cuales no se obtienen pruebas 

suficientes, dada la omisión de acreditar desde la averiguación la totalidad de los 

elementos integrantes del tipo. penal, por lo que, El Ministerio Público al Ejercitar 

Acción Penal, viola flagrantemente las Garantías de Legalidad y seguridad Jurídica 

contenidas en la Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos, ya que al 

hacerlo con requisitos exiguos, no aseguran de ningún modo que se garanticen las más 

esenciales garantias del gobernado, conculcando de manera específica lo establecido en 
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el primer párrafo del artículo 16 de la Carta Magna, en los términos exteriorizados en el 

estudio del articulo anterior. 

StP'nMA.- El articulo 134 del Código Federal de Procedimientos Penales es 

inconstitucional, en virtud, que tal precepto legal también fue alcanzado por la reforma 

de marzo de 1999, y el mismo faculta al Ministerio Público para ejercitar acción penal 

acreditando en la averiguación previa únicamente el cuerpo del delito y la probable 

responsabilidad del indiciado, sin perjuicio de lo dispuesto por la Fracción 11 del articulo 

IS del Código Penal Federal; pero lo que es peor, expresamente exterioriza el mismo 

articulo a través del segundo párrafo la prohibición al órgano jurisdiccional para que 

entren al análisis de las excluyentes del delito, atinentes a la ausencia de los elementos 

subjetivos.del mismo, redarguyendo que éstos serán objeto de estudio en forma ulterior a 

que se haya dictado el auto de formal prisión o de sujeción a proceso. Empero Tal 

aberración no termina ah!, el mismo párrafo del articulo en comento, manifiesta que tal 

disposición es "sin perjuicio del derecho del inculpado de acreditar ante el propio 

Ministerio Público la inexistencia de los mencionados elementos subjetivos del tipo", 

pues basta un razonamiento lógico para discernir que es materialmente imposible 

demostrar hechos negativos, luego entonces, resulta un disparate que se le de la 

posibilidad al indiciado a demostrar la inexistencia de la culpabilidad. 

No obstante lo anterior, con tal redacción se invierte flagrantemente la carga de 

la prueba, pues es sabido de explorado derecho que compete al Ministerio Público 

integrar la averiguación previa, que además del cuerpo del delito y la probable 

responsabilidad, debería acreditar los elementos subjetivos del tipo penal y no dejar para 

ulterior tiempo la acreditación de tales elementos ya que se le haya detenido al indiciado 

sin tener la certeza que es responsable del delito que se le imputa violentado los 

derechos subjetivos de los gobernados y poniendo en constante peligro una de las 

garantías más significativas de los eres humanos, la libertad. 
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El articulo 134 del Código Federal de Procedimientos Penales viola indudablemente 

las Garantlas de Legalidad y seguridad Jurídica contenidas en Ja Constitución General de 

la República, que el legislador las supeditó a la facultad que le otorgó al Órgano 

Investigador para Ejercitar Acción Penal al Juez de Dictar Ordenes de Aprehensión y 

Autos de Formal Prisión con requisitos exiguos que no aseguran de ningún modo que se 

satisfagan las más elementales garantlas del gobernado, por Jo que no se puede tener por 

fundados y motivados tales actos de autoridad, con el único hecho de que se indiquen los 

motivos aducidos y el sustento jurldico, pues ·mitigar los requisitos para legales para 

privar a una persona de su libertad va en cÓntraried~d al esplritu del texto fundamental 

quebrantand_o directamente lo estatuido en el· priin_er párrafo del articulo 16 de ese 

Código Supremo. 

El articulo 161 del Código Adjetivo Federal,_ también es inconstitucional por la 

mismas razones argüidas en este punto, ya que tal indicativo de igual manera reformado 

en marzo de 1999, expresa como exigencia éntre otras para que el Juez Federal dicte 

Auto de Foral Prisión, la comprobación del cuerpo del delito (exclusivamente) que 

tenga seilalado sanción privativa de la libertad. 

OCTAVA.- El articulo 298 de Código de Procedimientos Penales para el 

Distrito Federal, es inconstitucional toda vez que, apuntado conculca el contenido del 

articulo 133 Constitucional, ya que éste último dispone que esta Constitución, las leyes 

del éongres_o_ de Ja Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de 

acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, 

con ~probació~ del Senado serán la Ley Suprema de toda la Unión; en función que 

. nuesÍro país ha celebrado un número interesante de tratados, donde se remaren con 

mucho peso especifico el principio de que todo hombre es inocente hasta que se le 

. demuestre lo contrario, no obstante, , al hombre que se Je detiene, se Je humilla, se le 

presenta en la rejilla de prácticas como auténtico delincuente, aún cuando no se ha 

comprobado su culpabilidad, aqul es donde se actualiza Ja inconstitucionnlidnd del 

articulo 298 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, en virtud 
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que tal indicativo ordena se Identifique Administrativamente el Procesado o se someta a 

Ja fonnación de In Ficha Signnletica tan sólo después de dictado el auto de formal 

prisión, provocando al procesado daños de dificil reparación, puesto que quedan 

registrados los datos relativos a la identificación en los archivos respectivos, sin antes de 

que exista sentencia ejecutoria respecto de su culpabilidad. Es evidente tal 

inconstitucionalidnd, pues los dispositivos en cuestión violan lo dispuesto en el art!culo 

133 de In Carta Fundamental, al manifestar este que Jos Tratados que celebre el 

Ejecuti~o Federal y ratifique el Senado, serán ley suprema de In Unión y ni ser signatario 

México de Tratados que protegen el principio de inocencia, se violenta este imperativo 

Constitucional. 

Asimismo, este dispositivo vulnera gnrnntlns de certeza y seguridad juridica, 

pues el -nconteciiiliento' que se Identifique Administrativamente al Procesado tan sólo 

después de -dictado :ci '.1Úto de,f()rma(l'risión o de sujeción a proceso, incide en el 

proce~ado provocando perjuiéios-de dificil reparación, toda vez que, los datos arrojados 

de In _ identifl~a~iÓn, subsisten, puesto que quedan registrados en los ficheros 

correspondierÍti:s: >'.sin embargo, n~ existe una sentencia debidamente ejecutoriada que 

determine su pieria· cúlpabilidad. En tal virtud, se conculca el contenido del primer 

párrafo del articulo 16 -constitucional, yn que, de ningún modo se debe t~ner por 

fundado y motivado un acto de autoridad que ordene se identifique administrativamente 

n una persona sin que se-tenga plena certeza de su culpabilidad en el delito que _se le 

imputa, aun cuando_ la autoridad cite Jos motivos aducidos y las normas aplicables. 

NOVENA:- El artículo 165 del Código Federal de Procedimientos Penales, es 

inconstitucional ya que,_ al igual que el dispositivo que se aludió en el punto próximo 

pasado, este numeral decreta que se Identifique Administrativamente al Procesado o se 

someta a la formación de la Ficha Sígnalctica inmediatamente después que se dicte el 

auto de formal prisión, causando al procesado daños de dificil reparación, toda vez, que 

los datos atinentes a la identificación quedan registrados en Jos archivos 

correspondientes, sin que gravite una sentencia debidamente ejecutoriada que lo 
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considere plenamente responsable. Luego entonces, el artículo en mención se encuentra 

viciado de inconstitucionalidad por las mismas razones redargüidas cuando se comentó 

su similar en el fuero común en la conclusión que le antecede a la presente. 

DtCIMA.- El articulo 133 bis del Código Federal de Procedimientos Penales, es 

inconstitucional en razón que, a rafz de la reforma de que fue objeto este precepto legal 

en febrero del ai'lo de 1999, el mismo da la posibilidad que se detenga a una persona. ya 

no digamos sin que se le establezca legalmente su culpabilidad, si no lo que es peor, 

sin que se haya acreditado el cuerpo del delito y la probable responsabilidad, 

singularizándose a una simple averiguación donde se afirma que se esta preparando el 

probable ejercicio de la acción penal, contraviniendo llagrantemcnte lo estipulado por el 

artículo 133 de la Constitución Polftica de los Estados Unidos Mexicanos, ya que 

nuestro país ha celebrado una serie de Tratados internacionales y éstos de manera 

enfática en lo conducente recogen el principio de que "todo hombre es Inocente hasta 

que se pruebe lo contrario". De ah! que resulta inconcebible que apenas iniciada una 

averiguación previa, se le detenga al presunto responsable, en un domicilio determinado, 

para saber si se va integrar el cuerpo del delito y la probable responsabilidad y entonces 

ejcrcilar acción penal, sin que tal acto precise certeza y seguridad juridica, sin que se le 

hayan asegurado las garantías necesarias para su defensa, pues no se ha determinado 

siquiera probable su responsabilidad, ni se ha acreditado el cuerpo del delito. 

De tal suerte que este dispositivo legal conculca en perjuicio del indiciado las 

garantfos de legalidad y seguridad juridicas, concretamente lo establecido por el articulo 

16 constitucional, pues la mengua de requisitos para privar de la libertad a una persona 

infringen directamente las garantfas y los derechos fundamentales del ciudadano, pues 

en la especie, se le restringe su libertad cuando ni siquiera se ha integrado una 

averiguación previa, es evidente que tal acto no contiene de manera alguna certeza y 

seguridad jurídica, por lo que no se puede tener como fundado y motivado. 
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El articulo 133 bis del Código Adjetivo Federal se aplica violentado los derechos 

subjetivos de los gobernados y poniendo en constante peligro una de las garantias más 

significativas de los seres humanos, la libertad. 

DÉCIMO PRIMERA.- El articulo 270 bis del Código de Procedimientos 

Penales para el Distrito Federal es inconstitucional en atención a las misma razones 

aducidas en el punto próximo pasado, pues al igual que el 133 bis del Código Adjetivo 

Penal para el Distrito Federal, uno y otro exteriorizan una redacción consonante, 

desiguuhlndose solamente en el ámbito de aplicación, es decir, federal y local. 

DÉCIMO SEGUNDA.-EI amparo es el medio por antonomasia el control por 

vía de acción de los actos de autoridad, incluyendo en estos las leyes, tomando en 

consideración que el articulo 103 de la Constitución General de la República prescribe 

que los tribunales de la federación son competentes para resolver toda controversia que 

se susciten por leyes o netos de In autoridad que violen las garantías individuales. 

DÉCIMO TERCERA.- Luego entonces, es inminente que las leyes de mérito se 

recurran a tra_vés de Juicio de Amparo, pues su aplicación puede incidir para que una 

persona este privada de su libertad sin que se tenga In certeza de su responsabilidad, en 

razón de que nuestro sistema juridico contempla un proceso penal genéricamente 

injusto, _que no garantiza fehacientemente que In persona que compurga una pena 

producto de una ley violatorin de derechos subjetivos sen plenamente responsable. 

DÉCIMO CUARTA.- El Juez de Distrito es competente para conocer de la 

impugnación de aquellas leyes que el agraviado impugne de inconstitucional a través del 

juicio de amparo indirecto, con fundamento constitucional en los articulas 103 y 107· 

fracción VII, su fundamento legal lo encontramos en el indicativo 114 fracción 1, de la 

Ley Reglamentaría de los Articulas 103 y 107, asi como en el articulo 51, fracción 111, 

de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 
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DÉCIMO QUINTA.- Los distintos términos p~ra impugnar uria ley que se estime 

inconstitucional, son dentro de los trcinia dlás'siguiérites.alciú1Üe entre en vigor la ley si 

es de carácter autoaplicativa, con fundámcnt? ~ri.1:1:arl1d~10 22, fr~cdión I; de la ley de 

amparo); o bien, dentro de los quince dlás a. partir; del primer acto de aplicación, es 

decir, heteroaplicativa, con sustento ju~!dico . ell er-'rlü01c~al 21 de la misma ley), y 

durante los quince días siguientes a la fech.{e~ q~~ ~e-~otÍfique la resolución del recurso .. _,· ' 

o medio de defensa ordillário, en la ·conjetura qu«;; se haya agotado previamente la 

interposición del ~mparo; de conformidád con el artículo 73, fracción XII, tercer párrafo, 

de la ley de la ~ateria. 

DÉCIMO SEXTA.- La sentencia es In pináculo del proceso, la resolución con la 

que fenece el juicio, por In que et juzgador define la constitucionalidad o 

inconstitucionatidad de In ley, concediendo o negando el amparo y la protección de la 

justicia de la Unión. 

DÉCIMO SÉPTIMA.- Si la sentencia otorga el amparo y la protección de la 

justicia federal al quejoso y ésta ha causado ejecutoria, los efectos son el de nulificnr la 

validez jurídica de la ley reclamada en relación con el quejoso únicamente, y el de que 

ninguna autoridad puede volverle a aplicar válidamente la norma jurldica que ya se 

juzgó, dado que la situación jurídica del quejoso se rige por la sentencia protectora, es 

decir, lá declaración de amparo tiene consecuencias jurldicas en relación con los actos de 

aplicación futuros, lo que significa que la ley ya no podrá válidamente ser aplicada al 

peticionario de garantins que obtuvo la protección constitucional, la aplicación por parte 

de la autoridad implicaría la violación a In sentencia de amparo que declaró In 

inconstilucionnlidad de In ley en relación con el quejoso. 

DÉCIMO OCTAVA.- De acuerdo con el principio de relatividad de las 

sentencias del amparo, contenido en los articules t 07, fracción 11, primer párrafo de In 

Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos . y· 76 de la Ley que 

Reglamentaria de los articules 103 y 107 de esta Noi:ma FÜnd_amental, la sentencia sólo 



127 

se singulariza a amparar y proteger al quejoso, sin hacer una ·declaración general 

respecto de la Ley o acto que la motivare. 

DtCIMO NOVENA.- En contra de las resolución que emita el Juez de Distrito 

que dirima la constitucionalidad de una ley es procedente el recurso de revisión, siendo 

competente para conocerlo. la Suprema Corte de Justicia de la Nación tanto en Pleno 

como en Sala, con fundamento en los artículos 107 fracción Vlll inciso a) del Texto 

Fundamental, 84 fracción 1 inciso a) de la Ley de Amparo, 1 O fracción 11, inciso a) y 21 

fracción 11, inciso a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

VIGtSIMA.- En el supuesto que en la sentencia de amparo contra leyes, el Juez 

de Distrito, se sinh'lllariza a otorgar la concesión del amparo, en lo que constriñe a los 

actos de aplicación de la ley, y no en lo relativo a la ley misma, el agraviado está 

legitimado para interponer el recurso de revisión, con fundamento articulo 84 fracción 1 

de la Ley de Amparo. 

VIGtSIMO PRIMERA.- Por excepción los Tribunales Colegiados de Circuito 

son competentes para controvertir la constitucionalidad de una ley, en atención a que el 

amparo en contra de una sentencia definitiva en el que se aduzcan razones de 

inconstitucionalidad de la ley, debe promoverse como amparo directo ante un Tribunal 

Colegiado de Circuito, ya que son los únicos competentes para conocer el amparo contra 

sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, con sustento 

jurídico en los artículos 107 fracciones V y VI de la Constitución General de la 

República y 84 de la Ley de amparo. 

VIGtSIMO SEGUNDA.- Procede recurso de revisión ante la Suprema Corte de 

Justicia en contra de aquellas resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien 

los Tribunales Colegiados de Circuito, siempre y cuando decidan la inconstitucionalidad 

de una ley o establezcan la interpretación directa de un artículo de la Constitución, de 
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conformidad con los articulas 107 fracción IX de la Carta Magna y 83 fracción V de la 

Ley de amparo; 
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